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Inconsistencias jurídicas en el procedimiento de anulación de 
títulos de crédito en el IESS, caso: tramitados en Quito, en los años 
2010 al 2012. 
 
      En la Dirección Provincial del IESS de Pichincha, entre los años 2010 y 2012, se admitieron a 
trámite 540 peticiones de anulación de títulos de crédito, de obligaciones patronales que ya concluyó la 
relación laboral con el trabajador, al amparo de la Resolución Administrativa 12000000-760,  de las 
cuales se anuló un 28%, ocasionando más problemas que soluciones por lo que dicha Resolución fue 
derogada. 
     Es por esto que se torna urgente que se busque mecanismos legales para que mediante una 
legislación secundaria que guarde armonía con la Ley y la Constitución de la República e Instrumentos 
Internacionales permita a la máxima autoridad revisar aquellas obligaciones en estado de título de 
crédito que no provengan de una relación laboral y peor aún que previamente no hayan sido notificadas 
en estado de glosa, con el objeto de que no continúe con el trámite coactivo, para evitar: por un lado 
que el afiliado se beneficie de aportes ilegales en la concesión de una prestación y por otro, que el 
afectado con el cobro coactivo inicie acciones legales en la esfera judicial en contra del Instituto. 
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3. TÍTULO DE CRÉDITO  
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Legal inconsistencies in the annulment proceedings of credit in the IESS case : 






     En el presente trabajo “Inconsistencias jurídicas en el procedimiento de anulación de títulos de 
crédito en el IESS, caso: tramitados en Quito, en los años 2010 al 2012” se abordará un tema que no ha 
sido tratado por la Academia con la profundidad que requiere el tema de las obligaciones patronales, 
sobre todo porque tiene que ver con la Seguridad Social de todos los ecuatorianos y en particular de los 
trabajadores bajo dependencia, más aun cuando se conoce que históricamente el empleador ha sido 
moroso con los aportes de los trabajadores. Para lograr con éxito este trabajo de investigación, se ha 
dividido por capítulos; así, en el primer capítulo se ha determinado el tema, para el efecto se ha 
delimitado tanto espacial como temporal, para lo cual se ha escogido aquellas peticiones ingresadas en 
la Dirección Provincial de Pichincha, en el Distrito Metropolitano del cantón de Quito en los años 2010 
al 2012, las que acogiéndose a la  Resolución Administrativa 12000000-760, “en concordancia” con la 
Codificación del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo expedido mediante Resolución C.D. 
301, que establecía las causales para anulación de títulos de crédito, fueron admitidas 540 peticiones.    
Para el efecto se ha establecido un objetivo principal y tres secundarios para llegar a comprobar la 
hipótesis planteada en el capítulo segundo, proveniente de un estudio de campo previo, tanto del 
problema como bibliográficamente. En el tercer capítulo, se explica cuáles son los métodos y su 
utilidad por la que se ha escogido los métodos científico; exegético; inductivo; y, deductivo. El método 
exegético jurídico guiará el análisis de la normativa, respecto del alcance de ella dentro de la 
Constitución de la República y normas internacionales.  
     En el cuarto capítulo se abordará conceptualmente la obligación patronal, definiéndola y ubicándola 
su origen en el Código del Trabajo y la Ley de Seguridad Social, se examinará el concepto de glosa, 
sus clases, definiendo que es una glosa por aportes, fondos de reserva, descuentos por préstamos y por 
responsabilidad patronal en sus diferentes manifestaciones, toda vez que este documento 
administrativo es la base para establecer la presunta deuda que tiene el sujeto obligado, en tal virtud, el 
Instituto está en la obligación de notificar con la obligación pendiente de pago al presunto deudor, a 
través de la notificación de pago; ya sea mediante notificación inmediata o por medio de la empresa 
pública Correos del Ecuador, estableciendo a partir de su notificación ocho días término para cancelar 
o impugnar la obligación ante la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias y en caso de que 
el fallo (Acuerdo) de primera instancia administrativa sea desfavorable al peticionario, éste, puede 
apelar ante la Comisión Nacional de Apelaciones. 
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     En el quinto capítulo, se abordará los títulos de crédito emitidos por el IESS, su emisión su 
legalidad y legitimidad dentro del término legal, su legalidad, las causas por las que se puede impugnar 
ante el Director Provincial de Pichincha, en caso de existir error evidente; esto es la falta de 
notificación en estado de glosa, pues en caso de que el Instituto no notifique al presunto deudor estaría 
vulnerando el derecho que todas las personas tenemos del debido proceso y el derecho a la defensa. 
Cabe mencionar que en esta etapa no se puede impugnar la obligación, sino únicamente la ilegalidad o 
la ilegitimidad del Acto Administrativo de la emisión del título de crédito. En el sexto capítulo se 
examinará todo el proceso administrativo de la acción coactiva, analizando si la normativa del IESS 
está en armonía con lo que la norma supletoria y constitucional establece para esta etapa procesal 
administrativa, aquí se realizará un somero estudio del Reglamento, la Ley de Seguridad Social, el 
Código de Procedimiento Civil y la Constitución de la República. En el séptimo capítulo, se analizará 
los resultados de los casos prácticos; esto es, las peticiones de anulación de títulos de crédito 
presentadas en la Dirección Provincial de Pichincha, los que para una mejor comprensión se lo realiza 
mediante gráficos estadísticos, agrupándolos por categorías, de lo que se ha encontrado que muchos 
títulos de crédito no fueron notificados al empleador en estado de glosa y, en otros, el empleador o 
sujeto obligado, no impugnó dentro del tiempo establecido para hacerlo, sin embargo que presenta 
documentos públicos que ya no existe la relación laboral; sin embargo se duda de la efectividad del 
documento público como las declaraciones juramentadas del empleador en las declara que el afiliado 
que consta en el título de crédito nunca fue su trabajador o que la relación laboral terminó en fechas 
anteriores. Sin embargo, se conoce que en muchos títulos de crédito que fueron cobrados mediante 
acción coactiva, existen afiliaciones que no provienen de una relación laboral, por lo que 
inmediatamente surge la pregunta ¿Qué sucede si el “afiliado” beneficiado con esos aportes ilegales 
solicita una prestación y el empleador inicia una acción ante al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, por haber causado perjuicio a su patrimonio con el cobro de aportes indebidos?  
     Finalmente, con los resultados alcanzados a lo largo del desarrollo del trabajo, en el octavo capítulo 
se expondrá las conclusiones y se realiza las recomendaciones necesarias para que mediante una 
normativa racional reglamente estas inconsistencias jurídicas, respecto del tema planteado, por lo que 
se realiza la propuesta de cambio al Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, señalando las 












1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
     Cuando la obligación patronal de aportar al Seguro General Obligatorio
1
 a los trabajadores bajo 
dependencia; y/o el resto de sujetos obligados que constan en el Art. 2 de la Ley de Seguridad Social
2
, 
no han sido canceladas conforme lo dispone el Art. 73 Ibídem
3
, la obligación es notificada al 
empleador mediante glosa, otorgándole el término de ocho días para que pague o desvanezca la 
obligación conforme lo establecido en los Arts. 58 y pertinentes de la Codificación del Reglamento de 
Afiliación y Control Contributivo,
4
, que en resumen manifiesta: el empleador puede impugnar la glosa 
dentro del término de ocho días, por escrito para ante la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias, con los argumentos y documentos pertinentes, cabe señalar que este Órgano de 
Resolución es de primera instancia en fase administrativa, a la cual se puede apelar el Acuerdo ante la 
                                                 
1 La disposición legal respecto del Seguro General Obligatorio, consta en la Ley de Seguridad Social, No. 2001-55, publicada 
en el Registro Oficial No. 465 de 30 de noviembre de 2001. 
2 En el artículo 2 de la Ley de Seguridad Social, a más del trabajador en relación de dependencia,  como sujeto obligado, 
existen cuatro clases de personas  que sin tener relación laboral determinada en el Código del Trabajo, sino una relación 
civilista o de ninguna índole, establece su obligación a la afiliación, inclusive a los dueños de negocios y menores trabajadores 
independientes.  
3 Con respecto a la obligación del pago de aportes, en el inciso cuarto del Art. 73 ibídem, está determinado que el empleador 
y el afiliado voluntario, obligatoriamente debe hacerlo dentro del plazo de quince (15) días posteriores al mes que 
correspondan los aportes. 
4 La Codificación del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, que reglamenta toda aquella normativa de la ley de 
Seguridad Social, recién fue expedida por el Consejo Directivo  mediante Resolución C.D. 301, de 11 de enero de 2010, 
publicado en el Registro Oficial No. 128 de 11 de febrero de 2010; es decir casi a los 9 años de vigencia de la Ley.   
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Comisión Nacional de Apelaciones, cumpliéndose así la doble instancia contemplado en la 
Constitución y la Ley. 
     Cuando el empleador o presunto deudor no cancela la glosa o no la impugna, el Art. 66 del mismo 
Reglamento, prevé la emisión del título de crédito, luego de transcurridos treinta días desde la 
notificación de la glosa. 
     De lo expuesto se desprende que las obligaciones pueden ser impugnadas o desvanecidas 
únicamente en estado de glosa; sin embargo, en el Art. 75 del Reglamento enunciado, da la facultad al 
Director Provincial para la anulación de los títulos de crédito, argumentando su concordancia con el 
segundo inciso del Art. 287 de la Ley de Seguridad Social, la misma que en su parte principal señala 
“…En el caso de error evidente el propio juez de coactiva puede revocar el auto de pago coactivo…”, es aquí 
donde surge el problema, pues, para que dicha disposición tenga efecto jurídico, debe indicar con 
claridad cuál es el procedimiento a seguir y cuáles son las causales para la anulación de los títulos de 
crédito. 
     Para corregir este vacío jurídico, el Director General del IESS, en uso de su facultad legislativa 
mediante Resolución Administrativa 12000000-760, dicta el procedimiento y las causales para la 
anulación de títulos de crédito, debilitando las características que tiene el título de crédito y su efecto 
jurídico, sentando un precedente sin paragón en la legislación ecuatoriana, poniendo en riesgo al 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, de posibles acciones de lesividad en su contra.  
     Ante esta situación, miles de empleadores en mora que no han cancelado o impugnado la 
obligación contenida en la glosa con la que fue notificado, dentro del término reglamentario, 
invocando en muchos casos el Art. 75 de la Codificación del Reglamento de Afiliación y Control 
Contributivo, impugnan el título de crédito inclusive cuando ya se ha iniciado la acción coactiva, lo 
cual conlleva un grave riesgo a todo el andamiaje jurídico que debe guardar armonía entre las distintas 
normas jerárquicas conforme lo establece el Art. 425 de la Constitución de la República del Ecuador, 
al tenor del siguiente texto: 
“El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los 
tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas 
regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los 
acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos”. 
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     Cabe recordar, que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, al ser creado mediante Decreto No. 
40 del 10 de julio de 1970, publicado en el Registro Oficial No. 15 de igual fecha, se constituye en una 
Institución Pública, regida por el Derecho público, al respecto el Art. 18 ibídem de la Ley de Seguridad 
Social, en la parte inicial del primer párrafo, manifiesta “…El IESS estará sujeto a las normas del derecho 
público…”, es decir que las normas que rigen las relaciones entre el Instituto y los sujetos obligados son 
de fiel cumplimiento. 
     Es necesario mencionar, que para reglamentar la Ley, se crea el Consejo Directivo,
5
 órgano 
legislativo de normas secundarias que guarden armonía con la Ley de Seguridad Social y la 
Constitución, buscando proteger los derechos de los más débiles; los trabajadores, pero sobre todo 
respetando el debido proceso y el derecho a la defensa de los sujetos obligados que consta en el Art. 2 
Ibídem. Así mismo, el Director General del IESS, es el encargado de dictar aquella normativa que 
sustente al Reglamento o que le de viabilidad, mediante Resoluciones Administrativas. 
     De otro lado, se debe mencionar que en la Dirección Provincial de Pichincha no existe un manual de 
procedimiento y de competencias que faculten a los servidores a realizar tareas dentro del trámite de 
anulación de títulos de crédito, lo que grava aún más el problema, por lo que se torna urgente realizar 
un análisis técnico-jurídico de las normas respecto del Derecho Administrativo, Ley de Seguridad 
Social y demás normas supletorias para dar respuesta a este problema jurídico desde la Academia, para 
de esta manera contribuir con el IESS y los sujetos obligados. 
1.1 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA  
     La falta de leyes secundarias en materia de Seguridad Social que guarden armonía con la Ley de la 
materia y pertinentes y con la Constitución, crean recursos administrativos inexistentes, con los que los 
administrados recurren fuera de los plazos y términos legales impugnando resoluciones y actos 
administrativos luego de haberse constituidos en actos firmes con fuerza legal de cosa juzgada, por lo 
que se buscará encontrar esa desconexión entre la norma inferior con las superiores, realizando un 
exhaustivo análisis técnico-jurídico con la Ley, la Constitución del Ecuador, Convenios Internacionales, 
la Jurisprudencia, la Doctrina y, en la práctica confrontando con los expedientes que han sido atendidos 
y los que se encuentran pendientes de resolución que reposan en el Departamento de Afiliación y 
Control Patronal de la Dirección Provincial de Pichincha, de lo cual se procederá a tomar una muestra 
aleatoria significativa para demostrar esta realidad. 
                                                 
5 El Consejo Directivo del IESS, está integrado de manera tripartita: un vocal por los asegurados; uno por los empleadores; y, 
otro por el Ejecutivo, este último se constituye en el Presidente del Consejo Directivo.   
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     Cabe preguntarse, ¿Qué fuerza legal tienen aquellas normas inferiores que no guardan armonía con 
la superior en el Derecho Público?, ¿Puede el recurrente impugnar obligaciones una vez que se ha 
iniciado el juicio coactivo?,  ¿Por qué no se señala con claridad en el auto de pago, cuando se cita al 
deudor, que pague, dimita bienes o proponga excepciones en el término de tres días?, ¿Cuáles son los 
problemas administrativos del IESS, en la emisión de los títulos de crédito?    
     Con el resultado del análisis técnico-jurídico se tendrá un conocimiento más amplio de los 
problemas por los cuales atraviesa el Instituto, con el objetivo de que se identifique el alcance de las 
normas que contemplan derechos y obligaciones que rigen para los sujetos obligados y el Instituto, a 
fin de entregar un instrumento de consulta para garantizar el pleno respeto al Derecho y a la Ley. 
1.2 DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA 
1.2.1 TEMPORAL 
     Se ha limitado la temporalidad del estudio, tomando en cuenta, las peticiones de 
anulaciones de títulos de crédito aceptadas a trámite en los años 2010 al 2012. 
1.2.2 ESPACIAL 
     Las peticiones receptadas a trámite en las oficinas de la Dirección Provincial de Pichincha ubicada 
en Quito en el edificio matriz del IESS en la 10 de Agosto y Bogotá.  
 
1.3 PREGUNTAS DIRECTRICES 
1.- ¿Qué es una obligación patronal? 
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2.- ¿De qué Ley y/o relación jurídica proviene la obligación de aportar al Seguro General Obligatorio, 
establecido en el Art. 2 de la Ley de Seguridad Social? 
3.- ¿Qué es una glosa? 
4.- ¿Qué es la notificación de la glosa? 
5.- ¿Cuál es el plazo legal para impugnar la obligación patronal de aportar al Seguro General 
Obligatorio contenida en la glosa? 
6.- ¿Qué es un título de crédito? 
7.- ¿Cuál es el plazo legal para emitir el título de crédito? 
8.- ¿Cuándo es legal y legítimo un título de crédito?  
9.- ¿Qué es la acción coactiva? 
10.- ¿Puede impugnarse el auto de pago en esfera administrativa? 




     Determinar las razones jurídicas por las que el Instituto aceptó a trámite impugnaciones a títulos de 
crédito en los años 2010 al 2012, inclusive en etapa de juicio coactivo, cuando en la Ley no está 
contemplado la anulación del título de crédito como un modo de extinguir la obligación.  
1.4.2 ESPECÍFICOS 
1.- Definir cuál es el alcance jurídico-legal del Art. 287 de la Ley de Seguridad Social que establece 
“…En el caso de error evidente el propio juez de coactiva puede revocar el auto de pago coactivo”. 
2.- Identificar cuáles son los recursos administrativos que permite la Ley de Seguridad Social, para que 
el administrado ejerza su derecho a la defensa, para desvanecer obligaciones patronales. 
8 
 
3.- Determinar cuáles son los principales problemas que se presentan al momento de plantear los 
recursos administrativos. 
1.5 JUSTIFICACIÓN 
     De la investigación previa realizada para el planteamiento del presente trabajo de investigación, se 
determina que no existe ninguno que haya abordado la problemática por la que atraviesa la relación 
entre los sujetos obligados a aportar al Seguro General Obligatorio, respecto de las peticiones de un 
recurso inexistente en la esfera administrativa de revocatoria del auto de pago y anulación de títulos de 
crédito con el objeto de extinguir obligaciones patronales. 
     Bajo esta consideración, se torna urgente, contar con un estudio técnico-jurídico desde la academia, 
que desnude esta desconexión entre la norma secundaria y la Ley de Seguridad Social, toda vez que al 
aceptar a trámite estas peticiones de anulación de títulos de crédito que pretende desvanecer  
obligaciones fuera de la etapa procesal para hacerlo, pone en riesgo derechos de terceros (afiliados), 
más aun en aquellos casos en los que adjuntando una declaración juramentada rendida ante notario 
público del mismo empleador
6
 pretenden que se anulen actos administrativos que se presumen en 
Derecho, de Actos firmes (que contienen obligaciones) con fuerza legal de cosa juzgada, lo cual 
conlleva a una inseguridad jurídica, básica en un Estado regido por la Ley y el Derecho. 
     Por lo que se aclarará el alcance legal de la Ley de Seguridad Social y normas secundarias,  que  
pretenden otorgar recursos administrativos inexistentes a los administrados para extinguir obligaciones 
patronales fuera de término, por lo que este trabajo de investigación una vez finalizado pondrá en el 
debate público, el problema de falta de norma expresa que solucione este problema mediante reforma 
de la Ley y normas secundarias. 
     De las conclusiones a las que se llegue, la autoridad dispondrá de un instrumento con el cual 
analizará a profundidad cual es el alcance del derecho público en materia de la Ley de Seguridad Social 
y revisará sus procedimientos administrativos, a fin de corregirlos, aplicando el neo-constitucionalismo  
que busca la justicia y no la aplicación a raja tabla del derecho positivo, buscando proteger el derecho 
de los más débiles como son los trabajadores. 
     Mediante la difusión del resultado de este trabajo, los sujetos obligados, contarán con un 
instrumento que indique cuáles son sus derechos y en qué etapa procesal pueden hacerlos efectivos. 
                                                 
6
 Para una mejor comprensión, ver Anexo 1 
9 
 
     Finalmente, se considera muy importante el desarrollo de este trabajo investigativo, toda vez que 
sigue vigente el Art. 75 del Reglamento antes mencionado, con el cual se acepta las impugnaciones a 
títulos de crédito, sin que exista el procedimiento administrativo, pues  la Resolución Administrativa 
12000000-760 que contenía las causales y el procedimiento para anulación de títulos de crédito fue 











2. MARCO TEÓRICO 
2.1 ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
     Por antecedentes laborales se ha podido detectar los problemas por los que atraviesa el IESS en el 
cobro de las obligaciones patronales y por lo tanto de la mora patronal; ya sea por desorganización 
administrativa de servidores y funcionarios que desconocen el procedimiento legal en materia del 
derecho administrativo, y por otro, está: ya sea el desconocimiento de la Ley o por “viveza criolla” de 
parte de los sujetos obligados lo que ha creado un problema por el cual el IESS, mediante Resolución 
C.D. 301 de 11 de enero de 2010, crea el procedimiento de anulación de glosas y títulos de crédito que 
estando contrario a la Ley, crea más problemas que soluciones. 
2.2 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA 
     No existen antecedentes de otras investigaciones respecto al tema de inconsistencias jurídicas en la 
anulación de títulos de crédito en el IESS, por lo que se citará a connotados juristas dentro del campo 
de la seguridad social y el derecho administrativo, revisando conceptos como la estabilidad del acto 
administrativo, como es el caso del citado por el Dr. Juan Pablo Aguilar Andrade
7
,  respecto a la 
estabilidad del acto administrativo, a lo cual manifiesta: 
                                                 
7 El Juan Pablo Aguilar Andrade, en su obra Acción de lesividad, expone respecto de la estabilidad que tienen los actos 
administrativos, para evitar la voluntad  cambiante de la autoridad.  
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“La estabilidad del acto administrativo.- La estabilidad o, como la denominan algunos 
autores, la cosa juzgada administrativa, es una característica de los actos administrativos que 
han causado estado, en virtud de la cual se limitan las potestades de los órganos 
administrativos para revisar o dejar sin efecto sus propios actos. Su fundamento se encuentra, 
como ya se dijo, en el principio de seguridad jurídica y en la necesidad de generar certeza 
sobre la actuación de las instituciones del estado, al impedir que las personas queden libradas 
a la voluntad cambiante de las autoridades administrativas”.  
     Con respecto al derecho de oponerse a los actos administrativos emanados por la autoridad, es 
necesario analizar el criterio del jurista Dr. Leonardo Andrade, relacionado con el reclamo 
administrativo y recursos administrativos
8
 dentro del derecho tributario que por tratarse del derecho 
administrativo lo citaré: 
“Introducción.- La etapa administrativa del reclamo tiene su punto de partida con la 
notificación a los contribuyentes de un acto administrativo que establece la obligación 
tributaria. Una vez cumplido este requisito, el sujeto pasivo o contribuyente responsable o 
tercero, de acuerdo a normas precisas y contempladas en las leyes pertinentes, tiene derecho a 
la facultad de expresar su disconformidad con los resultados de la decisión administrativa 
tributaria y, consiguientemente, presentar su reclamo ante la misma autoridad administrativa 
tributaria de la que emanó el acto”. 
     Por otro lado, los actos administrativos de los cuales no escapan aquellos emanados por el Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, cuando han sido emitidos sin observar el debido proceso, el Instituto 
debe reparar o evitar causar daño al administrado, por lo que es de mucha utilidad el criterio de Salinas 
Montaño (1997, p.57),  refiriéndose al tema con su comentario Nulidad del acto administrativo señala: 
“Si bien pretendo en esta corta exposición referirme a la nulidad del acto administrativo y a 
los recursos que permiten a los administrados interponerlos, para obtener tal nulidad de los 
órganos judiciales, de conformidad con nuestro sistema jurídico, concretamente con la Ley  de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa, considero pertinente hacer una breve mención de 
lo que es el acto administrativo. Los tratadistas Eduardo García de Enterría y Tomás Ramón 
Fernández dicen que acto administrativo es “… la declaración de voluntad, de juicio, de 
conocimiento o de deseo realizado por la administración en  ejercicio de la potestad 
administrativa distinta a la potestad reglamentaria”. 
                                                 
8  Respecto del reclamo administrativo y los recursos administrativos, el Dr. Leonardo Andrade, menciona que son derechos 
del administrado y no un acto discrecional de la autoridad.   
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     Esta definición que concuerda con las  de Farrando y Martínez (1996, p. 78), quienes afirman:   
“… una declaración unilateral efectuada en ejercicio de la función administrativa, que  produce efectos 
jurídicos individuales en forma directa e inmediata”. 
     De otro lado, autores como Jaramillo Ordóñez (1999, p. 325), respecto de los actos administrativos, 
señala:  
“Los actos administrativos tienen lugar cuando la administración pública en ejercicio de sus 
funciones específicas decide, mediante resoluciones de carácter general o particular, sobre 
algún derecho o interés. El  acto administrativo es,  pues, un acto jurídico ya que  se 
relaciona  con la finalidad de que  produzca efectos de esa naturaleza (jurídicos)”. 
     De lo expuesto se colige que en derecho administrativo, la administración pública mediante 
resoluciones emite dos actos administrativos, uno de carácter general y otro de carácter particular; en el 
caso del  IESS, los primeros los emite el Consejo Directivo y el Director General del IESS; y, en el 
caso de los segundos, son las Comisiones Provinciales de Prestaciones y Controversias y la Comisión 
Nacional de Apelaciones, las encargadas de emitir dichos actos administrativos. 
     En cualquier caso, la administración está obligada a legislar y resolver mediante un razonado 
balance entre los hechos y el derecho; esto es dando mucha relevancia al debido proceso, de lo 
contrario si “los actos son deficientes o carentes en su motivación pueden ser considerados nulos o anulables.” 
(Robalino, 2013. p.8).   
     Para el caso de los actos administrativos generales como son las normas secundarias que 
permitieron admitir a trámite pedidos de anulación de títulos de crédito en etapa de juicio coactivo, con 
los cuales los sujetos obligados pretendían extinguir obligaciones fuera de término para hacerlo, en el 
transcurso de la investigación se demostrará que son contrarios a la Ley poniendo en riesgo el  
ordenamiento jurídico del IESS, por lo que se analizará cuales con los alcances y los límites de la Ley 
de Seguridad Social, la Constitución Política del Estado de 1998 y la actual Constitución de la 
República del Ecuador, respecto de la prevalencia de esta normas sobre otras de inferior jerarquía. 
2.3 HIPÓTESIS 
     La derogatoria del Art. 75 de la Codificación del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo 
y en su lugar se incorpore un artículo innumerado, que diga lo siguiente: “el sujeto obligado puede 
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impugnar el título de crédito ante la autoridad competente por encontrarse vicios en su emisión, 
siempre que no se encuentre en etapa de juicio coactivo”, lo que permitirá al IESS corregir la falta 
del debido proceso y el derecho a la defensa que está establecido en la Constitución de la República del 
Ecuador. 
2.4 CARACTERIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
2.4.1 VARIABLES INDEPENDIENTES  
1.- Art. 287 de la Ley de Seguridad Social.  
2.- Art. 75, del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo.  
3.- Derecho de petición consagrado en la Constitución de la República del Ecuador. 
2.4.2 VARIABLES DEPENDIENTES  
1.- La falta de armonía jurídica entre el Reglamento y la Ley de Seguridad Social. 
2.- Peticiones de anulación de títulos de crédito en estado de juicio coactivo receptadas en las oficinas 
del Departamento de  Afiliación y Control Patronal de Quito, para extinguir obligaciones. 
3.- Peticiones de anulación de títulos de crédito sin ningún requisito previo, aceptadas en las oficinas 
del Departamento de  Afiliación y Control Patronal. 
2.5 DEFINICIÓN DE TÉRMINOS BÁSICOS 
1.- Abogado contratado.- profesional del derecho que presta sus servicios profesionales en el cobro de 
las obligaciones patronales mediante la acción coactiva. 
2.- Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias.- organismo creado por la Ley para 
resolver en primera instancia, recursos administrativos como el de impugnación. 
3.- Comisión Nacional de Apelaciones.- organismo creado por la Ley para resolver en segunda y 
definitiva instancia las apelaciones en contra de las Resoluciones de primera instancia. 
4.- Consejo Directivo.- es el máximo organismo legislativo del IESS, encargado de emitir reglamentos 
en concordancia con la Ley de Seguridad Social. 
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5.- Depositario Judicial.- persona contratada para ejecutar el cobro mediante embargo y para custodiar 
los bienes embargados. 
6.- Glosa.- estado de la obligación con la que se notifica al empleador, que tiene asignado un número 
único. 
7.- Instituto Rector.-  el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 
8.- Juez de Coactivas.- funcionario recaudador creado por la Ley para el cobro de las obligaciones 
mediante la acción coactiva. 
9.- Notificación.- documento físico con el cual el IESS pone en conocimiento del empleador las 
obligaciones vencidas, denominadas glosa. 
10.- Notificador.- aquella persona ya sea servidor del IESS o de otra institución que practica la 
notificación a los presuntos deudores. 
11.- Proceso de Recaudación Extrajudicial.- unidad administrativa encargada de la notificación de 
las obligaciones en estado de glosas, su custodia y la emisión de los títulos de crédito. 
12.- Secretario AD HOC.- Abogado que pertenece a la nómina del IESS, que actúa en determinadas 
coactivas. 
13.- Servidor de Control Patronal.- es aquel que hace las veces del inspector del IESS y atiende las 
denuncias por falta de afiliación interpuestas por el trabajador.  












3.1 DETERMINACIÓN DE LOS MÉTODOS A UTILIZAR 
     Al tratarse de actos administrativos, tanto en la norma secundaria como en los pedidos admitidos de 
anulación de títulos de crédito, se abordará el tema exclusivamente desde los siguientes métodos: 
3.1.1 MÉTODO CIENTÍFICO 
     Por tratarse de una investigación que tiene rigor científico, se utilizará este método que consiste en 
el camino que permite acceder al conocimiento por medio de una serie de procedimientos que está 
destinado a explicar fenómenos, establecer relaciones entre los hechos y enunciar teorías que expliquen 
los fenómenos y permitan obtener nuevos conocimientos. 
3.1.2 MÉTODO EXEGÉTICO-JURÍDICO 
     Consiste en la interpretación y explicación de la norma, se expone el sentido y se determina el 
alcance de la letra de la Ley y las expresiones que la originaron en la forma como el legislador la 
elaboró. Con este método revisaré el Art. 287 de la Ley de Seguridad Social, en lo que corresponde a la 
facultad que tiene el juez de coactiva de revocar el auto de pago, en caso de error evidente, así como 
las normas secundarias como el Reglamento de Afiliación y Control Contributivo en su Art. 75; y los 
Instructivos emitidos por el Director General del IESS, No. 12000000-760 que establece las causales y 
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el procedimiento para la anulación de títulos de crédito, previstos en la normativa citada y la No. 
12000000-066 que deroga la anterior. 
3.1.3 MÉTODO DEDUCTIVO 
     Se parte de aspectos o principios generales conocidos, aceptados como válidos por la ciencia, los 
que por medio del razonamiento lógico se pueden deducir o explicar los hechos particulares. Con este 
método estableceré lo que dicta la ley respecto de los actos administrativos de manera general, 
buscando las excepciones si las hubiere para la anulación de títulos de crédito en estado de juicio 
coactivo. 
3.1.4 MÉTODO INDUCTIVO 
     Es un proceso de aspectos, situaciones, ideas, hechos particulares, para llegar al principio o ley en 
general que los determina, se toma los casos particulares para obtener conclusiones generales. Este 
método será de mucha utilidad al momento de revisar la muestra tomada de las peticiones de anulación 
de títulos de crédito, si se discriminó aquellos títulos de crédito que se encontraban en juicio coactivo, 
con el objeto de generalizar las inconsistencias jurídico-legales para dar una respuesta de manera 
general. 
3.2 DISEÑOS DE LA INVESTIGACIÓN 
     En el desarrollo de este trabajo, se utilizarán todas las técnicas permitidas por la investigación 
científica como el análisis teórico, bibliográfico y documental, consultas en páginas electrónicas, etc., 
para obtener así la información posible acerca del problema jurídico a fin de descubrir la desconexión 
entre el derecho administrativo y la práctica. Lo más importante, permitirá analizar los principios, 
conceptos e importancia del tema a ser desarrollado. 
     Dentro de la investigación, se recopilará opiniones de profesionales del derecho en libre ejercicio, 
operadores de justicia, estudiosos en la materia de derecho administrativo respecto de la anulación de 
los títulos de crédito como modo de extinguir  la obligación patronal. 
     Adicionalmente y lo más importante, se realizará un exhaustivo análisis de los expedientes de 
pedidos de anulación de títulos de crédito que reposan en el Departamento de Afiliación y Control 
Contributivo de la Dirección Provincial de Pichincha, verificando al azar la documentación de 
descargo que presenta el peticionario, así como del estado en que actualmente se encuentran.  
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3.3 POBLACIÓN Y MUESTRA 
     En consideración con la complejidad del trabajo de investigación, respecto de peticiones receptadas 
a trámite en los años 2010 al 2012, el universo de la población son todos los trámites que mediante 
resolución fueron resueltos por la autoridad y aquellos que quedaron represados en los archivos del 
Departamento de Afiliación y Control Patronal de la Dirección Provincial del IESS de Pichincha, que 
alcanzan a la cantidad de 540 expedientes, por lo que se procederá a tomar una muestra probabilística 
de manera aleatoria, para lo cual se considera el estudio de un 20% seleccionada al azar, lo que 
garantizará que la muestra sea representativa y arroje los resultados que se pueda inferir a todo el 
universo de estudio.  
3.4 TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE LA INVESTIGACIÓN 
     La técnica a utilizarse por excelencia será el análisis documental, revisando lo que establece la 
Constitución de la República, la Ley de Seguridad Social, el Reglamento de Afiliación y Control 
Contributivo y demás normas supletorias, para lo cual me serviré de las fichas tanto nemotécnicas 
como bibliográficas de las obras consultadas, así como de los archivos de las peticiones de anulación 
de títulos de crédito aceptadas a trámite que reposan en la oficinas del Departamento de Afiliación y 
Control Patronal de la Dirección Provincial del IESS de Pichincha. 
    Por otro lado, las fichas tanto mnemotécnicas como bibliográficas serán soporte fundamental en la 
elaboración de este trabajo de investigación, toda vez que serán los instrumentos por excelencia que 
registren lo más importante de aquellos tratadistas respecto de la Seguridad Social. 
     Así también se utilizará la entrevista a funcionarios del IESS involucrados en el procedimiento de la 
anulación de títulos de crédito. 
     Se ha descartado la encuesta en virtud de la temporalidad establecida en la tesis, toda vez que se 
trata de trámites aceptados en Quito, en los años 2010 al 2012.  
3.5 VALIDEZ Y CONFIABILIDAD DE LOS INSTRUMENTOS 
     Con los instrumentos mencionados, se revisaran el contenido de los expedientes que reposan en el 
IESS, a fin de determinar si los pedidos son legítimos y legales, apegados a la Ley y a Derecho y 
cuáles han sido los principales obstáculos en el trámite de los mismos. En el caso que existan títulos de 
crédito anulados, se determinará si el procedimiento está de acuerdo a las normas vigentes. 
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     En la investigación se aplicarán los métodos e instrumentos descritos anteriormente de manera 
objetiva y sin prejuicios ideológicos, políticos o de cualquier otra índole de interés personal, lo que 
permitirá que la información recogida y luego de procesada arrojen los resultados que sean los más 
objetivos posibles. 
     Cabe mencionar que en la entrevista a los expertos se ha observado su trayectoria como 
profesionales del derecho y como personas vinculadas al quehacer administrativo de la Seguridad 
Social y del campo administrativo, que sin lugar a dudas no tienen ningún  interés personal en el tema,  
sino únicamente el académico. 
3.6 TÉCNICAS DE PROCESAMIENTO Y ANÁLISIS DE DATOS 
     Para el procesamiento de datos sin duda se lo hará mediante la estadística aplicando el programa 
SPSS y su resultado se someterá al criterio de expertos en temas sociales y jurídicos como un 
sociólogo, un abogado luego de lo cual se confrontará con la Ley dando respuestas lógicas y coherentes 
de carácter jurídico. 
     Luego de haber recolectado la información necesaria, se procederá con lo siguiente: 
3.6.1 ORDENAMIENTO 
     Una vez que se haya recolectado la información a través de las entrevistas, encuestas, observación, 
apoyados en la Estadística mediante el programa SPSS, se procederá a ordenar los principales 
problemas que se encuentran al momento de dar atención a la petición de anulación de títulos de 
crédito, principalmente en lo legal. 
3.6.2 TABULACIÓN 
Una vez ordenada los datos recogidos, se determinarán los porcentajes de los problemas más 
recurrentes al momento de dar atención a las peticiones de anulación de títulos de crédito, los que serán 
representados mediante cuadros y gráficos para una mejor comprensión. 
3.6.3 CLASIFICACIÓN 
     De la información una vez tabulada se realizará una lectura comprensiva, a fin de informar si de los 
resultados encontrados por medio de las técnicas e instrumentos de recolección de datos, en la práctica 
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las peticiones de anulación de títulos de crédito tienen concordancia con la Ley de la materia y leyes 
supletorias, caso contrario, se identificará cual esa desconexión entre las normas de distinta jerarquía. 
     Estos datos obtenidos de la investigación se representarán mediante diagramas, pasteles y otras 
formas de representación para evidenciar los porcentajes de las peticiones de anulación de títulos de 
crédito en primer lugar si fueron atendidos en su totalidad y aquellos que se encuentran en etapa 
intermedia, diferenciándolos las obligaciones en estado de título de crédito y los que estaban en estado 











     Abordar el tema “INCONSISTENCIAS JURÍDICAS EN LA ANULACIÓN DE TÍTULOS DE 
CRÉDITO EN EL IESS”, CASO: TRAMITADOS EN QUITO EN LOS AÑOS 2010 AL 2012”, 
requiere conocer cuál es la disposición legal que origina la obligación patronal en la Constitución de la 
República del Ecuador, en el Código del Trabajo, en la Ley de Seguridad Social, a fin de determinar, si 
la obligación constante en la ley de la materia guarda armonía con la norma superior y otras, referentes 
a la relación de dependencia entre trabajadores y patronos. Por lo tanto es necesario distinguir y 
puntualizar, cuál es el origen de la ley que protege a los trabajadores particulares, así como aquellos del 
Estado, y desde luego a los servidores y funcionarios del sector público.  
     Una vez identificadas las fuentes legales de la obligación patronal, se estudiará cual es el 
procedimiento legal previo a la emisión de la glosa; sus diferentes clases de glosas; los plazos y 
términos legales dentro del debido proceso para ejercer el derecho a la defensa; identificando cuales 
son los órganos de reclamación administrativa en el IESS.  
     Así mismo, se estudiará respecto de la legalidad y legitimidad en la emisión del título de crédito, 
etc., identificando durante el transcurso del desarrollo del trabajo, cuales son las autoridades 
competentes y cuáles son los recursos y, si la legislación secundaria se encuentra en armonía con la 






     Según el Diccionario de la Real Academia Española, (1984, tomo III, p. 966), la palabra obligación 
sin que esté acompañada de ningún adjetivo calificador tiene varios significados, conforme el siguiente 
texto: 
 “Obligación.- viene del latín (obligatĭo, -ōnis) que quiere decir.- 1. Aquello que alguien está 
obligado a hacer. 2. Imposición o exigencia moral que debe regir la voluntad libre. 3. Vínculo 
que sujeta a hacer o abstenerse de hacer algo, establecido por precepto de ley, por voluntario 
otorgamiento o por derivación recta de ciertos actos. 4. Correspondencia que alguien debe 
tener y manifestar al beneficio que ha recibido de otra persona. 5. Documento notarial o 
privado en que se reconoce una deuda o se promete su pago u otra prestación o entrega”. 
     De las varias acepciones expuestas, para efectos de este trabajo de investigación, se tomará en 
cuenta el número tres; pues al comenzar el concepto con la palabra vínculo, indica que se trata de una 
relación entre dos o más personas que por precepto de la ley debe hacer o abstenerse de hacer algo; es 
decir, que se trata de un presupuesto jurídico que una vez que se cumple, la consecuencia necesaria es 
ya sea el hacer o no hacer algo, según sea el caso. Hasta aquí se tomará como válido este concepto por 
cuanto el trabajo a desarrollarse tiene que ver con la Ley de Seguridad Social dentro del Derecho 
Público
9
, por lo que se descarta el resto del concepto que se refiere más a los contratos donde entra en 
relación las voluntades de las partes o por lo menos de una de ellas, es decir se trata de una relación 
civilista, consecuentemente el concepto válido para esta investigación será, obligación.- es el vínculo 
que sujeta a dos más personas a hacer o abstenerse de hacer algo, establecido por precepto de 
ley. 
     De otro lado, Cabanellas, (2009, tomo V, p. 596), se refiere a la obligación jurídica así: 
“La obligación jurídica, en Derecho, es el vínculo jurídico mediante el cual dos partes 
(acreedora y deudora) quedan ligadas, debiendo la parte deudora cumplir con una prestación 
objeto de la obligación. Dicha prestación puede consistir en dar, hacer o no hacer, teniendo 
que ser en los dos primeros casos posible, lícita y dentro del comercio. Los sujetos obligados, 
al igual que el objeto de la obligación, deberán estar determinados o ser determinables”.  
                                                 
9 Para tener una idea más clara respecto de la esencia de la Ley en materia de Seguridad Social, el Art. 18 de la Ley de 
Seguridad Social, establece  “Principios de organización.- El IESS estará sujeto a las normas del derecho público…”, es 
decir que la aplicación de sus normas son de fiel cumplimiento.   
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     De lo expuesto por Cabanellas, la obligación jurídica es el vínculo jurídico entre dos personas 
denominadas en el mundo de los contratos: a la una acreedora y a la otra deudora; es decir que se 
refiere también a la esfera de lo civil, donde la deudora debe cumplir con una prestación que es 
propiamente el objeto de la obligación, consistente en dar, hacer o no hacer. 
     Para Ossorio, (2008, p. 629),  obligación es: “el deber jurídico normativo de realizar u omitir 
determinado acto, y a cuyo incumplimiento por parte del obligado es imputada como consecuencia de una 
sanción coactiva; es decir, un castigo traducible en un acto de fuerza física organizada”.  
     El concepto de Osorio, se refiere de manera exclusiva al Derecho Administrativo, al decir que 
obligación es el deber jurídico, por lo tanto no se trata de una obligación proveniente de la relación 
civilista contractual, en la que interviene las voluntades de los particulares; sino que la obligación ya 
está reglado por la Ley, consecuentemente una de las partes está obligada al cumplimiento de esa Ley 
en los plazos y términos fijados en esa misma Ley, de lo contrario el cobro se lo realiza mediante la 
sanción coactiva como manifiesta el tratadista, menciona además que dicho acto es realizado mediante 
la fuerza organizada, debe referirse, que en caso de que el coactivado se resista al cobro mediante la 
acción coactiva, la autoridad bien puede solicitar el auxilio de la policía nacional para ejecutar el cobro. 
4.1.1 LA OBLIGACIÓN EN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 
ECUADOR 
     El Art. 34 de la Constitución de la República del Ecuador,
10
 con respecto del derecho a la Seguridad 
Social establece: 
“El derecho a la seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y será 
deber y responsabilidad primordial del Estado. La seguridad social se regirá por los 
principios de solidaridad, obligatoriedad, universalidad, equidad, eficiencia, subsidiaridad, 
suficiencia, transparencia y participación, para la atención de las necesidades individuales y 
colectivas” (lo resaltado no es parte del texto). 
     La Seguridad Social como derecho humano de las personas consta en el Art. 22 de la Declración 
Universal de los Derechos Humanos
11
, respetando los convenios internacionales respecto de los 
Derechos Humanos legalemente suscritos y reconocidos por el Ecuador, la Seguridad Social en la 
                                                 
10 La Constitución de la República del Ecuador, publicada en el Registro Oficial No. 449 del 20 de octubre del 2008, es 
conocida como una constitución garantista de Derechos, por facilidad en lo posterior se denominará la Constitución del 2008, 
o simplemente como la Constitución de la República. 
11 Para mayor claridad de la obligación del Estado respecto de la Seguridad Social como derecho humano de las personas, 
revisar el Art. 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948.  
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Constitución, fue elevada a derecho fundamental y por lo mismo irrenunciable de las personas. Para 
hacer efectivo ese derecho, en el mismo artículo se establece que es el Estado el responsable de hacer 
efectiva dicha garantía, de otro lado, en el Art. 370 de la misma Constitución, señala al Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, como la entidad responsable de la prestación del seguro general 
obligatorio a sus afiliados.  
     Cabe hacer incapie, respecto de la frase deber del Estado, para lo cual se busca los sinónimos de la 
palabra “deber”, entre los cuales está la palabra obligación;12 entonces este artículo quiere decir que la 
Seguridad Social de los ecuatorianos, es una obligación del Estado ecuatoriano, para el efecto, se 
establece en la Constitución de la República la categoría de “obligatoriedad” como principio 
constitucional con el cual puede garantizar el resto de principios que de por sí solos hablan de la 
intencionalidad o espíritu de la Ley de Seguridad Social. 
     Es necesario recalcar que en concordancia con el artículo 34, la misma Constitución en su Art. 370, 
señala: “El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social,13 entidad autónoma regulada por la ley, será responsable 
de la prestación de las contingencias del seguro universal obligatorio a sus afiliados”
14
 (para una mejor 
compresión se resalta la palabra responsable), el sinónimo de la palabra responsable es garante, 
entonces se puede deducir que la prestación de las contingencias es responsabilidad de esta entidad,  
que a la vez se relaciona con el término obligación, quiere decir entonces que la prestación de las 
contingencias del seguro general obligatorio, forzosamente estará a cargo del IESS. 
     Cabe resaltar que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, de confromidad con el mismo 
artículo, tiene el carácter de entidad autónoma regulada por la ley; con fondos propios y distintos de 
los del Fisco, conforme el Art. 372, de la Constitución de la República; es decir que al ser sus fondos 
independientes de las finanzas del Estado, su soporte financiero es sostenido con el aporte de los 
afiliados; de los empleadores; y, las contribuciones del Estado para financiar un porcentaje de la 
pensiones , que tienen obligación por mandato legal. 
                                                 
12 Dentro de los sinónimos de la palabra deber que consta en el Diccionario Océano de Sinónimos y Antónimos, se escogido 
la palabra obligación por ser la más coherente con el presente estudio. 
13 En lo posterior se referirá al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social como la Administración, el IESS, el Instituto Rector 
o simplemente el Instituto. 
14 Esta disposición constitucional tiene concordancia con la Ley de Seguridad Social. 
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4.1.2 LA OBLIGACION PATRONAL EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO 
      Con relación de la obligación de la afiliación al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, que 
tiene el empleador privado o público respecto de sus trabajadores sometidos al Código del Trabajo, el 
numeral 31 del artículo 42 del Código del Trabajo establece: 
“Inscribir a los trabajadores en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, desde el primer 
día de labores, dando aviso de entrada dentro de los primeros quince días, y dar avisos de 
salida, de las modificaciones de sueldos y salarios, de los accidentes de trabajo y de las 
enfermedades profesionales, y cumplir con las demás obligaciones previstas en las leyes sobre 
seguridad social”. 
     Dentro de las obligaciones  que tiene el empleador con su trabajador, por ser tema de este trabajo se 
ha escogido el contenido del numeral 31, del cual se desprende: 1) que sin escusas de ninguna 
naturaleza, el empleador debe afiliar o inscribir a su trabajador al Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social, desde el primer día de labores, con esta primera parte de la norma, sin duda el legislador quiso 
proteger al trabajador contra contingencias como un accidente de trabajo, enfermedad, jubilación, 
seguro de muerte, etc., pero existe una limitante, si plateamos el escenario de un trabajador accidentado 
que es ingresado por emergencias a cualquier casa de salud del IESS, una vez que ha recibido la 
atención de primeros auxilios hasta su recuperación total, el Centro Ambulatorio o el Hospital del IESS, 
solicita la historia laboral del paciente y en caso de no estar afiliado al momento de la atención médica, 
la unidad administrativa de Tesorería le emite al paciente una planilla de pago por atención médica, sin 
realizar una investigación in situ para verificar si es el empleador quien no cumplió con el mandato 
legal de la inscripción de su trabajador al IESS; 2)  la norma dice que el empleador está obligado a 
inscribir a su trabajador desde el primer día, sin embargo, cuando dice que “…dando el aviso de aviso de 
entrada dentro de los primeros quince días…”, su aspecto mandatorio pierde la efectividad, pues no se 
encuentra en armonía con los avances tecnológicos que ha incorporado el IESS, puesto que para dar el 
aviso de entrada ya no se necesita de documentos físicos para que el Instituto registre la afiliación del 
trabajador con el aviso de entrada, sino que a partir del año 2001 y con mayor énfasis a partir de 2013, 
el empleador debe ingresar con su calve patronal en el sistema de Historia Laboral en cualquier hora 
del día el aviso de entrada, por lo que debe corregirse este artículo señalando; que el aviso de entrada 
del empleado debe ser ingresado en la Historia Laboral del trabajador desde el instante en que se 
inicia la relación laboral, so pena de sanción. 
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4.1.3 LA OBLIGACIÓN EN LA LEY DE SEGURIDAD SOCIAL 
     Dentro de los principios rectores de esta ley concordantes con el Art. 34 de la Constitución del 
2008, en el Art. 1, está el de la obligatoriedad que se refiere así: 
“Obligatoriedad es la prohibición de acordar cualquier afectación, disminución, alteración o 
supresión del deber de solicitar y el derecho de recibir la protección del Seguro General 
Obligatorio”, así también está el principio de la “Universalidad es la garantía de iguales 
oportunidades a toda la población asegurable para acceder a las prestaciones del Seguro 
General Obligatorio, sin distinción de nacionalidad, etnia, lugar de residencia, sexo, 
educación, ocupación o ingresos”.  
     Como puede observarse, son pilares fundamentales de esta ley, los principios de la obligatoriedad y 
la universalidad, el primero estableciendo una prohibición legal de acordar entre las partes de una 
relación cualquier afectación que pueda poner en peligro a una de ellas del deber de solicitar la 
afiliación y del derecho de recibir la prestación que otorga a sus asegurados el Seguro General 
Obligatorio, en el caso del segundo principio, está establecido como una garantía de iguales 
oportunidades para toda la población asegurable, esto puede entenderse de mejor manera examinando 
el contenido del Art. 55 de la Constitución Política de la República del Ecuador
15
, puesto que esta Ley 
fue dictada en armonía con esta norma, “La seguridad social será deber del Estado y derecho irrenunciable 
de todos sus habitantes…”, en la Constitución de 1998,
16
 se establece la seguridad social como deber del 
Estado; es decir que el Estado a través el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social está obligado a 
crear toda aquella normativa que asegure el derecho irrenunciable de todos sus habitantes a la 
seguridad social, con lo cual toda la población está en la obligación de aportar para el Seguro General 
Obligatorio consecuentemente a recibir  la prestación de parte del IESS. 
4.2 DEFINICIÓN DE OBLIGACIÓN 
     De lo expuesto, como obligación dentro de la Ley de Seguridad Social, puede definirse de este 
modo: Obligación.- es un deber legal y moral del Estado de crear la normativa necesaria para 
cumplir con el derecho humano ineludible de todos los habitantes del Ecuador, sean nacionales o 
extranjeros de recibir la protección de la seguridad social, en forma de prestaciones  por las 
                                                 
15 La Constitución Política de la República del Ecuador, se refiere a la del año 1998. 
16 Se cita brevemente la Constitución de 1998, en razón de que bajo ésta, se crea la Ley de Seguridad Social de 2001, tomando 
en cuenta que en la actualidad está vigente la Constitución de 2008. 
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contingencias, las que estarán a cargo del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, entidad 
autónoma regulada por la Ley. 
4.3 SUJETOS OBLIGADOS EN LA LEY DE SEGURIDAD SOCIAL 
     Para llevar a cabo en la práctica y en la Ley esta obligación de solicitar la afiliación al Seguro 
General Obligatorio
17
, en el Art. 2 de la Ley de Seguridad Social, se establecen cuáles son los sujetos 
de protección: 
“Son sujetos obligados a solicitar la protección del Seguro General Obligatorio, en calidad 
de afiliados, todas las personas que perciben ingresos por la ejecución de una obra o la 
prestación de un servicio físico o intelectual, con relación laboral o sin ella; en particular: a) 
El trabajador en relación de dependencia; b) El trabajador autónomo; c) El profesional en 
libre ejercicio; d) El administrador o patrono de un negocio; e) El dueño de una empresa 
unipersonal; f) El menor trabajador independiente; y, g) Los demás asegurados obligados al 
régimen del Seguro General Obligatorio en virtud de leyes y decretos especiales.” (Lo 
resaltado no es parte del texto). 
     Como condición fundamental de este artículo está el que todas las personas que reciben ingresos 
están obligadas legalmente a solicitar la protección del Seguro General Obligatorio en calidad de 
afiliados, para el efecto en el Art. 9, ibídem, define cada una de las categorías expuestas, 
exceptuándose a los comprendidos en el literal g), tanto a los jubilados, derecho habientes por 
considerar que la Ley se refiere como beneficiarios de las prestaciones que perciben por parte de la 
entidad aseguradora como pensiones de jubilación ya sea de vejez o por incapacidad y de pensiones de 
montepío o de orfandad en ese mismo orden. También no se referirá en líneas posteriores a los 
asegurados al Seguro Social Campesino por tratarse de otro tipo de régimen. 
     Cabe resaltar que los artículos 2 y 10 de la Ley de Seguridad Social, en las frases que a continuación 
se exhibe subrayada, fueron Declarados Inconstitucionales de Fondo, Resolución del Tribunal 
Constitucional No. 052-2001-RA, publicada en el Registro Oficial Suplemento 525 de 16 de Febrero 
de 2005: 
“Sujetos de Protección.- son sujetos obligados a solicitar la protección del Seguro General 
Obligatorio en calidad de afiliados, todas las personas que perciben ingresos por la ejecución 
                                                 
17 En la Constitución del 2008, la frase “Seguro General Obligatorio”, cambia por “Seguro General Universal” 
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de una obra o la prestación de un servicio físico o intelectual, con relación laboral o sin ella; 
en particular”, 
     EL literal b) del artículo 10, ibídem, señala:  
“El trabajador autónomo, el profesional en libre ejercicio, el administrador o patrono de un 
negocio, el dueño de una empresa unipersonal, el menor independiente, que voluntariamente 
se afiliaren al IESS, estarán protegidos contra todas las contingencias enunciadas en el 
artículo 3 de esta Ley, excepto la de cesantía”. 
4.3.1 EL TRABAJADOR EN RELACIÓN DE DEPENDENCIA 
     El literal a) del artículo 9, establece: 
“Es trabajador en relación de dependencia el empleado, obrero, servidor público, y toda 
persona que presta un servicio o ejecuta una obra, mediante un contrato de trabajo o un poder 
especial o en virtud de un nombramiento extendido legalmente, y percibe un sueldo o salario, 
cualquiera sea la naturaleza del servicio o la obra, el lugar de trabajo, la duración de la 
jornada laboral y el plazo del contrato o poder especial o nombramiento”,  
     En concordancia con el Art. 14 de la Codificación del Reglamento de Afiliación y Control 
Contributivo, expedido mediante Resolución C.D. 301, señala de manera cual es considerado 
trabajador bajo dependencia, por lo tanto es obligatorio que su empleador de afilie al Seguro General 
Obligatorio, conforme lo dispone el numeral 31, del Art. 42 del Código del Trabajo, de acuerdo al 
siguiente texto: 
“Inscribir a los trabajadores en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, desde el primer 
día de labores, dando aviso de entrada dentro de los primeros quince días, y dar avisos de 
salida, de las modificaciones de sueldos y salarios, de los accidentes de trabajo y de las 
enfermedades profesionales, y cumplir con las demás obligaciones previstas en las leyes sobre 
seguridad social”, 
     Esta obligación legal que tiene el empleador, le remite inmediatamente al Art. 73 de la Ley de 
Seguridad Social que dispone: 
“El empleador está obligado, bajo su responsabilidad y sin necesidad de reconvención, a 
inscribir al trabajador o servidor como afiliado del Seguro General Obligatorio desde el 
primer día de labor, y a remitir al IESS el aviso de entrada dentro de los primeros quince (15) 
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días. El empleador dará aviso al IESS de la modificación del sueldo o salario, la enfermedad, 
la separación del trabajador, u otra novedad relevante para la historia laboral del asegurado, 
dentro del término de tres (3) días posteriores a la ocurrencia del hecho”. 
     En el caso de los servidores públicos esta obligación que tiene el empleador de afiliar a sus 
servidores y funcionarios está establecida por la Ley de Seguridad Social por efecto de la prestación 
del servicio y la relación de dependencia. 
     De la definición de trabajador en relación de dependencia, se desprende dos aspectos importantes: 
uno, la dependencia surgida entre dos partes que resulta de un contrato de trabajo, cualquiera sea su 
naturaleza jurídica, ya sea con el obrero o empleado, en el caso de aquellos trabajadores tutelados por 
el Código del Trabajo, tanto del sector privado como el público; y, el servidor público en aquellos 
trabajadores que están regidos por la Ley del Servicio Público; y, dos, como consecuencia de la 
relación laboral producto del contrato de trabajo y la dependencia, los ingresos que perciben ya sea en 
forma de sueldo o salario, cumpliéndose con el presupuesto jurídico de lo establecido en el Art. 2, de la 
Ley de la materia. 
4.3.2 EL TRABAJADOR AUTÓNOMO 
     El literal b) del artículo 9, establece la definición de trabajador autónomo: 
“Es trabajador autónomo toda persona que ejerce un oficio o ejecuta una obra o realiza 
regularmente una actividad económica, sin relación de dependencia, y percibe un ingreso en 
forma de honorarios, comisiones, participaciones, beneficios u otra retribución distinta al 
sueldo o salario”. 
     Como puede observarse, se define al trabajador autónomo, aquel que no está bajo dependencia, pero 
que percibe ingresos económicos, ya sea en forma de honorarios, comisiones, participaciones, etc., por 
lo que obligatoriamente debe estar afiliado al Seguro Social. 
4.3.3 EL PROFESIONAL EN LIBRE EJERCICIO 
     El literal c) del artículo 9, de la ley enunciada establece la definición de profesional en libre 
ejercicio: 
“Es profesional en libre ejercicio toda persona con título universitario, politécnico o 
tecnológico que presta servicios a otras personas, sin relación de dependencia, por sí misma o 
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en asociación con otras personas, y percibe un ingreso en forma de honorarios, 
participaciones u otra retribución distinta al sueldo o salario”. 
     De igual manera, la constante del presupuesto jurídico para la obligación de la afiliación al Seguro 
Social es que sin embargo que no está en relación de dependencia perciba un ingreso económico. 
4.3.4 EL ADMINISTRADOR O PATRONO DE UN NEGOCIO 
     El literal d) del mismo artículo 9, define como administrador o patrono de un negocio: “Es 
administrador o patrono de un negocio toda persona que emplea a otros para que ejecuten una obra o presten 
un servicio, por cuenta suya o de un tercero”, la ley en este literal, se refiere por un lado, a los 
representantes legales de las personas jurídicas que sus contratos sin embargo de estar regido por las 
normas civilistas, tienen dependencia con la junta de socios de una empresa y por otro lado, se refiere a 
los patronos de negocios como personas naturales, en ambos casos  se refiere a aquellas personas que 
emplean a otras para que ejecuten una obra o presten un servicio por su cuenta o de un tercero.  
     Cabe mencionar que esta definición, se diferencia de las anteriores porque no consta expresamente 
la palabra ingresos, pero que implícitamente puede entenderse que al emplear a otras personas para 
que ejecuten una obra o presten un servicio por cuenta suya o de un tercero necesariamente serán  
aquellos que representan a las personas jurídicas o los dueños de negocios como personas naturales, 
que lógicamente están percibiendo ingresos económicos en los primeros en forma de remuneraciones 
bajo un contrato civilista y en los segundos como utilidad que genera el capital, por lo que también se 
cumple con lo manifestado en el Art. 2, ya mencionado. 
     Es necesario aclarar que en el primer caso, sin embargo, que no consta la palabra dependencia y que 
por lo tanto no está regido por el Código del Trabajo o por la Ley del Servicio Público, la 
subordinación de éste, existe con la junta de accionistas, pues únicamente puede hacer lo que consta en 
el nombramiento que es concordante con el estatuto social de la empresa y como tal, el legislador ha 
protegido su derecho a la Seguridad Social, de lo contrario se estaría discriminando su derecho a la 
Seguridad Social. 
4.3.5 EL DUEÑO DE UNA EMPRESA UNIPERSONAL 
     El literal e) del mismo artículo 9, para efecto de la obligación de la afiliación al Seguro Social, al 
dueño de una empresa unipersonal, define de la siguiente manera: “Es dueño de una empresa unipersonal, 
toda persona que establece una empresa o negocio de hecho, para prestar servicios o arriesgar capitales”, de 
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igual manera que la anterior definición, no existe la palabra ingresos, sin embargo, cuando la ley se 
refiere a toda persona que establece una empresa o un negocio de hecho, para prestar servicios o 
arriesgar capitales, implícitamente señala a las personas que perciben ingresos económicos, pues está 
claro que al invertir capitales nadie arriesga para perder, sino todo lo contrario para generar utilidades y 
en este caso, esos ingresos únicamente son para el dueño del negocio, consecuentemente existe la 
obligación de la afiliación al Seguro Social. 
4.3.6 EL MENOR TRABAJADOR INDEPENDIENTE 
     Con relación al menor trabajador, el literal f) del artículo 9, antes enunciado define así: “Es menor 
trabajador independiente toda persona menor de dieciocho (18) años de edad que presta servicios remunerados 
a otras personas, sin relación de dependencia, por sí misma o en asociación con otras personas de igual 
condición”. 
     Al señalar al menor de 18 años como sujeto obligado, la Ley se sustenta implícitamente en los 
ingresos que perciben, refiriéndose a los servicios remunerados, con un aditamento especial de que 
pertenezcan o no a una asociación de igual condición, sin embargo, de que obligación del derecho a la 
Seguridad Social es obligación del Estado, la Ley establece que es obligación de afiliarse al Seguro 
Social por el hecho de percibir ingresos, denotando una clara intensión privatizadora, con lo cual 
abarcaría un universo muy importante como son los niños y  adolescentes lustrabotas, canillitas, loteros, 
etc. 
     La constante que se observa en la norma respecto de los sujetos obligados ya expuestos, es que 
todos perciben ingresos económicos, ya sea de manera expresa o no, para el efecto el Instituto se sirve 
de leyes relativas a la prestación de servicios bajo dependencia y en el caso del resto sujetos obligados, 
al RUC que otorga el SRI a toda persona tanto jurídica como natural que ejerce actividad económica, 
sin relación de dependencia, lo único que no está claro y que a la fecha no se ha aplicado es la 
afiliación obligatoria del menor trabajador independiente. 
4.4 LA OBLIGACIÓN DE PAGAR APORTES DEL SEGURO GENERAL 
OBLIGATORIO 
     Para el caso de los sujetos obligados en relación de dependencia que no pertenecen al sector público, 
el cuarto inciso del Art. 73 de la ley ya mencionada, señala el plazo en que deben cumplir con la 
obligación pagar las aportaciones al IESS: 
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“El empleador y el afiliado voluntario están obligados, sin necesidad de reconvención previa, 
a pagar las aportaciones del Seguro General Obligatorio dentro del plazo de quince (15) días 
posteriores al mes que correspondan los aportes. En caso de incumplimiento, serán sujetos de 
mora sin perjuicio de la responsabilidad patronal a que hubiere lugar, con sujeción a esta 
Ley”. 
     Para el caso de los servidores del sector público, el Art. 74 ibídem, señala: 
“Recaudación de aportes del sector público.- En el Presupuesto General del Estado, previo a 
su aprobación por el Congreso Nacional, se hará constar, obligatoriamente, las partidas 
suficientes para el pago de aportes y fondos de reserva de todos los servidores públicos y 
trabajadores del Estado, así como las contribuciones al Seguro General Obligatorio 
establecidas en la Ley. Estos aportes, fondos de reserva y contribuciones obligatorias no serán 
afectados por ningún funcionario público y por ningún concepto, y automáticamente, sin 
fideicomiso, serán retenidos y transferidos Íntegramente al IESS por el Banco Central del 
Ecuador” 
     De lo expuesto se colige, que el plazo para cancelar la obligación del pago de aportes al IESS, 
obligatoriamente es dentro de los 15 días posteriores al mes que corresponda, de no hacerlo conforme a 
la ley, el empleador es sujeto de mora y, en el caso de que el IESS entregue una prestación a su 
trabajador, es objeto de una sanción que se denomina Responsabilidad Patronal, de la cual se habla en 
líneas posteriores.  
4.4.1 ÓRGANO RESPONSABLE DEL CONTROL DE LAS OBLIGACIONES Y 
MORA PATRONAL 
     De conformidad con el Art. 23 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, expedido 
mediante Resolución C.D. 301: 
“El control de afiliación y cumplimiento de obligaciones patronales a las personas naturales, 
jurídicas u organizaciones corporativas de derecho público o privado que tengan la calidad de 
empleadores, será ejercido de conformidad con la ley por el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social”.  
     Este artículo guarda armonía con la Ley y la Constitución, pues de conformidad con la norma 
superior, es el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social la entidad responsable de la seguridad social 
en el Ecuador. 
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     Para efectos de su funcionamiento, el IESS ha dividido su administración en direcciones 
provinciales y de manera puntual a las unidades de Servicios al Asegurado y de Afiliación y Control 
Patronal, de conformidad con lo que prescribe el Art. 24 ibídem, que establece: 
“De las responsabilidades.- El control de afiliación y recaudación estará a cargo del Director 
Provincial en el ámbito de su jurisdicción, que se realizará a través de las unidades de 
Servicios al Asegurado y de Afiliación y Control Patronal, con la participación del personal 
designado para el efecto, procesos que serán definidos y supervisados por la Subdirección 
General”. 
     En el caso de la provincia de Pichincha, del Departamento de Afiliación y Control Patronal de la 
Dirección Provincial de Pichincha, está ubicado en el cantón Quito, departamento que a su vez se ha 
dividido en cinco agencias para dar cobertura a toda la provincia de Pichincha: así tenemos, la oficina 
central ubicada en la Av. 10 de Agosto y Bogotá, en el edificio Matriz del IESS; una agencia en el sur 
de Quito; otra en el norte de Quito; otra en Sangolquí; otra en Machachi; otra en Pedro Vicente 
Maldonado; y, una en Cayambe.  
     En el caso del presente estudio se centrará en el proceso de Recaudación Extrajudicial del 
Departamento de Afiliación y Control Patronal, ubicado en la Av. 10 de Agosto y Bogotá. 
4.5 RECAUDACIÓN DE LAS OBLIGACIONES PATRONALES 
     En el título II  del capítulo I,  de la Recaudación y Responsabilidades, del Reglamento de Afiliación 
y Control Contributivo mencionado, el Art. 41, indica que son las Direcciones Provinciales a través de 
las unidades administrativas correspondientes las encargadas de administrar, controlar y evaluar la 
información derivada de los procesos informáticos acerca del cumplimiento de obligaciones patronales 
y de control de la mora patronal, incluyéndose la cuenta patronal, títulos de crédito y control de 
vencimiento de glosas, el proceso administrativo de control de la mora patronal, está basado en el 
proceso informático de Historia Laboral, al cual se puede acceder por el portal www.iess.gob.ec. 
4.5.1 INCENTIVOS Y SANCIONES POR EL CUMPLIMIENTO DE LA LEY 
    Con una visión empresarial privatizadora, la norma pretende dar incentivos a los sujetos obligados  y 
empleadores que durante cinco años consecutivos no incurrieren en mora, ni se comprobare evasión ni 
sub declaración exonerándoles del pago patronal del 0,44% durante los tres meses siguientes. Esta 
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disposición reglamentaria tiene concordancia con el literal e) del Art. 6, de la Ley de Seguridad Social, 
sin embargo, también se menciona que la mora, la evasión y la sub declaración se penalizaran.  
     Con respecto a la evasión de afiliar a los trabajadores en relación de dependencia, la propuesta del 
ejecutivo de sancionar penalmente a quienes no afilien a sus trabajadores recibió el 48% de aprobación 
de la población en la Consulta popular del 7 de mayo del 2011
18
.  
4.6 EMISIÓN DE OBLIGACIONES PATRONALES EN MORA  
     Según el Art. 43, del Reglamento antes mencionado: 
“La Dirección Provincial establecerá las obligaciones de aquellos empleadores o sujetos de 
protección, según corresponda, registrados en el Sistema de Historia Laboral, cuando acusen 
mora por períodos superiores a noventa (90) días, procesos que estarán a cargo de la 
unidades de Afiliación y Control Patronal de cada jurisdicción provincial”. 
     En esta parte de la norma, la competencia de establecer obligaciones a los empleadores o sujetos de 
protección se otorga a la unidad de Afiliación y Control Patronal, en el caso de la Dirección Provincial 
de Pichicha dicha unidad administrativa es un Departamento que contiene varios procesos 
administrativos; entre ellos el de Recaudación Extrajudicial, unidad encargada de la notificación y 
recaudación de la obligación patronal emitidos en contra de los sujetos de protección y obligados, 
imprimiendo las correspondientes glosas que se generan automáticamente en el Sistema informático de 
Historia Laboral. La gestión de la recaudación de los valores establecidos en las glosas y otras 
obligaciones a favor del IESS, por disposición del Art. 44 ibídem, el Instituto encarga a las unidades 
administrativas de las Direcciones Provinciales, en el caso de Quito, es el proceso de Recaudación 
Extrajudicial, unidad administrativa compuesta por 21 personas de las cuales: un servidor es el 
responsable del proceso
19
, a partir del primero de marzo del 2013, las impugnaciones a las glosas se 
reciben en este proceso verificando los requisitos comunes a todos los trámites, para la recepción se 
turnan tres servidoras que no tienen conocimiento en Derecho; un servidor es el responsable del 
archivo de glosas; y, tres servidores son los encargados de la impresión de glosas y notificaciones. 
 
                                                 
18 Para revisar el contenido de la pregunta y su resultado se puede consultar El Comercio, en la web, Redacción negocios, del 
domingo 30/10/2011.  
19 Servidor del Instituto sin un perfil determinado ni conocimiento en leyes, cumplía funciones como las de un jefe, sin 
embargo, no recibe remuneraciones como tal, en razón de que en el Orgánico Funcional no existe este cargo. 
34 
 
4.7 OBLIGACIONES PATRONALES CONTENIDAS EN LA GLOSA  
     La obligación que no ha sido cancelada por el empleador y/o el afiliado voluntario conforme lo 
dispone el inciso cuarto del Art. 73 de la Ley invocada; esto es el pago de los aportes hasta el 15 del 
mes posterior al mes que correspondan los aportes: serán sujetos de mora, sin perjuicio de la 
responsabilidad patronal a que hubiere lugar. Con respecto a la mora que se menciona, el Art. 40, 
del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, indica: 
“Del procedimiento.- De existir incumplimiento de obligaciones al IESS, el Director 
Provincial dispondrá la emisión de glosas para el trámite legal correspondiente. Recibida la 
disposición, la Unidad de Afiliación y Control Patronal procederá a emitir a través del sistema 
informático de historia laboral las glosas de acuerdo a la liquidación de obligaciones, 
intereses, multas y más recargos” 
     Cabe mencionar que, si un patrono o sujeto obligado registra en el sistema de historia laboral 
incumplimiento en el pago de tres meses, automáticamente se genera la glosa con la que se notifica su 
pago al empleador. Como consecuencia de este incumplimiento por parte del empleador y/o afiliado 
voluntario, si el afiliado recibe una prestación, se emitirá al sujeto obligado al pago de la respectiva 
responsabilidad patronal conforme señala el Reglamento de Responsabilidad Patronal
20
. 
4.8 GLOSA POR APORTES 
     La glosa por aportes, se origina por tres fuentes:  
 1.-  Por falta de aviso de salida;  
 2.-  Por denuncia del trabajador; y,  
 3.-  Por la visita y verificación de un funcionario del incumplimiento de la ley de Seguridad 
Social. 
                                                 
20 El Reglamento de Responsabilidad Patronal, emitido mediante Resolución C.D. 148 de 9 de enero del 2007, contiene el 
procedimiento administrativo para el establecimiento, cálculo y cobro de las diferentes responsabilidades patronales, según 




4.8.1 GLOSA EMITIDA POR FALTA DE AVISO DE SALIDA DEL 
TRABAJADOR  
    En concordancia con numeral 31 del artículo 42 del Código del Trabajo, el Art. 73, de la Ley de 
Seguridad Social, dispone al empleador la obligación de dar el aviso de entrada de su trabajador dentro 
de los 15 primeros días del inicio de la relación laboral; y, de dar el aviso de salida en el término de 
tres días de ocurrido el hecho. Empero esta disposición legal, muchos empleadores no han cumplido 
su obligación de afiliar a su trabajador (de lo cual se explicará en líneas posteriores), del mismo modo, 
gran parte de los empleadores registrados en el IESS, no cumplen su obligación de dar el aviso de 
salida en el término de tres días cuando ha terminado su relación laboral, por lo que se han generado 
planillas de obligaciones, las que a decir de los empleadores son “ilegales”. 
     De otro lado, el resto de los afiliados al Seguro General Universal, que constan en el Art. 2, de la 
Ley de Seguridad Social: como los administradores de las empresas; el dueño de los negocios; el 
profesional en libre ejercicio, etc.; es decir todos aquellos contratantes del Seguro, están obligados a 
reportar la salida conforme la disposición legal que tiene el empleador, esto es, dar el aviso de salida en 
el término de tres días cuando ha terminado el presupuesto jurídico para la obligación de la afiliación. 
     Cuando no han registrado la salida conforme se dejó indicando, o cuando no han cancelado los 
aportes dentro de los quince días posteriores al mes que corresponde, conforme lo dispuesto en el 
cuarto inciso del Art. 73 ya mencionado, se emite la respectiva glosa con la que se notifica al presunto 
deudor para que cancele o impugne su contenido. 
4.8.2 GLOSA EMITIDA POR DENUNCIA DEL TRABAJADOR  
     Cuando el trabajador no ha sido inscrito en el IESS, mediante el respectivo aviso de entrada o 
cuando sus aportes han sido sub declarados y el trabajador ha puesto la respectiva denuncia en el 
Instituto ya sea por medio de la página www.iess.gob.ec, o por medio del formulario que para el efecto 
el Instituto ha diseñado, el trámite es asignado a un servidor del proceso de Control y Asesoramiento 
de la Mora Patronal del Departamento de Afiliación y Control Patronal, el mismo que siguiendo el 
debido proceso, procede a citar al empleador mediante oficio para que justifique con documentos 
públicos el incumplimiento de la obligación de la afiliación, luego de lo cual si fuere el caso y en base 
de documentos probatorios del valor de la remuneración y la fecha de inicio de la relación laboral, el 
servidor a cargo del trámite,  procede a ingresar en el sistema las novedades del aviso de entrada y a 




4.8.3 POR LA VISITA Y VERIFICACIÓN DEL INCUMPLIMIENTO DE LA 
LEY DE SEGURIDAD SOCIAL 
     El Instituto, a través de los servidores del proceso de Control y Asesoramiento de la Mora Patronal, 
mediante la implementación del Plan Puerta Puerta, visita los negocios a fin de verificar el 
cumplimiento del Art. 2 de la Ley de Seguridad Social, para el efecto el servidor actuante, una vez que 
ha procedido a tomar declaraciones a los trabajadores que al momento están laborando en el negocio y 
al dueño del mismo, procede a dejar una citación para que acuda en el término de tres días al proceso 
de Control y Asesoramiento de la Mora Patronal y proceda a su regularización de ser el caso.  
     Una vez que el servidor a cargo del trámite verifica la inobservancia de la Ley por parte del sujeto 
obligado, procede a llamar por teléfono para recordarle la obligación de la afiliación al Seguro 
Universal Obligatorio de su trabajador y la suya propia, actividades que son registradas en el mismo 
formulario de la visita y en caso que no acuda, procede a ingresar el aviso de entrada a partir de la 
fecha de la visita y a emitir la respectiva glosa para su notificación. 
4.8.4 GLOSA POR RESPONSABILIDAD PATRONAL  
     De conformidad con Cabanellas (2009, tomo V, p. 222) la palabra Responsabilidad, proviene de la 
obligación de reparar y satisfacer por uno mismo, o en ocasiones especiales por otro, la pérdida 
causada, el mal inferido o el daño originado. Adicionalmente Cabanellas señala respecto del mismo 
tema: 
“Responsabilidad patronal, además de la responsabilidad civil y penal que genéricamente 
recae sobre los empresarios, como sujetos de relaciones jurídicas en general y por autores de 
hechos dolosos y culposos, que causan un daño o perjuicio digno de resarcimiento, y de la 
especial que deriva del contrato de trabajo que incumplan, surge una modalidad de 
responsabilidad aun sin culpa, siempre que no haya habido por parte del trabajador: la que 
procede de los riesgos profesionales: el accidente del trabajo y la enfermedad profesional (v.). 
En todo caso, esta obligación de reparar se contrapone  a la responsabilidad del trabajador 
(v.); pues en ésta es autor o responsable, en vez de víctima y resarcido”.   
De otro lado, el Art. 1 del Reglamento de Responsabilidad Patronal, determina: 
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“La responsabilidad patronal se produce cuando, a la fecha del siniesto, por la inobservancia 
de las disposiciones de la Ley de Seguridad Social y de las normas reglamentarias aplicables, 
el IESS no pudiere entregar total o parcialmente las prestaciones o mejoras a que debería 
tener derecho un afiliado, jubilado o sus derechohabientes; debiendo el empleador o 
contratante del seguro cancelar al IESS por este concepto, las cuantías de responsabilidad 
patronal establecidas en el presente Reglamento” 
     Para Osorio (1998, p. 709),  siniestro es el “Hecho productor de destrucción o daño grave que sufren las 
personas o las cosas por causa fortuita. Los siniestros viene a constituir en materia de seguros la producción del 
riesgo asegurado”. 
     De lo revisado y aplicando a las normas del IESS y a su rol de garantizar el cumplimiento de las 
prestaciones a sus afiliados, se puede concluir que la responsabilidad patronal, es una sanción que 
establece la Administración en contra del empleador que no ha cancelado los aportes conforme ordena 
la Ley de Seguridad Social cuando el IESS ha otorgado al trabajador bajo dependencia del empleador 
moroso. 
     Por lo que a continuación se enumera los diferentes tipos de responsabilidad patronal. 
 1.- Responsabilidad patronal en el seguro de enfermedad y en el seguro de maternidad; 
 2.- Responsabilidad patronal en los seguros de invalidez, vejez, incluidas sus mejoras, muerte; 
 3.- Responsabilidad patronal en el auxilio de funerales; 
 4.- Responsabilidad patronal en el seguro de cesantía; y,  
 5.- Responsabilidad patronal en el seguro de riesgos del trabajo, accidente de trabajo o 
enfermedad profesional. 
     Sin embargo de que en el presente reglamento no constan expresamente como excepciones en la 
determinación de la responsabilidad patronal, el Art. 3, determina: 
“No serán considerados como causa para la determinación de la responsabilidad patronal, 
entre otros: a) Los pagos de aportes realizados con posterioridad a los quince (15) días del 
mes siguiente, cuando por fuerza mayor, el IESS amplía la fecha de recepción de aportes o 
cuando los aportes se los realiza en el primer día hábil posterior al quince (15), en caso de 
que este sea sábado, domingo o feriado; b) Los pagos de aportes cancelados normalmente, por 
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meses en los que se aporte y se registre por menos de treinta (30) días de aportación; c) El 
pago de aportes por restitución del trabajador al cargo del que fue destituido, resultante de 
fallos judiciales que ordenaren el reconocimiento retroactivo de haberes, siempre que dicho 
pago sea efectuado dentro del plazo de quince (15) días siguientes a la fecha en la cual el 
trabajador cobró los sueldos autorizados por el Juez; y, d) El pago de reservas matemáticas de 
seguros adicionales o por reconocimiento de tiempos artesanales o de habilitación de tiempos 
de aportación, militares o policiales”. 
     En el caso del literal a), la norma dispone que no se considera responsabilidad patronal, cuando por 
fuerza mayor el Instituto, amplía la fecha de recepción del pago de aportes con posterioridad a los 15 
días del mes siguientes, en este caso está los casos fortuitos, esto es razonable, ya que siendo por causa 
del IESS, el empleador no cumple con su deber de cancelar los aportes, mal puede exigir el pago de 
una responsabilidad patronal. En el caso del literal b), tampoco se considera responsabilidad patronal 
cuando los aportes sean por menos de 30 días, puesto que las relaciones laborales pueden terminar en 
cualquier día del mes y sería ilógico exigir el pago de aportes por el mes completo de un trabajador que 
no está en relación de dependencia.  
     A condición que el empleador pague los aportes dentro del plazo de quince días siguientes a la 
fecha en la cual el trabajador cobre los sueldos autorizados por el Juez que resolvió la litis de 
destitución y ordenó su restitución, tampoco se considera responsabilidad patronal, lo cual es razonable, 
en virtud de que la dependencia del trabajador estuvo para resolución del Juez. 
     Finalmente, es legal que no se considere responsabilidad patronal el pago que al momento que 
recibió la prestación no estuvo establecido el pago de reservas matemáticas, o de seguros adicionales, 
del mismo modo se exceptúa de la responsabilidad patronal en el reconocimiento de tiempos 
artesanales o habilitación de tiempo de servicios militares o policiales, toda vez que el pago a esa fecha 
no estuvo contemplado.  
4.8.4.1 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN EL SEGURO DE ENFERMEDAD Y 
EN EL SEGURO DE MATERNIDAD 
     Al respecto, el Art. 4 ibídem, señala: 
“En el seguro de enfermedad y maternidad habrá responsabilidad patronal cuando: a) Los 
tres (3) meses de aportación inmediatamente anteriores a la fecha de la atención médica, 
atención prenatal, o del parto, según el caso, hubieren sido cancelados extemporáneamente en 
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un solo pago; b) El empleador no hubiere inscrito al trabajador y/o el empleador o el 
contratante del seguro se encontrare en mora del pago de aportes al momento de la atención 
médica, atención prenatal o del parto; y, c) El pago de los aportes correspondientes al mes del 
siniestro se realiza extemporáneamente”. 
     Lo más importante que contempla la norma para el establecimiento o no de la responsabilidad 
patronal, es el pago oportuno de los aportes; esto de hasta 15 días posteriores al mes que corresponde 
conforme al Art. 73 ya mencionado; según la atención médica, se observa si los tres meses 
inmediatamente anteriores fueron cancelados  de conformidad con la Ley. El mismo tratamiento da, al 
empleador que no inscribió a su trabajador como si fuera igual la evasión de la Ley y el 
incumplimiento del pago oportuno.    
     En el segundo inciso del mismo artículo dispone: 
“En los casos de asegurados que reciban asistencia médica o de maternidad dentro del 
período de protección, habrá responsabilidad patronal cuando cualquiera de los seis (6) 
meses de aportación inmediatamente anteriores a la fecha de cese se encuentre en mora”. 
     Para efectos de ofrecer cobertura en la asistencia médica o de maternidad el IESS exige que el 
empleador cancele dentro del plazo establecido si no quiere ser sujeto de responsabilidad patronal.  
     Adicionalmente el Art. 5 ibídem, señala: 
“Las disposiciones del artículo anterior se aplicarán también en los casos de prestaciones de 
salud originadas en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, compensación de 
gastos médicos, otorgamiento de subsidio por enfermedad y maternidad y compra de servicios 
en virtud de contratos o convenios con otros prestadores de salud”.   
     De lo expuesto se colige, por un lado, que en el caso del trabajador activo que reciba atención 
médica, atención prenatal o del parto, en el que su empleador haya incurrido en mora por cualquiera de 
las tres causales antes descritas es objeto de responsabilidad patronal, ya sea que al momento del 
siniestro del trabajador afiliado, su empleador canceló los tres meses con mora en un solo pago; o que 
al momento de la atención médica, atención prenatal o del parto, su empleador se encuentre en mora o 
no haya inscrito al trabajador, esto es que debiendo inscribir al trabajador y/o cancelar el aporte 
conforme lo establecido en el Art. 73 de la Ley de la materia; y, que en el mes del siniestro el pago de 
los aportes que correspondan a este período se realiza extemporáneamente. 
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    Por otro lado, este Reglamento establece que también existe responsabilidad patronal, “En los casos 
de asegurados que reciban asistencia médica o de maternidad dentro del período de protección, habrá 
responsabilidad patronal cuando cualquiera de los seis (6) meses de aportación inmediatamente 
anteriores a la fecha de cese se encuentre en mora”, la norma es coherente con el Estado Garantista de 
Derechos, protege al débil de la relación laboral, otorgándole un tiempo de protección para recibir 
atención médica o de maternidad, sin embargo, si su empleador se encuentra en mora cualquiera de los 
6 anteriores a la fecha de cese es sujeto de responsabilidad patronal. 
     De otro lado, en el Art. 5 ibídem, establece: 
“Las disposiciones del artículo anterior se aplicarán también en los casos de prestaciones de 
salud originadas en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, compensación de 
gastos médicos, otorgamiento de subsidio por enfermedad y maternidad y compra de servicios 
en virtud de contratos o convenios con otros prestadores de salud”. 
     En el Reglamento de Responsabilidad Patronal derogado, no estaba contemplado la responsabilidad 
patronal en los casos de prestación de salud originadas en accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales, por lo que el actual Reglamento es legislado de manera progresiva conforme lo dispone 
la Constitución vigente, pues los accidentes de trabajo o enfermedades profesionales no son tratados de 
manera separada sino con un criterio integral. 
4.8.4.2 CUANTÍA DE LA SANCIÓN POR RESPONSABILIDAD PATRONAL 
     En el Art. 6, del mismo cuerpo normativo consta la cuantía de la sanción para lo cual se procede 
citar textualmente: 
“La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal para los casos de enfermedad y 
maternidad será igual al costo total de la prestación, desde su inicio, calculada según el 
tarifario del IESS, con un recargo del diez por ciento (10%). En los casos de subsidios por 
enfermedad y maternidad, la cuantía de la sanción por responsabilidad patronal será igual al 
monto del subsidio, con un recargo del diez por ciento (10%)”. 
     La diferencia entre la Resolución anterior y la actual, es básicamente en la disminución del 
porcentaje del recargo del 20% al 10%. 
     Claramente se observa que la responsabilidad patronal causada en el seguro de enfermedad, en 
aquellas originadas por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales y en el seguro de 
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maternidad por cualquiera de las causales ya mencionadas, el Reglamento establece que todos los 
gastos incurridos desde su inicio de la atención médica o de maternidad del trabajador corre a cargo del 
empleador moroso o incumplido, para lo cual se calcula el valor de la planilla dependiendo de la tarifa 
del lugar donde recibió la atención médica o de maternidad, sancionándole con un recargo del 10%. De 
igual manera el Reglamento procede para el establecimiento de la responsabilidad patronal por 
subsidios monetarios por enfermedad y maternidad. 
4.8.4.3 PROCEDIMIENTO AUTOMATIZADO PARA EL ESTABLECIMIENTO, 
CÁLCULO Y COBRO DE LA RESPONSABILIDAD PATRONAL 
     El Art. 7 ibídem, prevé:  
“El IESS, a través del sistema informático, determinará la responsabilidad patronal, procederá 
al cálculo de la cuantía de la misma, a la liquidación definitiva de la deuda con los recargos a 
que hubiere lugar y su correspondiente contabilización y en línea informará a las unidades 
provinciales de salud individual y familiar. El IESS notificará al empleador público o privado, 
al afiliado autónomo o sin relación de dependencia o al afiliado voluntario, el valor adeudado 
por responsabilidad patronal”. 
     En el primer inciso de este artículo, el IESS, pone mayor énfasis en el uso del sistema informático, 
en el cálculo de la responsabilidad patronal, con la clara intención de que en su cómputo se cometa 
menos errores por un lado y por otro, se aceleren dichos procedimientos. En el segundo inciso, 
establece la notificación de la obligación, acto es consecuente con el derecho a la defensa consagrado 
en la Constitución de la República del Ecuador. 
     El cambio en el procedimiento y plazos entre la Resolución C.D. 148 y la 298, es sustancial pues el 
uso del sistema informático reemplaza implícitamente el trabajo del cálculo a mano por parte de los 
servidores del área médica, del cálculo de la cuantía de la responsabilidad patronal, su liquidación 
definitiva hasta la contabilización. 
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4.8.4.4 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN LOS SEGUROS DE INVALIDEZ, 
VEJEZ INCLUIDAS SUS MEJORAS, MUERTE Y AUXILIO DE 
FUNERALES 
4.8.4.4.1 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN LOS SEGUROS DE INVALIDEZ, 
VEJEZ Y MUERTE  
     El “Art. 8 de la misma norma establece:  
“En los seguros de invalidez que incluye subsidio transitorio por incapacidad, vejez y muerte 
habrá responsabilidad patronal, cuando: a) El empleador o el contratante del seguro se 
encontrare en mora del pago de aportes al IESS, a la fecha del siniestro; b) El pago de los 
aportes correspondientes al mes del siniestro se realiza extemporáneamente; y, c) Los aportes 
correspondientes a alguno de los doce (12) meses de aportación, anteriores a la fecha del 
siniestro, hubieren sido pagados con una extemporaneidad mayor de tres (3) meses”. 
     En este artículo están agrupadas varias prestaciones ocasionadas por siniestros que estando en mora 
el empleador, o el contratante del seguro, causan responsabilidad patronal, en los seguros de invalidez 
que incluye subsidio transitorio por incapacidad, vejez y muerte, cabe aclarar que la norma, se refiere 
únicamente el seguro de invalidez  que incluye subsidio transitorio por incapacidad y no al definitivo. 
Dentro de las causales están la del literal a) refiriéndose al empleador  o al contratante del seguro, que a 
la fecha del siniestro se encontrare en mora, tiene relación directa con el pago de aportes que se ha 
enunciado anteriormente debe ser cancelado hasta el 15 del mes posterior al mes que correspondan 
dichos aportes; es decir que si el afiliado sufre un siniestro de cualquiera de estos seguros, posterior al 
día 16 y su empleador no ha cancelado los aportes correspondientes al mes anterior, es sujeto de 
responsabilidad patronal. 
4.8.4.4.2 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN EL AUXILIO DE FUNERALES  
     Con respecto a la responsabilidad patronal causada por el auxilio de funerales, el Art 9, ibídem, 
establece: “…En el auxilio de funerales habrá responsabilidad patronal cuando se incurra en las causales 
establecidas en los literales a) y/o b) del artículo 8 del presente reglamento…”. 
     El auxilio de funerales al que se refiere, es un monto de “ayuda” en dinero que cancela el IESS para 
el traslado del fallecido, pago de la sala de velación y la contratación del nicho en el cementerio, y, en 
caso de que el empleador o el contratante del seguro a la fecha del siniestro se encontrare en mora, 
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causa responsabilidad patronal, ejemplo, si el afiliado, fallece el 20 de mayo del 2013 y su empleador 
no ha cancelado las planillas de aportes correspondiente al mes de abril del 2013, que debió haber 
cancelado hasta el miércoles 15 de mayo del 2013. A fin de comprender la causal del literal b), se 
pondrá el mismo ejemplo anterior, modificando las fechas, así tenemos que el afiliado fallece el 20 de 
mayo del 2013 y su patrono canceló las planillas correspondientes al mes de abril del 2013 el jueves 16 
de mayo del 2013, estas planillas que debió cancelar hasta el miércoles 15 de mayo del 2013. Como 
puede observarse en el primer ejemplo, el patrono del causante, al momento del fallecimiento del 
afiliado no canceló las planillas de aportes conforme dispone la ley en el Art. 73 de la Ley de 
Seguridad Social que anteriormente ya se explicó, del mismo modo en el segundo ejemplo, el 
empleador del trabajador que fallece al momento del siniestro, canceló los aportes con mora, 
consecuentemente en los dos ejemplos la inobservancia de la ley sanciona al sujeto obligado con 
responsabilidad patronal. 
4.8.4.4.3 DE LA CUANTÍA DE LA SANCIÓN POR RESPONSABILIDAD 
PATRONAL 
     En el Art. 10 de este Reglamento está establecida la cuantía de la sanción para los tres seguros 
conforme la siguiente disposición: 
“La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal en los seguros de invalidez, vejez y 
muerte será igual: a) Al valor actuarial de las rentas a pagar a cargo del IESS menos la 
reserva acumulada en este seguro, cuando con el o los meses de aportación pagados 
extemporáneamente después del siniestro, complete el tiempo mínimo de espera para la 
prestación reclamada; b) Al valor actuarial de la diferencia de rentas a pagarse a cargo del 
IESS, entre la prestación que correspondería con tiempos totales, incluidos los aportes 
extemporáneos y la causada con tiempos normales, cuando con los aportes pagados 
normalmente completa el tiempo de espera mínimo para acceder a la prestación solicitada. En 
el caso de que la diferencia de rentas a concederse resultare negativa o cero, la cuantía de la 
responsabilidad patronal será equivalente a un salario básico unificado mínimo del trabajador 
en general, vigente a la fecha de liquidación de la responsabilidad patronal; y, c) Al valor 
equivalente a la sumatoria total del o de los aportes, correspondientes al seguro de invalidez, 
vejez o muerte, pagados con una extemporaneidad mayor de tres (3) meses a que hace 
referencia el literal c) del artículo 8 del presente reglamento, con un recargo del diez por 
ciento (10%)”.   
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     Para el efecto, existe en el IESS el Departamento Actuarial
21
, el cual ha establecido un programa en 
el sistema de Historia Laboral para el cálculo actuarial de forma informática, del que no se abundará, 
por no ser parte del tema. 
4.8.4.5 RESPONSABILIDAD PATRONAL POR AUXILIO DE FUNERALES  
     El Art. 11, de la normativa señalada, establece: 
“…La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal en el auxilio de funerales será igual: 
a) Al valor de la prestación con un recargo del diez por ciento (10%), cuando con el o los 
meses de aportación pagados extemporáneamente después del siniestro, complete el tiempo 
mínimo de espera para la prestación reclamada; y, b) Al valor equivalente a un salario básico 
unificado mínimo del trabajador en general, vigente a la fecha de liquidación, cuando con los 
aportes pagados normalmente completa el tiempo de espera mínimo para acceder a la 
prestación solicitada…”. 
     No se abundará con más comentario en este sentido en razón de que dicha sanción está  establecida 
en el Reglamento y lo que busca el IESS, no es establecer una sanción per se, sino que el empleador 
cumpla con la obligación patronal de pagar los aportes de su trabajador en relación de dependencia. 
4.8.4.5.1 DEL PROCEDIMIENTO AUTOMATIZADO PARA EL 
ESTABLECIMIENTO, CÁLCULO Y COBRO DE LA 
RESPONSABILIDAD PATRONAL 
    Con respecto de esta disposición, el Art. 12 del mismo Reglamento establece:  
“El IESS, a través del sistema informático, determinará la responsabilidad patronal, procederá 
al cálculo de la cuantía de la misma, a la liquidación definitiva de la deuda con los recargos a 
que hubiere lugar y su correspondiente contabilización y en línea informará a las unidades 
provinciales de Pensiones y de Afiliación y Control Patronal. El IESS notificará al empleador 
público o privado, al afiliado autónomo o sin relación de dependencia o al afiliado voluntario, 
el valor adeudado por responsabilidad patronal”. 
                                                 




     Al respecto no existe mucho comentario que añadir, pues es el sistema informático el encargado del 
cálculo de la cuantía con los recargos correspondientes, con el fin de salvaguardar los recursos 
financieros de los afiliados a la Seguridad Social. 
4.8.4.5.2 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN EL SEGURO DE CESANTÍA 
    En el Art. 13, del capítulo IV de este Reglamento consta otro tipo de responsabilidad como es el del 
Seguro de Cesantía, conforme el siguiente detalle: 
“En el seguro de cesantía22 habrá responsabilidad patronal, cuando: a) El empleador o el 
contratante del seguro se encontrare en mora del pago de aportes al seguro de cesantía al 
momento del siniestro; b) El pago de los aportes correspondientes al mes del siniestro se 
realiza extemporáneamente; y, c) Cualquiera de los aportes mensuales correspondientes a los 
doce (12) meses anteriores a la fecha del siniestro, hubieren sido pagados con una 
extemporaneidad mayor de tres (3) meses”. 
     Cabe distinguir tres causales por las cuales un empleador o contratante del seguro de cesantía puede 
incurrir en responsabilidad patronal; así tenemos que al momento que el trabajador o el contratante del 
seguro solicita su cesantía en fecha determinada y su empleador está en mora en el pago del aporte, por 
ejemplo, Juan Pérez queda cesante el 28 de abril del 2013, sin embargo su empleador no ha cancelado 
los aportes hasta el 15 de mayo del 2013, como corresponde y dicho afiliado solicita su cesantía el 28 
de junio del 2013, el empleador es sancionado con responsabilidad patronal. En el segundo caso, si su 
empleador cancela los aportes correspondientes al mes de abril del mismo mes y año del ejemplo, el 16 
de mayo del 2013, en el mismo día (28 de junio) el afiliado cesado solicita su cesantía; el contenido del 
tercer literal puede ejemplificarse de la siguiente manera, el mismo Juan Pérez queda cesante el 28 de 
mayo del 2013, y los aportes correspondientes al mes de agosto del 2012, su empleador canceló el 18 
de diciembre del 2012, el valor cancelado debió pagarse hasta el 15 de septiembre de mismo año, al 
haberse pagado el 18 de diciembre del 2012, el tiempo extemporáneo es de tres meses con tres días, 
por lo tanto al cumplirse con este presupuesto jurídico se sanciona con responsabilidad patronal al 
empleador incumplido. 
 
                                                 
22 Es un seguro de desempleo creado por la Ley, que aporta el empleador y que consiste en el 3% del aporte.  
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4.8.4.5.3 DE LA CUANTÍA DE LA SANCIÓN POR RESPONSABILIDAD 
PATRONAL 
     Con respecto a la cuantía, el Art. 14 del mismo Reglamento, establece: 
“La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal en el seguro de cesantía será igual: a) 
Al valor total de la prestación a concederse menos la sumatoria de los aportes normales 
aportados a este seguro, con un recargo del diez por ciento (10%), cuando con el o los meses 
de aportación pagados extemporáneamente después del siniestro, complete el tiempo mínimo 
de espera para la prestación reclamada; b) A la diferencia a pagar, entre la prestación que 
correspondería con tiempos totales, incluidos los aportes extemporáneos y la causada con 
tiempos normales, con un recargo del diez por ciento (10%), cuando se trate de la aplicación 
de la responsabilidad patronal que señalan los literales a) y b) del artículo 13 del presente 
reglamento; cuando con los aportes pagados normalmente complete el tiempo de espera 
mínimo para acceder a la prestación solicitada; y, c) Al valor equivalente a la sumatoria total 
del o los aportes, correspondientes al seguro de cesantía, pagados con una extemporaneidad 
mayor de tres (3) meses a que hace referencia el literal c) del artículo 13 del presente 
reglamento, con un recargo del diez por ciento (10%)”. 
     No se emitirá comentario al respecto toda vez que se trata de cálculos matemáticos como se 
mencionó anteriormente, para lo cual el Instituto ha automatizado las operaciones matemático-
actuariales. 
4.8.4.5.4 DEL PROCEDIMIENTO AUTOMATIZADO PARA EL 
ESTABLECIMIENTO, CÁLCULO Y COBRO DE LA 
RESPONSABILIDAD PATRONAL 
     Todo el procedimiento, desde su cálculo y cobro de esta responsabilidad patronal consta en el 
mismo Reglamento en su Art. 15: 
“El IESS, a través del sistema informático determinará la responsabilidad patronal, procederá 
al cálculo de la cuantía de la misma, a la liquidación definitiva de la deuda con los recargos a 
que hubiere lugar y su correspondiente contabilización y en línea informará a las unidades 
provinciales de Fondos de Terceros y de Afiliación y Control Patronal. El IESS notificará al 
empleador público o privado, al afiliado autónomo o sin relación de dependencia o al afiliado 
voluntario, el valor adeudado por responsabilidad patronal”. 
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     Con relación al cálculo de la cuantía y su liquidación definitiva, así como de su contabilización no 
se ocupará en este estudio por cuanto es un procedimiento automatizado, sin embargo, se pondrá 
énfasis en la información que se genera en línea a las unidades provinciales de Fondos de Terceros y de 
Afiliación y Control Patronal, toda vez que la primera unidad es la encargada de notificar la 
liquidación para que cancele, de no hacerlo, esta obligación se convierte en glosa con la cual se notifica 
al empleador o al presunto deudor obligado para que pague o desvanezca conforme indica el Art. 58 y 
siguientes del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo que en resumen manifiesta, el 
empleador es notificado con la glosa dentro de los ocho días término de emitida la glosa, para que 
pague o desvanezca, igual término tiene el presunto deudor para impugnar la obligación por escrito 
para ante la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias  con los argumentos y 
documentación pertinentes, de no hacerlo en el término de ocho (8) días, conforme señala el numeral 1 
del Art. 23, de la Resolución C.D. 321, que contiene las Reformas  a la Codificación del Reglamento 
de Afiliación y Control Contributivo, se emite el respectivo título de crédito, con el cual se inicia la 
acción coactiva de cobro. 
4.8.4.6 RESPONSABILIDAD PATRONAL EN EL SEGURO DE RIESGOS DEL 
TRABAJO: ACCIDENTE DE TRABAJO O ENFERMEDAD 
PROFESIONAL 
     Cuando el Instituto ha otorgado subsidios por efecto de un accidente de trabajo o por una 
enfermedad profesional sufrida por el trabajador, el Art. 16, del mismo cuerpo normativo, establece:  
“En los casos de otorgamiento de subsidios o de indemnización por accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, habrá responsabilidad patronal, cuando: a) Los tres (3) meses de 
aportación inmediatamente anteriores a la fecha del accidente de trabajo o del diagnóstico de 
la enfermedad profesional, hubieren sido cancelados extemporáneamente en un solo pago; b) 
El empleador no hubiere inscrito al trabajador; y, el empleador o el contratante del seguro se 
encontrare en mora del pago de aportes al momento del accidente del trabajo o al momento de 
la calificación de la enfermedad profesional o del cese provocado por esta; c) El pago de los 
aportes correspondientes al mes del siniestro se realiza extemporáneamente; d) El empleador 
por sí o por interpuesta persona, no hubiere comunicado a la Unidad de Riesgos del Trabajo o 
a la dependencia del IESS más cercana, la ocurrencia del siniestro, dentro de los diez (10) 
días laborables contados a partir de la fecha del accidente de trabajo o del diagnóstico de 
presunción inicial de la enfermedad profesional; y, e) Si a consecuencia de las investigaciones 
realizadas por las unidades de riesgos del trabajo, se determinare que el accidente o la 
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enfermedad profesional ha sido causada por incumplimiento y/o inobservancia de las normas 
sobre prevención de riesgos del trabajo, aun cuando estuviere al día en el pago de aportes”.  
     En el caso de que un trabajador haya sufrido un accidente del trabajo o ha sido diagnosticado con 
una enfermedad profesional, su empleador puede incurrir en responsabilidad patronal en los siguientes 
casos: si a la fecha el trabajador tiene un accidente de trabajo o del diagnóstico de la enfermedad 
profesional, su empleador o el afiliado contratante del seguro haya cancelado los tres meses de aportes 
inmediatamente anteriores en un solo pago, es sujeto de responsabilidad patronal, de esta manera el 
IESS protege los recursos del Seguro de Riesgos del Trabajo, precautelando el interés superior de la 
ley; el trabajador.  
     En el literal, b) es mucho más amplio en los presupuestos por los cuales el empleador o el afiliado 
contratante del seguro al momento del accidente del trabajo o de la calificación de la enfermedad 
profesional o del cese provocado del ésta, se encuentre en mora en el pago de aportes. Ejemplo, Juan 
Pérez sufre un accidente del trabajo el 16 de mayo del 2013, su empleador no ha cancelado los aportes 
correspondientes al mes de abril del 2013, entonces el Instituto emitirá la responsabilidad patronal en 
contra del empleador moroso. 
     En el Art. 17, del Reglamento mencionado, consta establecido las causales de Responsabilidad 
Patronal en el caso de que el Instituto otorgue pensiones a un afiliado cuyo empleador no canceló los 
aportes conforme señala la Ley: 
“En los casos de generarse derecho al otorgamiento de pensiones o rentas por accidente de 
trabajo o enfermedad profesional, habrá responsabilidad patronal, cuando: a) El empleador no 
hubiere inscrito al trabajador; y, el empleador o el contratante del seguro se encontrare en 
mora del pago de aportes al momento del accidente del trabajo o al momento de la calificación 
de la enfermedad profesional o del cese provocado por esta; b) El pago de los aportes 
correspondientes al mes del siniestro se realiza extemporáneamente; c) El empleador o el 
contratante del seguro por sí o por interpuesta persona, no hubiere comunicado a la Unidad de 
Riesgos del Trabajo o a la dependencia del IESS más cercana, la ocurrencia del siniestro, 
dentro de los diez (10) días laborables contados a partir de la fecha del accidente de trabajo o 
del diagnóstico de presunción inicial de la enfermedad profesional; d) Si a consecuencia de las 
investigaciones realizadas por las unidades de Riesgos del Trabajo, se determinare que el 
accidente o la enfermedad profesional ha sido causada por incumplimiento y/o inobservancia de 
las normas sobre prevención de riesgos del trabajo, aun cuando estuviere al día en el pago de 
aportes; y, e) Los aportes correspondientes a alguno de los doce (12) meses de aportación, 
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anteriores a la fecha del siniestro, hubieren sido pagados con una extemporaneidad mayor de 
tres (3) meses”.  
     En el caso de que el IESS, a través de la unidad administrativa de Pensiones, conceda una pensión 
al afiliado (trabajador bajo dependencia) o al afiliado (contratante del seguro), proveniente de un 
accidente de trabajo o por enfermedad profesional, la normativa contempla varias causales que a 
continuación se analiza: en el literal a), en primer lugar, la norma se refiere a dos tipos de afiliados; 1) 
al trabajador bajo dependencia; y, 2) al afiliado contratante del seguro. Para el primer caso, la norma 
prevé, que su empleador está obligado a inscribir a su trabajador desde el primer día de labores dentro 
de los primeros quince días conforme al Art. 73, de la Ley de Seguridad Social, antes mencionada; en 
el segundo caso, la obligación comienza desde que el afiliado contratante del seguro, es aceptado como 
afiliado al IESS.  
     Del mismo modo, este literal, se refiere a dos siniestros: 1) al accidente de trabajo; y, 2) a la 
calificación de la enfermedad profesional. En el primer caso, el accidente de trabajo, se trata de un 
riesgo al que está expuesto el trabajador por la naturaleza del trabajo; así, el trabajador de la 
construcción estará expuesto a los riesgos que puede ocasionar la actividad, ya sea del albañil, peón, 
etc. Sin embargo, se considera que es accidente de trabajo si en el traslado que tiene que hacer el 
trabajador desde su casa o domicilio hasta su lugar de trabajo y viceversa, sufre un accidente ya sea de 
tránsito, etc. En el segundo caso, se refiere a la calificación de la enfermedad profesional.  
     En ambos casos puede ser ocasionado por inobservancia a las normas de seguridad industrial que 
para el efecto el Departamento de Riesgos del Trabajo del IESS y de Ministerio del Trabajo, establecen 
coincidentemente, normas que deben observarse de acuerdo al tipo de trabajo. 
     Es por esto que, este literal, establece responsabilidad patronal, en caso de que al momento del 
accidente el empleador no haya inscrito a su trabajador desde el primer día del trabajo, o si se 
encontrare en mora del pago de aportes; esto es, si no cancela los aportes hasta los quince días 
posteriores al mes que corresponda.  
     En este mismo numeral, en el literal b) establece que causa responsabilidad patronal de igual 
manera si al momento del accidente de trabajo o al momento de la calificación de la enfermedad 
profesional, ya sea el empleador o el contratante del seguro, realiza el pago de aportes correspondientes 
al mes del siniestro de forma extemporánea. 
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     Conforme al literal c) del mismo numeral, establece que causa responsabilidad patronal si el 
empleador o contratante del seguro, no comunica a la unidad de Riesgos del Trabajo o a la dependencia 
más cercana, la ocurrencia del siniestro, dentro del término de diez días contados a partir de la fecha 
del accidente de trabajo, o del diagnóstico de presunción inicial de la enfermedad profesional.  Es decir 
que por disposición legal, no se puede omitir el dar aviso al IESS, respecto del accidente de trabajo o 
del diagnóstico médico de enfermedad profesional, caso contrario se responsabiliza al empleador o 
contratante del seguro mediante la sanción pecuniaria. 
     En el literal d) del numeral en análisis, como es lógico pensar, si a consecuencia de la inobservancia 
de las normas sobre prevención de riesgos del trabajo por parte del empleador o contratante del seguro, 
aún si estuvieren cancelados los aportes dentro del plazo señalado en el cuarto inciso del Art. 73 de la 
Ley de Seguridad Social (hasta 15 días posteriores al mes que corresponda), el trabajador o el mismo 
contratante del seguro sufriere un accidente de trabajo o es diagnosticado enfermedad profesional, 
causa responsabilidad patronal. 
     Finalmente, el literal e), buscando que el empleador o el contratante del seguro, cumpla con su 
obligación de cancelar los aportes conforme lo dispone la Ley, durante todo el tiempo que dure dicha 
obligación, dispone, que también causará responsabilidad patronal, si alguno de los doce meses de 
aportación  anteriores a la fecha del siniestro, hubieren sido pagados con una extemporaneidad mayor 
de tres meses. Consecuentemente, si alguno de los meses hubiere sido pagado con una 
extemporaneidad, menor a tres meses, no es causa de responsabilidad patronal. 
4.8.4.6.1 DE LA CUANTÍA DE LA SANCIÓN POR RESPONSABILIDAD 
PATRONAL 
     La sanción económica, está establecida en el Art. 18, del Reglamento invocado, de la siguiente 
manera:  
“La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal en los casos de subsidios e 
indemnizaciones derivados de accidente de trabajo o enfermedad profesional, será igual: a) Al 
valor de la prestación con un recargo del diez por ciento (10%), cuando la responsabilidad 
patronal se origine en una o más de las causales contenidas en los literales a), b), c), y e) del 
artículo 16 de este reglamento; y, b) Al valor equivalente a un salario básico unificado mínimo 
del trabajador en general, vigente a la fecha de liquidación, cuando se trate de la aplicación 
de la responsabilidad patronal por falta de notificación oportuna; señalada en el literal d) del 
artículo 16 de este reglamento”. 
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     La sanción por responsabilidad patronal, distingue dos tipos de sanciones, para los casos contenidos 
en los literales a, b, c, y e, la responsabilidad patronal es igual al valor de la prestación con el recargo 
del 10%; esto quiere decir que si por causa del empleador, su trabajador sufre un accidente de trabajo o 
es diagnosticado una enfermedad profesional, es el empleador quien cancela el valor total de la 
prestación, con lo cual no se afecta el patrimonio del IESS, ni los aportes de los afiliados. 
     De otro lado, cuando la responsabilidad patronal es a consecuencia del literal d) la responsabilidad 
patronal es equivalente únicamente a un salario básico unificado.  
      En caso de que el Instituto otorgue pensiones a los afiliados que hayan sufrido un accidente de 
trabajo y como tal se vea disminuido para continuar con su trabajo y que el empleador no canceló los 
aportes conforme señala la Ley, el Reglamento que se está revisando establece: 
“La cuantía de la sanción por responsabilidad patronal en el caso de pensiones o rentas del 
seguro general de riesgos del trabajo será igual: a) Al valor actuarial de las rentas a pagar a 
cargo del IESS menos la reserva acumulada en el seguro de riesgos del trabajo para la 
prestación a otorgarse, cuando la responsabilidad patronal se origine en una o más de las 
causales contenidas en los literales a), b), y d) del artículo 17 de este reglamento; b) Al valor 
equivalente a un salario básico unificado mínimo del trabajador en general, vigente a la fecha 
de liquidación, cuando se trate de la aplicación de la responsabilidad patronal por falta de 
notificación oportuna; señalada en el literal c) del artículo 17 de este reglamento; y, c) Al 
valor equivalente a la sumatoria total del o los aportes, correspondientes al seguro de riesgos 
del trabajo, pagados con una extemporaneidad mayor de tres (3) meses a que hace referencia 
el literal e) del artículo 17 del presente reglamento, con un recargo del diez por ciento (10%)”. 
     El manejo técnico del lenguaje de términos como actuarial, reserva acumulada, es de manejo de 
servidores expertos en el área matemático-actuarial,  sin embargo, se puede deducir que la cuantía de la 
sanción para los empleadores que no han cumplido con el pago de los aportes conforme manda la Ley, 
es el pago de la pensión por el tiempo que tenga que entregar el Instituto al afiliado que ha sido 
beneficiado con una pensión como consecuencia de un accidente de trabajo. 
     Si el accidente de trabajo del trabajador es por consecuencia de que el empleador inobservó las 
normas de seguridad y prevención, el Art. 20, del mismo Reglamento establece: 
“Cuando se trate de la aplicación de la responsabilidad patronal por inobservancia de las 
normas de prevención, con sujeción a los informes de seguimiento realizados por funcionarios 
de la Dirección del Seguro General de Riesgos del Trabajo a las empresas, se fijará una 
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cuantía independiente a la establecida en los literales a) y b) de los artículos 18 y 19 de la 
presente resolución, adicional a la determinada por subsidios, indemnizaciones o rentas, que 
será impuesta por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos, en relación directa a la 
gravedad de la falta y del incumplimiento, en un valor que varíe entre tres (3) y treinta (30) 
salarios básicos unificados mínimos de aportación del trabajador en general, vigentes a la 
fecha de la determinación”. 
      En este caso se observa, que la sanción es aplicada como concepto de multa al empleador por poner 
en riesgo a los trabajadores al no observar las normas de seguridad industrial, la misma que está 
establecida en relación directa con el salario mínimo unificado, por lo que se puede deducir que el 
Instituto Rector, lo que busca más que sancionar al empleador infractor, es proteger a los trabajadores 
en relación de dependencia que laboran el situaciones de riesgo y consecuentemente, no se incremente 
la siniestralidad de las personas que en muchos casos quedan parapléjicos. Esto se puede observar con 
mucha frecuencia en los trabajadores de la industria, de la construcción, etc. 
4.8.4.6.2 DEL PROCEDIMIENTO AUTOMATIZADO PARA EL 
ESTABLECIMIENTO, CÁLCULO Y COBRO DE LA 
RESPONSABILIDAD PATRONAL 
     Con respecto a la sanción económica, el Art. 21, establece:  
“Cuando se trate de responsabilidad patronal por subsidios derivados de accidente de trabajo 
o enfermedad profesional, el IESS a través del sistema informático, determinará la 
responsabilidad patronal, procederá al cálculo de la cuantía de la misma, a la liquidación 
definitiva de la deuda con los recargos a que hubiere lugar y su correspondiente 
contabilización y en línea informará a las unidades provinciales de riesgos del trabajo”. 
     El Instituto da mayor énfasis al procedimiento informatizado en sus Resoluciones, situación que se 
evidencia en el artículo anterior en el que indica que el cálculo de la cuantía de la responsabilidad 
patronal, la liquidación y contabilización se realizará mediante el sistema informático y la información 
a las unidades provinciales de riesgos del trabajo se realizará en línea. 
     El procedimiento para el cálculo de la responsabilidad patronal respecto de indemnizaciones, 
pensiones o rentas del Seguro de Riesgos del Trabajo, el Instituto procede de forma automática 
mediante programa informático en relación directa con la liquidación que establezca la Comisión 
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Nacional de Prevención de Riesgos, para cada caso, conforme lo dispone el Art. 22, del Reglamento 
antes enunciado:  
“Cuando se trate de responsabilidad patronal por indemnizaciones, pensiones o rentas del 
Seguro de Riesgos del Trabajo, el IESS, a través del sistema informático, determinará la 
responsabilidad patronal, procederá al cálculo de la cuantía de la misma en todos los casos 
incluidos aquellos que contienen la determinación de responsabilidad patronal por parte de la 
Comisión Nacional de Prevención de Riesgos, a la liquidación definitiva de la deuda con los 
recargos a que hubiere lugar y su correspondiente contabilización y en línea informará a las 
unidades provinciales de Riesgos del Trabajo y de Afiliación y Control Patronal . El IESS 
notificará con sujeción a la normativa vigente, al empleador público o privado, al afiliado 
autónomo o sin relación de dependencia o al afiliado voluntario, el valor adeudado por 
responsabilidad patronal”. 
     Del mismo modo que en el anterior artículo, la Administración dispone que todo trámite por 
responsabilidad patronal por indemnizaciones, pensiones o rentas del Seguro de Riesgos del Trabajo, 
se realice mediante el sistema informático incluidos aquellos determinados por la Comisión Nacional 
de Prevención de Riesgos. Adiciona un factor importante en el proceso, que es la notificación al 
empleador público o privado, al afiliado autónomo o sin relación de dependencia o al afiliado 
voluntario el valor adeudado por responsabilidad patronal. 
4.9 NOTIFICACIÓN DE LA OBLIGACIÓN CON LA GLOSA 
          Osorio (2008, p. 619),  define a la notificación de la siguiente manera: “La notificación es acción y 
efecto de hacer saber, a un litigante o parte interesada de un juicio, cualquiera que sea su índole, o a sus 
representantes y defensores, una resolución judicial u otro acto del procedimiento”. 
     Una vez emitida la glosa conteniendo obligaciones pendientes de pago, el Art. 58 de Codificación 
del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, expedido mediante Resolución  C.D.  301, 
dispone: 
“Notificación de la glosa.- Una vez emitida la glosa, el Director Provincial bajo su 
responsabilidad notificará al deudor dentro de los ocho (8) días laborales subsiguientes a la 
emisión concediéndole al glosado un término similar desde su notificación para que pague o la 
desvanezca. De haberse cancelado los valores establecidos en la glosa se registrará el pago”.  
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     En esta disposición reglamentaria se diferencia tres partes: una, respecto de la notificación de la 
glosa, que indica que la notificación debe realizarse dentro de los ocho días de emitida la glosa bajo 
responsabilidad del Director Provincial, de los casos revisados se desprende que en un alto porcentaje 
no se cumple con la disposición de notificar al deudor dentro de los ocho días posteriores a la emisión 
de la glosa, sin embargo de lo cual no existe ninguna norma que sancione al servidor por esta 
inobservancia a la Ley.
23
 
     En la segunda parte de este artículo, el Reglamento señala que se concede al glosado término 
similar (ocho días) para que pague o desvanezca; en caso de que el deudor cancele la glosa 
simplemente se registra el pago mediante cruce informático de las instituciones financieras contratantes 
con el IESS, las mismas que constan en el pie del comprobante de pago. 
     De otro lado, en caso de que la obligación contenida en la glosa no corresponda a la realidad, la 
norma dice que se concede término similar para que pague o desvanezca, esto es para que impugne la 
glosa, es por esto que el Art. 59 ibídem, establece el procedimiento y la autoridad ante la que se puede 
impugnar conforme al siguiente texto: 
“Artículo 59.- Impugnación de la glosa.- Dentro del mismo término concedido en el artículo 
anterior, el empleador podrá impugnar las glosas para ante la Comisión Provincial de 
Prestaciones y Controversias, presentando la petición por escrito con los argumentos y 
documentación pertinentes, que suspenderá la continuación del trámite de emisión de títulos, 
hasta que exista resolución ejecutoriada. Presentada la impugnación la unidad 
correspondiente remitirá a la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias el 
expediente relacionado con la glosa, debidamente numerado y foliado, incluido el informe del 
funcionario responsable y más antecedentes que sean del caso. La Comisión Provincial de 
Prestaciones y Controversias podrá solicitar cualquier información respecto a prestaciones, 
servicios o créditos a la Unidad Provincial de Salud Individual y Familiar y a la Unidad de 
Fondos de Terceros, según corresponda, áreas que atenderán bajo su responsabilidad el 
requerimiento en el término de tres (3) días a partir de la recepción de la petición. Dicha 
comisión resolverá bajo su responsabilidad, dentro del plazo de treinta (30) días”.  
   Sin embargo de que no existe normado en la legislación del IESS, respecto de la forma de 
notificación de la obligación con la glosa, ésta, se realiza de diferentes maneras:  
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 En la notificación que se anexa, se puede verificar, que la fecha de emisión de la glosa es 30 de abril de 2006, sin embargo, 
su notificación se realiza el 16 de octubre de 2006. 
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4.9.1 EN EL DOMICILIO DEL EMPLEADOR 
     Para el efecto el Instituto ha contratado a la empresa pública Correos del Ecuador, empresa que por 
intermedio de su personal acude al domicilio del empleador que tiene registrado en el IESS y procede a 
entregar a cualquier persona que se encuentra en ese momento, en muchas ocasiones sin averiguar ni el 
nombre, número de cédula y verificar la firma, lo cual ocasiona problemas para la administración del 
Instituto.
24
   
4.9.2 EN LAS OFICINAS DEL IESS 
     Por otro lado, están aquellas notificaciones que se realizan en la misma oficina de Recaudación 
Extrajudicial denominadas “notificaciones inmediatas”, son más usuales cuando el sujeto obligado 
solicita la notificación total de las glosas adeudadas, ya sea para firmar un Convenio de Purga de Mora 
Patronal; un Acuerdo Administrativo de Pagos, o simplemente para impugnar la obligación contenida 
en las glosas, por este método, el Instituto, a través de un servidor procede a imprimir la glosa que 
consta en el sistema de Historia Laboral y notifica, lo cual ha ocasionado más de un problema en razón 
de que no existe cruce con aquellas glosas que se imprimen mediante guías para la entrega a Correos 
del Ecuador, imprimiendo y notificando la misma glosa dos veces;  
4.9.3 LOCALIZÁNDOLO AL EMPLEADOR POR TELÉFONO 
     También están las notificaciones realizadas por el proceso recién creado en el año 2012, llamado 
Gestión y Recaudación de la Mora, 11 servidores incluida su responsable, se dedican a esta gestión, 
verificando la dirección del moroso que no ha registrado su nuevo domicilio, para lo cual se sirven de 
todos los portales electrónicos como el SRI, Registro Civil, Superintendencia de Bancos, etc., los que 
luego de una rigurosa investigación llaman vía telefónica al deudor, a un familiar cercano o a quien 
conteste el teléfono registrado a nombre del glosado para que acuda a las oficinas ubicadas en el 
segundo piso del edifico matriz del IESS, para entregar las glosas pendientes de pago mediante la 
notificación inmediata ya explicada; y, 
 
 
                                                 
24
 En la notificación de pago que se adjunta, el nombre de la persona  y el número de cédula de quien recibe la notificación de 
pago no es legible, así como tampoco consta la fecha de recepción de la misma, ver anexo 2. 
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4.9.4 POR PUBLICACIÓN POR LA PRENSA 
     La notificación de la glosa al presunto deudor mediante la publicación por la prensa, fue realizada 
únicamente hasta el año 2007, desconociéndose las causas por las que no continuaron con esta forma 
de notificación, razón por la cual existen por miles las notificaciones que todavía no han sido realizadas. 
4.10 ÓRGANOS DE RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA 
     El Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
“En todo proceso en el que se determine derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas”, 
numeral 7) “El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías”, 
numeral a) “Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento”, numeral m) “Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los 
que se decida sobre sus derechos”. 
     Es por esto que la Ley de Seguridad Social, mediante el Art. 43, crea la Comisión Provincial de 
Prestaciones y Controversias, órgano competente para conocer y resolver en primera instancia 
administrativa reclamos y quejas de los afiliados, derechohabientes y empleadores; y, la Comisión 
Nacional de Apelaciones conforme al Art. 40 de la misma Ley, para conocer y resolver las 
resoluciones de primera instancia que han sido apeladas. 
4.10.1 COMISIÓN PROVINCIAL DE PRESTACIONES Y CONTROVERSIAS 
     El órgano de primera instancia administrativa para conocer reclamaciones y quejas tanto de los 
afiliados, derechohabientes como de los empleadores es la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias con sede en cada dirección provincial, está compuesta por tres doctores en 
jurisprudencia o abogados de reconocida solvencia y diez años de experiencia profesional. Son 
designados mediante acto administrativo del Director Provincial, consecuentemente el cargo no está 
sujeto a períodos fijos. La Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias de Pichincha, tiene 
jurisdicción exclusivamente en Pichincha, Esmeraldas y Santo Domingo de los Tsáchilas. 
     Es competente para conocer y resolver en primera instancia entre otros, las impugnaciones a las 
glosas de aportes, fondos de reserva, etc., ya sean originadas por denuncias, por falta de ingresar el 
aviso de salida, y glosas por responsabilidad patronal, establecidas por siniestros y que su empleador o 
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sujeto contratante del seguro pagó extemporáneamente los aportes. El plazo para resolver es de treinta 
días. Si la resolución es desfavorable al impugnante puede apelar ante la Comisión Nacional de 
Apelaciones dentro de los ocho días término desde la notificación del acuerdo, para lo cual el 
recurrente presentará su apelación en la Secretaría de la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias quienes una vez ingresado el trámite remitirán en el término de 48 horas, a la Comisión 
de alzada el expediente debidamente foliado. 
4.10.2 COMISIÓN NACIONAL DE APELACIONES 
     El Art. 62 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo antes mencionado, establece la 
competencia para conocer los acuerdos emitidos por la Comisión de primer nivel. El plazo para 
resolver es de 90 días contados a partir de fecha de propuesto del recurso. Cabe señalar que sus 
resoluciones no son susceptibles de recurso alguno; es decir que son fallos de última instancia. 
4.11 REQUISITOS PARA IMPUGNAR LA GLOSA 
     No existe ninguna normativa relativa a la Seguridad Social que establezcan cuales son los 
documentos con los que se impugna las obligaciones contenidas en las glosas notificadas al empleador, 
lo que creaba problemas para los servidores del IESS, que atendían las impugnaciones presentadas por 
los empleadores, sin embargo, por iniciativa de algún servidor de Control Patronal, se puso en 
consideración de las autoridades los requisitos resumidos de los Códigos del Trabajo, de Procedimiento 
Civil, etc., con los cuales se justifican la calidad del recurrente y la extinción de la obligación patronal. 
4.11.1 DOCUMENTOS QUE JUSTIFICAN EL DERECHO DE PETICIÓN 
     Para efectos de conocer cuáles son los documentos que justifican el derecho de petición, en primer 
lugar es necesario identificar las clases de empleadores que están registrados en el IESS; y estos son:  
 Empleador como persona natural 
 Empleador como persona jurídica 
 Empleador del sector doméstico  
     Empleador como persona natural.- son personas que realizan actividades económicas por cuenta 
propia, por lo que están registrados en el SRI con un número de RUC y que pueden emplear a otros 
directamente en calidad de empleador o patrono.  
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     Empleador como persona jurídica.- al respecto el Art. 564, del Código Civil, establece: “…Se 
llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser 
representada judicial y extrajudicialmente…”. 
     De lo manifestado, se deduce que la Compañía, la Empresa Pública, etc., sin necesidad de que 
ejerza o no una actividad económica con fines de lucro, que están registradas en el SRI con un número 
de RUC, los mismos que a través de su representante legal, emplea a otras personas en calidad de 
empleador o patrono, para el caso, son personas jurídicas. 
     Empleador del sector doméstico.- es la persona natural que contrata a otra para realizar tareas 
propias del hogar en el domicilio del empleador y que como consecuencia de la prestación del servicio 
no genera lucro alguno. 
4.11.1.1 DOCUMENTOS QUE JUSTIFICAN EL DERECHO DE PETICIÓN DEL 
EMPLEADOR COMO PERSONA NATURAL 
1. La cédula de identidad o ciudadanía.- pues en el Ecuador constituyen el único documento 
con el que se prueba ser la persona que lo posee, en virtud de que constan datos como: número 
de cédula, nombres y apellidos completos, lugar de nacimiento, fecha de nacimiento, etc. 
2. El Registro Único de Contribuyentes, es la clave de usuario que otorga el Servicio de Rentas 
Internas al contribuyente, basados en el número de cédula para personas naturales y un código 
asignado por el SRI para las personas jurídicas, con el cual el IESS, le entrega una clave 
patronal para que el empleador cumpla con las disposiciones legales. 
3. El poder o ratificación.- en el caso de que la impugnación sea presentada por intermedio de 
un abogado. 
4. La posesión efectiva de bienes, en el caso de herederos de empleadores naturales que han 
fallecido, este documento público es el que legitima la calidad de heredero de los bienes del 
causante, así como para justificar sus deudas. 
4.11.1.2 DOCUMENTOS QUE JUSTIFICAN EL DERECHO DE PETICIÓN DEL 
EMPLEADOR COMO PERSONA JURÍDICA 
     Adicionalmente a los señalados en el subtítulo anterior deberá presentar: 
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1. El nombramiento del representante legal inscrito en el Registro Mercantil, en aquellas 
empresas que son reguladas por la Superintendencia de Compañías; y, el nombramiento o la 
directiva registrada ante el organismo que le otorgó la personería jurídica a la persona jurídica; 
ya sea por Ley o por Resolución.  
4.11.1.3 DOCUMENTOS QUE JUSTIFICAN EL DERECHO DE PETICIÓN DEL 
EMPLEADOR COMO EMPLEADOR DOMÉSTICO 
1. cédula de identidad o ciudadanía.- por las razones ya expuestas. 
2. El poder o ratificación.- en el caso de la impugnación sea presentada por intermedio de un 
abogado. 
4.12 DOCUMENTOS QUE JUSTIFICAN LA OBLIGACIÓN 
     De igual manera como existen documentos que justifican el derecho de petición, existen también 
aquellos que justifican el pedido; es decir la documentación con la puede extinguir la obligación, y 
estos son: 
1. Acta de finiquito.- cuando la relación laboral, haya terminado de mutuo acuerdo y su registro 
se haya realizado ante el Inspector del Trabajo; 
2. Resolución del Inspector del Trabajo, si la relación laboral se terminó por una de las 
causales de Visto Bueno contenidas en los Art. 172 y 173, del Código del Trabajo; 
3. Sentencia Ejecutoriada.- cuando la relación laboral fue resuelta por el Juez del Trabajo y su 
decisión esta ejecutoriada; 
4. Actas de Mediación y Arbitraje de un Tribunal de Mediación y Arbitraje legalmente 
reconocidos.- cuando la relación terminó por Arbitraje de un Tribunal legamente 
reconocido; 
5. Acción de personal.- únicamente para aquellos servidores sujetos a la LOSEP, las empresas 
del Estado puede emitir este documento debidamente certificado, con el cual puede 
justificar que ya no existe la relación laboral con su trabajador; y,  
60 
 
6. Certificado de defunción.- En el caso de empleadores como persona natural, en razón de que 
la muerte de una de las partes es causa de terminación de la relación laboral, por lo que sus 
herederos pueden presentar el certificado de defunción. 
4.13 ACUERDOS QUE HAN CAUSADO ESTADO 
     Existen dos maneras por los cuales los Acuerdos causan estado con fuerza de ley de cosa juzgada en 
esfera administrativa: 1) Cuando el Acuerdo de la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias 
no ha sido apelado por ninguna de las partes dentro de los ocho días término de notificado con el 
Acuerdo con el que confirma la glosa notificada; y, 2) Cuando existe Acuerdo de la Comisión Nacional 
de Apelaciones, confirmando o revocando el Acuerdo del primer nivel respecto de la glosa recurrida. 
Si la Comisión Nacional de Apelaciones ratifica el Acuerdo apelado, la glosa recurrida inmediatamente 











5. EL TÍTULO DE CRÉDITO. 
5.1 CONCEPTO 
     Para el tratadista Osorio (2008, ps. 943 y 944), el título de crédito, es:  
“son títulos que, instrumentando un crédito son necesarios para hacer efectivos los derechos 
correspondientes a tal crédito, circulan en forma autónoma de los actos que hayan dado origen 
a su creación o transferencia, y tienen el valor y efectos que la ley atribuye a la literalidad de 
sus términos. Se dice así que el título de crédito es el documento necesario para ejercitar el 
derecho literal y autónomo mencionado en él. Entre los títulos de crédito cabe mencionar a la 
letra de cambio, el pagaré y el cheque (v)”.  
     Por su parte en la enciclopedia Omeba (1991, p. 212), al Título de crédito, se conceptualiza así: “la 
causa en cuya virtud poseemos alguna cosa; y el instrumento con que se acredita nuestro derechos”.   
     Con respecto al mismo tema, el doctor César Ramos Padilla
25
, en su obra Teoría General de los 
Títulos Valor (www.derechoecuador), realiza un audaz recorrido por la historia relativo al Desarrollo 
de la Teoría General de los Títulos Valores, afirmando que: 
                                                 
25 EL doctor César Ramos Padilla, es un reconocido catedrático de la Facultad de Derecho y Ciencia Política, Unidad de Post 
Grado de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos del Perú. 
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“La Historia del Derecho Cambiario surge en la Italia Medieval, con el origen de la letra de 
cambio trayecticio, hasta los que perciben su naturaleza jurídica referido a un surgimiento y 
desarrollo autónomo”, de los autores estudiados por él, dice “Rafael De Turri (1641), Ansaldo 
De Ansaldi. (1689) y José María Lorenzo de Casaregi. (1737) consideraron que el fundamento 
de la obligación cambiaria era de naturaleza consensual, atribuyéndose el título una función 
meramente probatoria de un contrato literal de cambio trayecticio, surgido y generado de un 
“pactum de cambiando”. José María De Casaregi expresaba que “la cambial sirve solamente 
de medio y de órgano para dar ejecución”, afirma también que “La Teoría General de los 
Títulos Valores o Títulos de Crédito o Títulos Circulatorios, es una elaboración conceptual de 
las escuelas comercialistas alemana e italiana”. 
     Refiriéndose a las etapas de la construcción de la teoría de los títulos de crédito, este mismo jurista 
dice:  
“El jurista español Uría  describe las etapas de la construcción de la teoría de los títulos de 
crédito, en primer término, la posición doctrinal que valoró especialmente el aspecto de la 
incorporación del derecho al título (SAVIGNY), entendida metafóricamente en el sentido de 
que, transfundido el derecho al documento, la suerte del primero queda unida 
inseparablemente a la del segundo; el derecho no se puede exigir ni transmitir sin el 
documento y sigue las vicisitudes de éste. Un segundo paso consistió en destacar al título de 
crédito de los demás documentos jurídicos (probatorios, dispositivos, constitutivos), partiendo 
de la necesidad de la posesión del documento para el ejercicio del derecho (BRUNNER). Y por 
último, tomando como base esa necesidad de poseer el documento y de exhibirlo, se elabora a 
fondo la noción de la legitimación, y se hace de ésta el eje del concepto del título de crédito, en 
el doble sentido de que, sin la exhibición del documento, ni el deudor está obligado a cumplir 
ni cumplirá con eficacia liberatoria (JACOBY)”. 
     El aporte que da Ramos Padilla  con su estudio de la Teoría de los Títulos de Crédito, es muy 
importante; en tanto que describe las características esenciales que contiene el título de crédito; 1.- el 
título de crédito no es sólo un documento probatorio de la deuda, sino que está intrínsecamente ligado 
al Derecho al cobro que tiene el acreedor sobre el deudor por el mismo contenido del documento; 2.- 
por sus características: probatoria, es decir que la deuda que tiene el deudor está expresada en el 
mismo título de crédito y por lo mismo no tiene que estar sujeta al reconocimiento de ningún Juez, a 
esto se conoce como derecho literal, por lo tanto existe una disposición legal de entregar al acreedor la 
cantidad que consta en el documento y de ser de fecha vencida se constituye una obligación de pago 
63 
 
inmediato; y, 3.- con la sola exhibición del documento se legitima la acción con la cual el deudor está 
obligado a cumplir con la obligación. 
     En la legislación ecuatoriana, exclusivamente en el área mercantil, se emiten diversos documentos 
mercantiles, con los cuales los empresarios ejercen sus actividades de comercio; tales como la letra de 
cambio, el pagaré, etc., a estos documentos se los denomina títulos valor, los mismos que por no ser 
materia de esta investigación no se las examinará a lo largo de esta tesis. Por lo que me referiré 
directamente a los títulos de crédito que emite el Intitulo Ecuatoriano de Seguridad Social en contra de 
los sujetos obligados que no han cumplido o cancelado sus obligaciones de conformidad con la Ley y 
Reglamentos pertinentes. 
5.2 DEFINICIÓN 
     Recogiendo lo mencionado en el concepto analizado y del estudio propuesto por el tratadista antes 
mencionado, aplicando al tema de esta investigación, se definirá qué: el título de crédito es el 
documento que expresa aquella deuda que tiene el empleador con el IESS, con características de 
acto administrativo firme, en razón de que cumple con los requisitos de legalidad y legitimidad; en 
virtud de que ha cumplido con el debido proceso, ya sea por no haber sido impugnada la obligación 
en estado de glosa o, por existir Resolución del órgano competente que confirma la glosa y que su 
emisión, ha sido solemnizada por la autoridad competente, en base a lo cual el IESS, dentro de su 
facultad legal de jurisdicción coactiva, sirve para dar inicio a la acción coactiva, por ser una deuda 
líquida, determinada y de plazo vencido.  
     Cabe recalcar, que cuando me refiero a que el título de crédito es aquella deuda que tiene el 
empleador con el IESS que no ha impugnado en estado de glosa, es porque el empleador no impugna la 
obligación, consecuentemente el empleador acepta tácitamente que mantiene una deuda pendiente con 
la Institución, ya sea por aportes, fondos de reserva, planillas de descuento por aportes, por 
responsabilidad patronal, etc., pues de lo contrario impugnaría la obligación adjuntando los 
documentos de descargo conforme al Reglamento antes analizado para el efecto; es decir que la deuda 
acepta como legitima y legal, conforme se ha planteado en la definición. 
     Del mismo modo, en el segundo caso, cuando el empleador ha impugnado la obligación que el 
Instituto le ha notificado con la glosa, cuya resolución confirma la glosa que ha sido resuelta por el 
órgano competente y que ha causado estado; ya sea porque el impúgnate no ha apelado la Resolución 
de primera instancia administrativa ante la Comisión Nacional de Apelaciones, conforme señala el Art. 
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62 de la Resolución C.D. 301. Por el contario, cuando el órgano superior confirma la Resolución de la 
Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias. 
     Además de lo analizado respecto de la definición planteada, para que el título de crédito goce de 
legitimidad, el Instituto a través de la autoridad competente solemniza o legaliza la emisión del título 
de crédito, entonces la deuda queda en estado de acto firme, con la característica de cosa juzgada en 
instancia administrativa.  
     Cumplido con el procedimiento descrito, el título de crédito goza de los principios de legalidad y 
legitimidad, requisitos con los cuales se convierte en instrumento legal, con el cual el Instituto puede 
dar inicio a la acción coactiva. 
     Cabe recalcar que con la emisión del título de crédito cumpliendo con los requisitos y solemnidades 
que se ha expuesto y que consta en la normativa, el empleador ya no puede impugnar la obligación 
contenida en la glosa, porque ya se agotó la instancia administrativa, ya sea por disposición legal o, 
porque la resolución del órgano competente no dio razón a los argumentos y documentos que presentó 
el empleador impugnante en su pedido. Si la resolución confirma la glosa impugnada por falta de 
argumentos, que necesariamente ha de referirse a los argumentos legales dispuestos en la Ley de 
Seguridad Social, leyes secundarias y supletorias relativas al caso, que no han sido observadas o 
cumplidas por el empleador. Del mismo modo, si la resolución que confirma la glosa impugnada ha 
sido resuelta por falta de documentos probatorios, será porque el empleador no presentó aquellos 
documentos públicos que guarden armonía con la impugnación; es decir que justifiquen que ya no 
tiene obligación de la afiliación al Seguro General Obligatorio de la persona por la que impugna, para 
el efecto el Instituto tiene la facultad legal de libre apreciación de las pruebas que le fueren presentadas, 
conforme a lo establecido en el Art. 295 del Estatuto Codificado del IESS,
26
, por lo tanto la resolución 
de primera instancia es susceptible de ser apelada, con lo cual el Instituto cumple con la garantía 
constitucional y estándares internacionales de doble instancia administrativa, dejando salvo el derecho 
del empleador de acudir ante instancias judiciales. 
5.3 CARACTERÍSTICAS DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
     El título de crédito, como se ha señalado, tiene características esenciales por las que es reconocido 
como el documento con el cual se inicia la acción coactiva, a saber: 
                                                 
26 En el Art. 295, el Estatuto Codificado del IESS, el Instituto Rector, establece que las pruebas presentadas por los sujetos 
obligados sean apreciadas libremente, aun aquellas que han sido actuadas ante los jueces.     
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 Cosa Juzgada 
 Acto Firme 
 Documento imprescindible con el cual se da inicio a la acción coactiva 
5.3.1 CARACTERÍSTICA DE COSA JUZGADA 
     Con respecto a la cosa juzgada, en la enciclopedia Omeba (1991, p. 971), señala:  
“sabido es que la sentencia es el fin que las partes persiguen en el proceso, ya que mediante 
ella, quedará resuelta definitivamente la cuestión controvertida, no pudiendo ser cuestionada 
de nuevo en el mismo proceso, ni tampoco en ningún otro, concepción que no acepta la teoría 
egologíca”.  
     De otro lado, Osorio (2008, p. 241), define a la cosa Juzgada Administrativa, como el: 
“Estado el proceso de adopción de decisiones en el ámbito administrativo, tal que la decisión 
o acto derivado de ese proceso no puede ser ya objeto de modificación en sede administrativa, 
sin perjuicio de la suerte que tal decisión o acto pueda correr en sede judicial”.   
     Como ya se explicó anteriormente, la obligación contenida en el título de crédito, ya sea por no 
haberse recurrido en estado de glosa notificada, por disposición legal prevista en el Art. 66 de la 
Resolución C.D. 301 y modificada mediante la Resolución C.D. 321, antes citadas, dispone que luego 
de ocho días término de notificada la glosa, si el empleador no cancela o no impugna la glosa se emite 
el título de crédito. De otro lado, como se explicó si la resolución del órgano competente ya sea de 
primera o de segunda y definitiva instancia administrativa, niega la impugnación propuesta por el 
empleador, causa ejecutoría. Es decir, de cualquiera de los dos modos, ya no se puede impugnar la 
obligación, consecuentemente la obligación contenida en el título de crédito, es cosa juzgada. 
5.3.2 CARACTERÍSTICA DE ACTO FIRME 
     Si la obligación contenida en el título de crédito ha cumplido con el debido proceso de la 
notificación de la glosa con el que el Instituto cumple con el mandato constitucional de otorgar al 
presunto deudor el derecho a la defensa y si no ha recurrido o la resolución no le da razón al impúgnate 
y posteriormente se ha cumplido los requisitos de la legalización por parte de la autoridad competente 
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y, el acto de la emisión del título de crédito no tiene vicios en el procedimiento, se convierte en Acto 
Firme. 
5.3.2.1 EL ACTO ADMINISTRATIVO FIRME 
     Los actos administrativos emitidos por la autoridad son firmes por dos causas: 
 Por prescripción del término reglamentario para impugnar; y,  
 Por resolución ejecutoriada  del órgano competente. 
5.3.2.1.1 POR PRESCRIPCIÓN DEL TÉRMINO PARA IMPUGNAR 
     Conforme se indicó en líneas anteriores, el IESS, en apego a la Constitución de República del 
Ecuador y Tratados Internacionales, respecto al debido proceso y derecho a la defensa, notifica la glosa 
que contiene obligaciones que no se han cancelado dentro de la fecha señalada y establecida en el 
cuarto inciso del Art. 73 de la Ley de Seguridad Social, para que el presunto deudor cancele o impugne 
la obligación contenida. Luego de los ocho días (8) término de la notificación de la glosa, si el sujeto 
obligado no ha cancelado o impugnado, la obligación es transferida al correspondiente título de crédito; 
es decir la obligación se convierte en deuda, con la característica de acto firme, conforme a la Ley. 
5.3.2.1.2 POR RESOLUCIÓN EJECUTORIADA  DEL ÓRGANO COMPETENTE 
     Por otro lado, cuando el glosado impugna la obligación contenida en la glosa, el servidor que 
elaboró la glosa cuando proviene de la denuncia del trabajador que no ha sido afiliado conforme señala 
la ley; o de aquella que nace de la visita al negocio y como consecuencia procedió a afiliar a los 
dependientes y obligados a la afiliación y consecuentemente genera una glosa en contra del empleador, 
elabora el informe de labores motivadamente tanto en los fundamentos de hecho como los de derecho y 
remite dicho informe a la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias junto con las pruebas 
de descargo que presenta el impúgnate, la misma que, una vez recibido el expediente, tiene treinta días 
para resolverlo y si esa resolución es contraria al impugnante pero no apela dicha resolución, la glosa 
queda en firme. Por el contrario, si la resolución de la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias es contraria a la pretensión del impugnante, éste, puede apelar ante el superior, dentro de 
ocho días término, con lo que se cumple la doble instancia administrativa, con lo cual el Instituto 
cumple con los estándares internacionales de resolución de conflictos. Este órgano de alzada, es 
competente para conocer la apelación, confirmar o revocar el acuerdo del inferior; si la decisión es 
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confirmar el Acuerdo recurrido, este Acuerdo, causa estado, con lo cual se ha agotado la instancia 
administrativa. 
5.4 BASE LEGAL  PARA LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
      El Art. 66 de la Resolución C.D. 301, prescribe: 
“De la emisión de títulos de crédito.- A través del Sistema Historia Laboral, la Unidad de 
Afiliación y Control Patronal en cada jurisdicción emitirá los títulos de crédito en contra del 
empleador que no hubiere cumplido con el pago de obligaciones, luego de transcurridos 
treinta (30) días desde la notificación de la glosa. Se incluirá los casos de responsabilidad 
patronal establecidos por el IESS. El título de crédito deberá estar legalizado y contener los 
siguientes datos: número de título de crédito; nombre de la autoridad encargada del cobro; 
razón social o representante legal; para el caso de personas jurídicas u organizaciones 
corporativas; nombres completos de la persona o deudora, si se tratare de personas naturales; 
número de registro patronal o RUC/cédula de identidad; registro de dirección y el domicilio 
correspondiente; el detalle de las obligaciones; y, el valor. No se podrá emitir título de crédito 
en los casos en los cuales la glosa se encuentre impugnada, en estudio de una reclamación 
propuesta y cuando estuviere pendiente de resolución un reclamo administrativo o judicial, 
conforme a la ley y este reglamento”. 
     Es necesario mencionar que entre el término que otorga el reglamento para que el presunto deudor 
cancele o desvanezca; es decir para que impugne la obligación contenida en la glosa es de ocho (8) 
días, en tanto que la emisión del título de crédito indica que será de treinta (30) días desde la 
notificación de la glosa, lo cual no guarda armonía entre el término para impugnar la glosa y el tiempo 
en que debe emitirse el título de crédito constantes en el mismo Reglamento. Entonces, ¿Qué pasaría si 
el empleador que ha sido notificado con la glosa no canceló dentro de los ocho días término señalados 
en el Reglamento la misma que ha sido emitida por un servidor que atendió una denuncia por falta de 
afiliación y en su emisión existe un error en el cálculo del tiempo de afiliación o en los valores de los 
aportes?, ajustándose estrictamente a Derecho, el presunto deudor ya no puede recurrir, en razón de 
que su impugnación sería extemporánea, en razón de que el órgano de resolución ya no es competente 
para conocer y resolver la impugnación a la obligación. Entonces ¿debe cancelar la glosa que aún no es 
título de crédito (puesto que la norma señala que dentro de los treinta días posteriores a la notificación 
se emitirá el título de crédito) y luego interponer ante la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias un pedido de devolución de aportes por pago indebido?. Toda Institución  pública está 
llamada a subsanar los errores cometidos en la emisión de sus actos. Es por esto que al estar vigente la 
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Resolución C.D. 301, el IESS está obligado a recibir la impugnación de la glosa en razón de que 
existen dos disposiciones que están en conflicto aplicando la norma que más favorece a la vigencia de 
los derechos del presunto deudor (in dubio pro deudor), más aun si tiene documentos públicos que 
prueban que la glosa adolece de errores en el cálculo del tiempo de la afiliación y el valor de aportes, 
en virtud de que se estaría atentando contra su patrimonio.  
     Si el servidor actuante se equivocó en el nombre del empleador y en vez de exigir el pago a “Juan 
Tapia” se exige a “Juan Taipe” dos personas totalmente distintas, es decir que la glosa está mal emitida 
consistente en error en la personería jurídica, sin embargo, por desconocimiento Juan Taipe no 
impugnó dentro de los ocho días término y cuando encuentra los documentos de descargo ya no le 
permiten impugnar la glosa y le cobran mediante acción coactiva. ¿Es justo que esta persona que nada 
tuvo que ver con la glosa tenga que primero pagar y luego erogar gastos en juicio en sede judicial para 
que le devuelvan los valores cancelados injustamente?, o ¿puede plantear a la administración que le 
devuelvan los aportes por pago indebido? La respuesta no se hace esperar, no obstante que la persona 
canceló la “obligación” mediante acción coactiva, en razón de que no impugnó la glosa dentro del 
tiempo legalmente establecido, consecuencia de lo cual se emitió el título de crédito, si plantea a la 
Administración un pedido de pago indebido, en virtud de que no se cumplió con los requisitos del 
Contrato de Trabajo, previstos ya sea el Código del Trabajo o la Ley Orgánica del Servicio Público, 
debe atender esta petición como dispone la Ley de Seguridad Social, a través de la Comisión 
Provincial de Prestaciones y Controversias de la Provincia del domicilio del peticionario. 
     Como puede observarse, la persona que no recurrió dentro del término señalado en el reglamento 
(ocho días), tiene que realizar un trámite engorroso, para que la Administración resuelva a favor del 
peticionario que no justificó a tiempo la obligación que no le corresponde, contraviniendo el principio 
constitucional de simplicidad Administrativa. 
     De igual manera, ¿es justo que el empleador cancele glosas por concepto aportes y/o fondos de 
reserva por trabajadores que cesaron pero que se generó por no haber dado el aviso de salida a tiempo y 
que ha sido notificado con la glosa y han transcurrido más de ocho días término?. Definitivamente no 
es justo, puesto que ninguna persona está obligada a cancelar obligaciones o que no están 
contempladas por la Ley o que no provengan de un contrato. Por eso considero que es necesario volver 
al concepto de que el Derecho busca la Justicia. Es en esta dirección que apunta la Constitución de la 
República en el Art. 169, cuando establece: 
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“El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 
economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará la 
justicia por la sola omisión de formalidades”.  
     El recurrir dentro de un determinado tiempo, es sin duda una formalidad que inevitablemente tiene 
que cumplirse, mas aún cuando se trata del Derecho Público, sin embargo, al quedar un vacío jurídico 
entre el noveno día en que fue notificado con la glosa y día treinta en que se emite el título de crédito 
bien puede la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias, en base a los principios de 
simplicidad y economía procesal asumir competencia, consecuentemente, conocer y resolver la 
impugnación a la glosa. 
     No admitir a trámite la impugnación a la glosa en este escenario jurídico, sería sacrificar la justicia y 
actuar de una manera miope, justificando que la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias, 
perdió su competencia, en virtud de que el Reglamento indica que el glosado tiene ocho (8) días 
término para impugnar, sin embargo, en el mismo Reglamento indica que luego de treinta días de 
notificada la glosa se emite el título de crédito. Cabe resaltar que además dicho Art. 66, tiene otro error 
de fondo pues no indica si los treinta días son término o plazo
27
. El derecho público es de 
cumplimiento obligatorio, por lo que es necesario que la norma señale de forma taxativa, si son luego 
de transcurridos treinta días término o treinta días plazo, que se emite el título de crédito. 
     Al respecto la doctrina dice que en caso de duda entre dos normas de una misma jerarquía, debe 
aplicarse la menos rigurosa, más aun si mediante documentos públicos el glosado puede probar que no 
es deudor. Lo cual ahorraría recursos a la administración y al obligado, empero, los servidores de baja 
jerarquía que no han recibido ninguna capacitación en Derecho, no han dado ninguna respuesta a este 
impase jurídico, al momento de admitir a trámite o resolver la petición.  
     Ante los problemas causados por este artículo 66, el Instituto, mediante Resolución C.D. 321, de 2 
de junio de 2010, expide la Reforma a la Codificación del Reglamento de Afiliación y Control 
Contributivo contendido en la Resolución C.D. 301, con Art. 23: 
““En el artículo 66, hacer los siguientes cambios: 1. En el primer inciso donde dice “treinta (30)”, dirá: “ocho 
(8)” 2. En el segundo inciso, luego de la frase “nombres completos de la persona” elimínese: “o”; y, luego de la 
frase “domicilio correspondiente”, agregar “debidamente verificado””.  
                                                 
27 Para verificar el contenido de esta incongruente disposición, se puede encontrar en el Art. 66 del Reglamento mencionado.  
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     Como puede observarse, nuevamente el legislador del IESS, comete un error cuando corrige 
únicamente el número de días, de treinta (30) a ocho (8), pero no dice si es plazo o término. No 
obstante, el Art. 58, de la Resolución C.D. 301, prescribe: 
“Una vez emitida la glosa, el Director Provincial bajo su responsabilidad notificará al deudor 
dentro de los ocho (8) días laborables subsiguientes a la emisión, concediéndole al glosado un 
término similar desde su notificación para que la pague o desvanezca. De haberse cancelado 
los valores establecidos en la glosa se registrará el pago” (lo resaltado me pertenece).  
     Con este antecedente, se puede colegir que la norma, señala claramente que concede al deudor o 
glosado el término de ocho (8) días para que pague o desvanezca; es decir que si el glosado no 
canceló la deuda o no impugnó la obligación contenida en ella, necesariamente debe tener una 
posterior consecuencia jurídica, de lo contrario la norma resulta estéril e inaplicable pues no pasaría 
nada si no cancela o impugna (desvanezca) la glosa. 
     De conformidad con el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española (1984, p, 488), la 
palabra desvanezca, viene del verbo desvanecer y éste, a su vez del “latín evanescere que significa 
Disgregar o difundir las partículas de un cuerpo en otro. Además significa Deshacer o anular. DESVANECER la 
duda, la sospecha, el intento”.   
     Al respecto Cabanellas (2009, p. 554), define a la palabra Desvanecer, de la siguiente manera: 
“Deshacer, despejar duda o sospecha, por convencimiento de inocencia, probación de culpa, ratificación de 
pensamiento o advertencia del error o engaño. |Anular un intento; frustrar o rechazar un ataque”  
     De otro lado, la palabra desvanecer tiene los siguientes sinónimos entre los más importantes: disipar, 
borrar, suprimir, anular; es decir que la norma concede los ocho días término para que anule la deuda, 
sin embargo, el único órgano competente para resolver que una obligación contenida en una glosa se 
anule o se deje sin efecto, es la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias en primera 
instancia administrativa y la Comisión Nacional de Apelaciones en segunda y definitiva instancia 
administrativa.  
     De lo analizado, se infiere que la norma tácitamente establece que el término para impugnar la glosa 
es de ocho días término. 
     Por su parte el Art. 59, ibídem, prescribe: 
71 
 
“Impugnación de la glosa.- Dentro del mismo término concedido en el artículo anterior, el 
empleador podrá impugnar las glosas para ante la Comisión Provincial de Prestaciones y 
Controversias, presentando la petición por escrito con los argumentos y documentación 
pertinentes, que suspenderá la continuación del trámite de emisión de títulos, hasta que exista 
resolución ejecutoriada”. 
     Con este artículo el IESS, consolida que el término para impugnar es de ocho (8) días, cuando 
señala que dentro del mismo término concedido en el artículo anterior; es decir el término de ocho días 
para cancelar o desvanecer la glosa, únicamente es el tiempo para impugnar la glosa, con una 
consecuencia jurídica lógica: la presentación de impugnación, siguiendo las reglas o cumpliendo los 
requisitos y, una vez aceptada a trámite, interrumpe o suspende la emisión del título de crédito, hasta 
que dicho recurso administrativo sea resuelto y agotado la instancia administrativa mediante resolución 
del órgano competente. 
     Es a partir de la publicación de esta reforma al Reglamento, que el glosado y el Instituto cuentan 
con reglas claras y coherentes para impugnar la obligación constante en la glosa que ha sido notificada, 
en virtud de que si la emisión del título de crédito es ocho días término después de notificado con la 
glosa, luego de este período ya no puede impugnar la obligación, consecuentemente la obligación 
quedará como deuda en firme. 
     Con la emisión de la Resolución C.D. 321, por parte del Consejo Directivo, el Instituto corrige el 
error causado en la Resolución C.D. 301, que establece que la emisión del título de crédito se realizará 
transcurridos treinta (30) días de notificada la glosa. Con el Art. 23 de la citada Resolución C.D. 321,  
cambia la frase “treinta (30) del Art. 66, por el de ocho (8). Es decir que si un empleador que ha sido 
notificado con la glosa tiene efectivamente ocho (8) para cancelar o impugnar, caso contrario se emite 
el respectivo título de crédito con el cual se inicia la acción coactiva. 
     Con esta disposición legal, se pone fin a las impugnaciones que se interpusieron fuera de tiempo y 
que el Instituto no ha contabilizado por lo que no se tiene la cifra exacta, sin embargo, se conoce que 
algunos empleadores inclusive mediante una impugnación a la glosa que ha sido notificada inclusive 
con meses de anterioridad pretendieron hacer valer sus derechos sobre aquellas glosas que aún no 
fueron transferidas a títulos de crédito. Los justificativos para que la obligación contenida en la glosa 
notificada no se transfiera a título de crédito en los términos que establece el reglamento, obedecen 
según algunos funcionarios a la falta de personal dedicado a la emisión de títulos, pues la emisión no es 
automática como parecería, sino que hace falta que el servidor a cargo de esta función una vez 
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verificado si la glosa ha sido correctamente notificada y no ha sido impugnada proceda a emitir los 
títulos de crédito. 
     Queda demostrado que el Instituto al corregir el error cometido en el Reglamento de la Resolución 
C.D. 301 con emisión de la Resolución C.D. 321, no tiene una buena legislación secundaria que 
armonice con la ley principal y la Constitución de la República, lo que ha ocasionado más de un 
problema al momento del cobro de las obligaciones patronales.  
5.5 LEGALIZACIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
     Es necesario en primer lugar averiguar qué significa la palabra Legalización, de conformidad con el 
Diccionario de la Lengua Española (1984, p. 821), es la acción del verbo legalizar que significa: “Dar 
estado legal a una cosa. || Comprobar y certificar la autenticidad de un documento o una firma”.  
     De otro lado, la Enciclopedia Ilustrada Europeo-americana (1981, ps. 1402 y 1402), establece: 
“En el terreno jurídico, la legalización equivale a garantizar o autenticar la firma y rúbrica 
puestas por algún funcionario al pie de un documento que ha de surtir efectos legales fuera de 
la demarcación o territorio donde aquel ejerce sus funciones.       
     Atando los conceptos anteriores, se dirá que la legalización del título de crédito, es el acto 
administrativo por el cual la autoridad competente, cumpliendo con requisitos o formalidades 
imprescindibles procede con su firma a refrendar el título de crédito, con lo cual el Instituto puede 
iniciar el cobro mediante acción coactiva, en virtud que la obligación ya tiene las características de 
deuda líquida y determinada, consecuentemente, de conformidad con la normativa vigente ya no 
admite recurso alguno. 
     Una vez emitidos o impresos los títulos de crédito por el personal del proceso de Recaudación 
Extrajudicial, se remite al Director Provincial de cada jurisdicción para que dicha autoridad legalice 
con su firma, observando minuciosamente si la glosa no se encuentra impugnada o que estuviere 
pendiente de resolución un reclamo administrativo o judicial, conforme señala la ley y el reglamento. 
5.6 AUTORIDAD COMPETENTE PARA LA LEGALIZACIÓN DEL TÍTULO DE 
CRÉDITO 
     En el Art. 38 de la Ley de Seguridad Social consta cuales son las atribuciones y deberes del Director 
Provincial, sin embargo, ninguna se refiere de forma taxativa a la de legalizar con su firma los títulos 
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de crédito emitidos por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social en contra de los deudores, empero, 
en el literal a) prescribe: “Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial, y la titularidad de la 
jurisdicción coactiva del Instituto, sin perjuicio de las facultades del Director General” 
     Es entonces que puede comprenderse que al ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial, 
está embestido de autoridad para realizar dicho acto administrativo. Dicha disposición legal, viene 
acompañada del literal b) que dispone: 
“Establecer sistemas y procesos de aplicación de los programas de afiliación y recaudación de las 
aportaciones y otros ingresos presupuestarios del Instituto, con sujeción a las normas y procedimientos 
aprobados por el Consejo Directivo” (lo resaltado no corresponde al texto). 
     Al ser un deber del Director Provincial establecer sistemas y procesos de aplicación de los 
programas de afiliación y recaudación, entonces es un deber suyo agilitar la recaudación de las 
obligaciones vencidas, inclusive la acción coactiva para lo cual se hace necesario la emisión del título 
de crédito, por lo que es el Director Provincial la autoridad competente para legalizar los títulos de 
crédito, en caso de ausencia, el funcionario que lo subrogue.  
5.7 LEGALIDAD Y LEGITIMIDAD EN LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE 
CRÉDITO 
5.7.1 LEGALIDAD EN LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
     Un título de crédito es legal, cuando ha cumplido con el debido proceso contenido en las leyes y la 
Constitución de la República del Ecuador, en caso de que una glosa que ha sido impugnada no fue 
recurrida por el presunto deudor, o si lo fue, mediante Acuerdo la Comisión Provincial de Prestaciones 
y Controversias y/o Comisión Nacional de Apelaciones confirma la glosa impugnada. 
     Del otro lado, se dirá que si un título de crédito proveniente de una glosa impugnada que no ha sido 
conocido y resuelto por el órgano competente y aun así se ha emitido el título de crédito, éste, no es 
legal.  
     Del mismo modo cuando no ha sido notificado al presunto deudor la obligación mediante la 
correspondiente glosa y ha sido emitido el título de crédito, existe un vicio de procedimiento por lo 




5.7.2 LEGITIMIDAD EN LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO 
     El Art. 946 del Código de Procedimiento Civil, vigente, establece:  
“Art. 946 (Ex: 998).- [Requisito previo para el inicio de la jurisdicción coactiva].- El servidor 
o servidora recaudador no podrá iniciar el procedimiento coactivo sino fundado e la orden de 
cobro, general o especial, legalmente transmitida por la autoridad correspondiente. Esta 
orden de cobro lleva implícita para la servidora o servidor recaudador, la facultad de 
proceder al ejercicio de la coactiva”. 
     De lo citado, se deduce que el título de crédito únicamente goza de legitimidad cuando la autoridad 
competente, en el caso de los títulos de crédito emitidos por el IESS, el Director Provincial, lo ha 
dispuesto y ha solemnizado o legalizado con su firma el acto administrativo de la emisión del título de 
crédito; consecuentemente, en el caso de que una autoridad distinta a la que prevé la Ley autoriza con 
su firma la emisión del título de crédito, se ha producido un error de legitimidad, por lo que de oficio la 
administración debe ordenar que la nulidad de la emisión del título de crédito y que consecuentemente, 
regrese la obligación al estado anterior de glosa, independientemente de las sanciones administrativas a 
las que haya lugar. 
5.8 VICIOS JURÍDICOS EN LA EMISIÓN DEL TÍTULO  DE CRÉDITO 
     De conformidad con Manuel Osorio (2008, p. 984), la palabra “Vicio” dentro del derecho, quiere 
decir: “Defecto que anula o invalida un acto o contrato, sea de fondo o de forma”, en el caso de la 
investigación es el defecto jurídico que anula un acto administrativo que ha sido emitido ya sea sin 
observar lo previsto en la Ley y su Reglamento, o por que una persona distinta a la autoridad dispuesta 
por la Ley para ejercer esa atribución realizó un acto administrativo. Como es lógico pensar, si un acto 
administrativo, se ha emitido violando lo previsto en el la Ley, ese acto, carece de efecto jurídico, por 
lo mismo, la autoridad, a fin de acusar el menor daño posible tanto al administrado como a la 
administración, inmediatamente debe ordenar la nulidad de dicho acto administrativo, 
independientemente de las acciones administrativas, civiles y penales a las que haya lugar en contra de 




5.8.1 CLASES DE VICIOS JURÍDICOS EN LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE 
CRÉDITO 
     Dentro de los vicios jurídicos más frecuentes que se ha observado en el estudio del presente trabajo 
de investigación, se ha determinado que los principales son: 1. La falta de notificación con la glosa; y, 
2. La emisión del título de crédito, sin que se exista Resolución en firme por parte del órgano 
competente cuando la glosa ha sido impugnada.  
     De lo mencionado, se puede colegir que las dos clases de vicios jurídicos expuestos que constituyen 
las causas más frecuentes en la emisión de los títulos de crédito con las que se vulneran el derecho a la 
defensa del administrado son la inobservancia al debido proceso, lo que equivale a dejar a una persona 
en la indefensión; puesto que si no es notificado con la glosa, ésta, no puede defenderse, lo cual lesiona 
sus derechos de una manera flagrante; del mismo modo, si el glosado presenta por escrito ante la 
Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias, su inconformidad al contenido de la glosa, 
observando el término de ocho (8) días, con los documentos probatorios y no recibe respuesta en el 
tiempo establecido, y aun así emite el título de crédito, entonces ese título de crédito adolece de vicio 
de legalidad, por haberse emitido contrariando lo dispuesto en el Art. 59 de la Resolución C.D. 301, 
que expresamente establece:  “…que suspenderá la continuación del trámite de emisión de títulos, hasta que 
exista resolución ejecutoriada”. 
5.8.1.1 LA FALTA DE NOTIFICACIÓN DE LA GLOSA 
     Notificación, es la acción y efecto de notificar, hacer conocer algo a alguien. En Derecho, significa 
hacer conocer mediante un documento la resolución tomada por la autoridad respecto de derechos y/o 
obligaciones del administrado. Entonces, para efectos del presente trabajo, notificar, significa: “hacer 
conocer al presunto deudor que están pendientes de pago obligaciones patronales, para lo cual el 
Instituto otorga un plazo legal para cancele y de ser el caso impugne la glosa, observando la 
normativa del aplicable al caso”. 
     Cuando no se ha notificado al presunto deudor  con la glosa que contiene obligaciones patronales y 
se emitió el título de crédito, se ha vulnerado el derecho a la legítima defensa, consagrado en el Art. 76 




     En el capítulo IV de la Resolución C.D. 301, está establecida la normativa relativa a la notificación 
e impugnación de glosas, de lo que se puede resumir que: dentro de los ocho días subsiguientes a la 
emisión de la glosa, el Director Provincial bajo su responsabilidad debe notificar al deudor, al que se 
le concede ocho días término para cancelar o impugnar. 
     Cabe hacer hincapié, en la palabra deudor que prescribe el Art 58, de la norma revisada; cuando se 
refiere al glosado como deudor y no como presunto deudor, la norma ya está dando por hecho que la 
deuda es real, entonces cabe preguntar, ¿si es deudor, por qué la norma le concede ocho días para que 
pague o desvanezca el contenido de la glosa?, nuevamente se vulnera otro derecho contemplado en el 
numeral 2 del Art. 76 de nuestra Constitución: “Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada 
como tal, mientras no se declare se responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada” (lo 
resaltado no es parte del texto).  
     Consecuente con esta garantía, en el numeral 1 del mismo artículo establece: “Corresponde a toda 
autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes”.  
     Entonces, corresponde al Director General y al Director Provincial vigilar que no se cometan 
excesos de autoridad o ilegalidades en sus actos administrativos, caso contrario son sujetos de 
sanciones administrativas ya sea por acción u omisión.  
     Si existen títulos de crédito emitidos sin haberse cumplido con una solemnidad sustancial como es 
la notificación de la glosa, la autoridad de oficio debe disponer la nulidad de ese acto, de lo contrario, 
se estaría de frente a un exceso de autoridad y violación de los derechos subjetivos de los derechos 
humanos, relativo al derecho a la defensa de los empleadores. 
5.8.1.2 LA EMISIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO, SIN QUE SE EXISTA 
RESOLUCIÓN EN FIRME POR PARTE DEL ÓRGANO COMPETENTE 
CUANDO LA GLOSA HA SIDO IMPUGNADA  
     Con sólo enunciar este subtema, se puede colegir que si el Instituto emite un título de crédito que 
está pendiente de resolución la glosa que ha sido impugnada, su acto administrativo es nulo, por cuanto 
no se ha resuelto el recurso administrativo de la impugnación y peor aún la apelación si la hubiere. De 
ocurrir estos casos, la autoridad independientemente de las responsabilidades administrativas a las que 
haya lugar en contra de los funcionarios que emitieron el título de crédito y que remitieron para la 
firma de la autoridad, de oficio debe disponer la nulidad de la emisión del título de crédito y disponer 
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que se remita el informe a la Comisión de Prestaciones y Controversias de la provincia competente a 
fin de que mediante Acuerdo disponga lo que corresponda. 
5.9 EL DEBIDO PROCESO 
     El debido proceso es la garantía que tenemos todos los ecuatorianos, de recurrir ante la autoridad y 
ser oídos cuando nuestros derechos subjetivos se encentran mermados o afectados, para el efecto, la 
administración pública a través de las Instituciones que la conforman está dotada de potestad 
legislativa para legislar los aspectos que no contempla la Ley, por lo que mediante Reglamento, 
Resoluciones, Acuerdos, etc., establece el camino para hacer efectiva la Ley, por lo mismo, esta 
normativa secundaria debe guardar armonía con la Ley y la Constitución de la República y Tratados 
Internacionales firmados y legalmente reconocidos por el Ecuador, caso contrario esta normativa 
carece de efectividad y en vez de afirmar la Ley y dictar normas claras, crean un verdadero caos legal 
tanto para el Instituto como para los sujetos obligados. 
5.9.1 EL DEBIDO PROCESO EN LA CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL 
ECUADOR 
     Se considera que no es suficiente insistir en el debido proceso en la emisión de los títulos de crédito, 
pues con este documento se estaría condenando al pago inclusive mediante acción coactiva valores que 
no han sido constituidos como determinados y líquidos, es por esto que la Constitución de la República 
del Ecuador ampara varios derechos humanos, basados en el debido proceso, estableciendo que en todo 
proceso “…en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al 
debido proceso….”, es decir que el debido proceso, no es discrecional ni potestad de ninguna autoridad 
judicial o administrativa, sino una garantía constitucional a la que todos estamos obligados a cumplir y 
velar por que no se vulnere esta garantía, es en este sentido que el numeral del mismo artículo establece 
que la autoridad debe garantizar el cumplimiento de las normas, so pena de sanciones ya sea 
administrativas, civiles o penales según sea el caso. 
5.9.2 EL DERECHO A LA DEFENSA EN LA CONSTITUCIÓN DE  LA 
REPÚBLICA DEL ECUADOR 
     Todo Acto Administrativo emitido por la Administración, que no ha sido notificado al administrado, 
vulnera el debido proceso y el derecho a la defensa de las personas, al respecto el literal a) del numeral 
7) del Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador,  respecto del derecho de las personas a la 
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defensa, relativo al debido proceso que asegura garantías básicas en aquellos procesos en que se 
determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, establece: “Nadie podrá ser privado del derecho a 
la defensa en ninguna etapa o grado del procedimiento”, para asegurar su vigencia, el literal m) ibídem, 
establece que es derecho de las personas  “Recurrir el fallo o resolución en todos los procedimientos en los 
que se decida sobre sus derechos”.  
     En el caso de los títulos de crédito que se han emitido por el IESS sin que la obligación haya sido 
notificada al presunto deudor, carece de legalidad, por lo tanto su emisión será nula, consecuentemente, 
la Administración de oficio debe corregir este Acto Administrativo de emisión del título de crédito, 
independientemente de que se establezcan responsabilidades al servidor que ocasionó este acto nulo. 
Del mismo modo cuando se ha emitido un título de crédito sin que exista Resolución de la glosa que ha 
sido recurrida ante la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias en primera instancia 
administrativa, su emisión constituye un acto nulo. 
5.10 CAUSAS DE NULIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS POR FALTA DE 
MOTIVACIÓN 
     Cuando se ha emitido un acto administrativo sin que exista la motivación establecida en el literal l, 
del numeral 7, del Art. 76, de la Constitución de la República del Ecuador, que dice:  
“Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en 
la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se explica 
la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos administrativos, 
resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán nulos. 
Las servidoras o servidores responsables serán sancionados” (lo resaltado me pertenece). 
     De lo manifestado, se deduce que si ese acto administrativo no fue emitido con la debida 
fundamentación  jurídica (motivación) son nulos por mandato constitucional, independeintemente de 
las sanciones a las que haya lugar, de no anular la emisión del título de crédito, el administrado puede 
interponer en contra de la administración una acción de protección ante la justicia ordinaria, conforme 
lo dispone el Art. 88, ibídem: 
“La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos 
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de 
derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial; 
contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos 
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constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del 
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o 
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o 
discriminación”. 
      Concedida la accion de proteccion en contra de esta arbitrariedad, la autoridad dispone que el acto 
admnistrativo sea declarado nulo, independientemente de sus consecuencias jurídicas. 
     La administracion pública para no cometer excesos de autoridad dentro de sus atribuciones, debe 
disponer de oficio, que se corrija la emisión de un acto administrativo que ha sido emitido sin observar 
el debido proceso, en el caso del IESS, cuando se ha emitido un título de crédito sin que se haya 
cumplido con el debido proceso de la notificación de la glosa o cuando no existe Resolución del 
órgano competente respecto de la glosa recurrida, no existe la motivación de que ha causado estado ya 
sea por mandato legal o por resolución, entonces obligatoriamente, antes de causar daños irreparables, 
la autoridad debe disponer la nulidad del acto de emisión del título de crédito. 
     De otro lado, Secaira (2004, p. 179), con relación a la motivación manifiesta:  
“Para explicar el alcance de la motivación, tomaremos el concepto expresado por el tratadista 
Agustín Gordillo en su libro “Derecho Administrativo Tomo III; quien dice: “La motivación es 
una declaración de cuáles son las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la 
emanación, o sea los motivos o presupuestos del acto; constituye por lo tanto la 
fundamentación fáctica   y jurídica con la que la administración entiende sostener la 
legitimidad y oportunidad de la decisión tomada y ese es el punto de partida para el 
juzgamiento de esa legitimidad…”. 
     Tomando lo manifestado por Secaira, y aplicando al tema de la investigación, puede decirse que el 
título de crédito goza de legitimidad, sin embargo, si no fue notificado al presunto deudor, ese título de 
crédito carece de motivación pues no cumplió con la etapa necesaria de la notificación de la obligación, 
notificación necesaria para que el administrado haga uso de su derecho constitucional del derecho a la 
defensa tutelado por la Constitución de la República e Instrumentos Internacionales, consecuentemente 
ese título de crédito tiene un vicio de legalidad por no cumplir con requisito y por lo mismo su emisión 
debe ser declarado nulo.   
80 
 
5.11 LA ANULACIÓN DEL TÍTULO DE CRÉDITO EN LA LEY DE SEGURIDAD 
SOCIAL  
     Revisada la Ley de Seguridad Social, en ninguna parte menciona de la anulación de los títulos de 
crédito, es únicamente en el Art. 75 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, que 
menciona: 
“De la anulación de los títulos de crédito.- En el caso de error evidente previsto por el 
artículo 287 de la Ley de Seguridad Social, previo a la revocatoria del auto de pago, el Juez de 
Coactiva dispondrá que la Unidad Provincial de Afiliación y Control Patronal proceda a la 
verificación de los hechos y del informe, investigación que deberá cumplirse en el término de 
ocho (8) días, en base a lo cual se dispondrá la anulación del título de crédito y el archivo del 
proceso coactivo, o de ser el caso se continuará con el trámite, según corresponda”. 
     Este artículo hace referencia al Art. 287 de la Ley de Seguridad Social, por lo que a continuación se 
procederá analizar su contenido, a fin de averiguar si en efecto dicho artículo menciona al error 
evidente contenido en el título de crédito. 
5.11.1 EL ART. 287 DE LA LEY DE SEGURIDAD SOCIAL 
     En la parte final del inciso segundo del Art. 287 de la Ley de Seguridad Social, establece “…En el 
caso de error evidente el propio juez de coactiva
28
 puede revocar el auto de pago coactivo…”, esta disposición 
aparece en el contexto del artículo correspondiente a la Jurisdicción Coactiva de la que se halla 
investido el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, para realizar “…el cobro de aportes, fondos de 
reserva, descuentos, intereses, multas, responsabilidad patronal, aportaciones obligatorias del Estado, así como 
de crédito y obligaciones a favor de sus empresas”, acto seguido en el inciso segundo prescribe: 
“Por su naturaleza y fines, la jurisdicción coactiva de que trata el presente artículo es 
privativa del Instituto, no es de carácter tributario, puesto que los aportes y fondos de reserva 
emanan de la relación de trabajo. Los juicios de excepciones que se dedujeren, se 
substanciarán con arreglo al trámite dispuesto en el Código de Procedimiento Civil. No se 
admitirán excepciones, cualquiera fuera el motivo o fundamento de estas, sino después de 
realizada la consignación prevista en el Código de Procedimiento Civil…”.  
                                                 
28 De conformidad con las reformas al Código de Procedimiento Civil, publicadas en el Registro Oficial Nº 583, del jueves 24 
de noviembre del 2011, los servidores recaudadores tienen la calidad de jueces especiales llamados jueces de coactiva. 
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     Como se puede observar, esta disposición legal, nada menciona del título de crédito por lo tanto no 
dice que el Director Provincial puede revocar la emisión del título de crédito, sino se refiere de manera 
taxativa al Juez de Coactiva, por lo que a juicio del autor, el error evidente al que se refiere esta 
disposición legal es al ocurrido dentro del juicio coactivo, por ejemplo: cuando en la citación con el 
auto de pago consta una persona Juan Taipe , distinta a la que consta en el título de crédito Juan Tipán, 
ante este error, el Juez de Coactiva está en la obligación de subsanarlo mediante providencia en la que 
debe obligatoriamente disponer que se revoque el auto de pago y ordenar su archivo, por error en la 
personaría jurídica. Sin embargo, acto seguido se considera que debe decretar el nuevo auto de pago al 
deudor que consta en el título de crédito, con lo que garantiza que las acreencias se cobren al verdadero 
deudor.  
5.11.2 EL ART. 75 DEL REGLAMENTO DE AFILIACIÓN Y CONTROL 
CONTRIBUTIVO, RESOLUCIÓN C.D. 301 
     Como quedó escrito en líneas anteriores, la normativa secundaria, obligatoriamente debe guardar 
armonía con la Ley Principal, la Constitución de la República del Ecuador y los Tratados 
Internacionales firmados y legamente reconocidos por el estado ecuatoriano, por lo que se realizará un 
exhaustivo análisis del contenido del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo contenido en la 
Resolución C.D. 301 y de manera puntual lo previsto en el Art. 75. Cabe anotar, que no se analizará el 
contenido del Art. 76 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, expedido mediante 
Resolución C.D. 221,
29
  respecto de la anulación de títulos de crédito, que estuvo en vigencia hasta el 
10 de enero del 2010, en razón de que contiene el mismo texto que el Art. 75 de la Resolución C.D. 
301, por lo que se analizará esta última, la que misma que señala  “En caso de error evidente previsto en el 
artículo 287 de la Ley de Seguridad Social…”, sin embargo, como ya se dejó indicado anteriormente, dicho 
artículo 287, no se refiere a ningún error evidente relativo al título de crédito, sino al auto de pago 
dentro de la acción coactiva. De otro lado, esta parte de la norma, prevé que en caso de error evidente, 
sin especificar las causales de error evidente, sino que de manera expresa se refiere que en caso de 
error evidente, como si la Administración ya determinó que la emisión del título de crédito tiene error 
evidente, si fuera así, ¿por qué no dispone de oficio que se revoque la emisión del título de crédito?, 
¿por qué espera a que el empleador o sujeto obligado presente una petición? No obstante, a 
continuación dispone que “… previo a la revocatoria del auto de pago…”, es aquí que se produce a juicio 
                                                 
29 Observado el contenido de la Resolución C.D. 221, relativo a la anulación de títulos de crédito, se observa que es el mismo 





del autor, el inicio de la incongruencia legal, pues se presume de Derecho que la obligación está 
legalmente constituida en un título de crédito y por lo mismo no es susceptible de ningún recurso, que 
no esté contemplado en la Ley, peor aún por otra autoridad que no sea la que emitió el título de crédito, 
pues la autoridad que legaliza el título es el Director Provincial y el que ejecuta su cobro mediante 
acción coactiva es el Juez de Coactiva, independientemente de que las dos dignidades recaigan en la 
misma persona, son dos autoridades distintas.  
     Amén de lo manifestado, el mencionado artículo consta de dos momentos: 1. Cuando las peticiones 
deben ser admitidas a trámite: 1.- “…el  juez de coactiva dispondrá que la Unidad Provincial de Afiliación y 
Control Patronal proceda a la verificación de los hechos y del informe, investigación que deberá cumplirse en el 
término de ocho (8) días…”, este fragmento del artículo, parte del supuesto de que existe un error 
evidente, por lo que el juez de coactiva, dispone a la unidad Provincial de Afiliación y Control Patronal 
que proceda a la verificación de los hechos, no específica a que hechos se refiere; si a los hechos que 
argumenta el recurrente; esto es que la relación laboral terminó con su trabajador? O a otro hecho de 
diferente índole, como por ejemplo negligencia del servidor que actuó en incluir en el listado de los 
títulos de crédito que fueron remitidos al Director Provincial sin verificar si cumplió o no con el debido 
proceso.  
     En el segundo momento, este artículo, dispone que “…en base a lo cual se dispondrá la anulación del 
título de crédito y el archivo del proceso coactivo, o de ser el caso se continuará con el trámite, según 
corresponda”, para que se cumpla con la segunda parte y no menos importante, relativo al contenido de 
este artículo, se necesita del informe de la Unidad de Afiliación y Control Patronal, ¿Qué sucede si el 
coactivado impugna sin argumentos legales buscando únicamente crear incidentes para retrasar el 
cobro del título de crédito?, ¿y el informe concluye que se ha cumplido con el debido proceso y por lo 
tanto no es procedente la anulación del título de crédito?, ¿Cuál es la sanción legal para el coactivado 
que lo único que hace es retrasar el trámite coactivo y en ese espacio de tiempo todos los bienes fueron 
enajenados, con lo cual puede afectar legítimos derechos del trabajador?, la norma no dice nada al 
respecto por lo que se produce un vacío al no contemplar sanción alguna. Si fuera el caso, al Instituto 
lo único que le queda es acudir a la norma civilista auxiliar para que la autoridad disponga mediante 
sentencia lo que corresponda. ¿O por el contrario, que sucede si en la emisión del título de crédito no se 
observó la normativa vigente?, si la deuda está basada en la presunción legal conforme al Art. 948, de 
Código de Procedimiento Civil vigente, “(Ex: 1000).- [Condiciones de la deuda].- Para que se ejerza la 
coactiva, es necesario que la deuda sea líquida, determinada y de plazo vencido, cuando lo hubiere”, es decir 
que el servidor que remitió los títulos de crédito impresos para la firma del Director Provincial, verificó 
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que dicho título cumplió con los requisitos exigidos por esta norma, sin embargo, el peticionario 
prueba que la relación laboral terminó? Como debería actuar la autoridad? 
5.11.3 RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 12000000-672, PARA LA ANULACIÓN 
DE TÍTULOS DE CRÉDITO 
     Como se puede observar, el Reglamento no contiene las causales por las cuales se pueda concluir 
que existe error evidente en la emisión del título de crédito y por lo mismo se deba declarar nulo su 
emisión, por lo que el Instituto en apego a su potestad legislativa, mediante Resolución Administrativa 
12000000-672, de 15 de mayo de 2009, dictada por el Director General del IESS, en el Art. 77, 
prescribe: 
“Revocatoria del auto de pago.- Los autos de pago contentivos de una obligación 
representada en un título de crédito, podrán revocarse cuando exista error evidente sean estos 
de orden administrativo o técnico legal, debidamente fundamentados. Recibida la petición del 
interesado, el Juez de Coactiva dispondrá mediante providencia que la Unidad de Afiliación y 
Control Contributivo verifique los hechos y emita un informe en el término de ocho días, de 
confirmarse el error, el Juez dispondrá lo que corresponda.”. 
      Siendo ésta, una normativa secundaría que debe aclarar lo que no consta en el Reglamento, no lo 
hace, sino únicamente se refiere de manera vaga, cuando exista, 1.- Un error ya sea “de orden 
administrativo”, debe necesariamente indicar taxativamente cuál es ese error administrativo, de lo contrario es 
una norma estéril sin ningún valor legal; y, “o técnico legal”, quizás el legislador quiso decir error evidente 
de orden técnico legal, ¿a la falta de una legislación acorde a la normativa superior?, entonces estamos 
frente a una falencia de técnica legislativa del legislador, por lo que la norma quedó obscura carente de 
valor jurídico. 
     A juicio del autor, lo que debió haberse legislado es el contenido de las causales jurídicas por las 
cuales el acto administrativo de la emisión del título es nulo, ya sea por contener vicios jurídicos de 
procedimiento o por contener vicios de legitimidad. Por lo tanto este Instructivo en vez de sustentar al 
Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, creó confusión a los servidores del Instituto que 
tenían que emitir los informes relativos a las peticiones de anulación de títulos de crédito y a los 
administrados o sujetos obligados sin que tengan una normativa clara para recurrir. 
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5.11.4 CAUSALES PARA LA ANULACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO 
CONFORME LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 12000000-760, DE 17 DE 
AGOSTO DE 2010 
     Con el propósito de corregir este desatino jurídico, el Director General, mediante Resolución 
Administrativa 12000000-760
30
 de 17 de agosto de 2010,  deroga la Resolución Administrativa 
12000000-672, a la vez que dispone “Aprobar el PROCESO ADMINISTRATIVO PARA DILIGENCIAS Y 
PROCEDIMIENTO PARA ANULACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO”, el mismo que contiene las causales 
para la anulación de títulos de crédito que a continuación se analiza su contenido: “Artículo1.- 
Definiciones.- Para efectos de evocatoria de autos de pago y anulación de títulos de crédito se consideran las 
siguientes definiciones” “1.1. Error evidente…” a continuación se detalla las causales: 
 “a) La ilegitimidad de personería tanto en personas naturales como jurídicas”;  
 “ b) La falta de notificación de la obligación es estado de glosa”; 
 c) “La cancelación total de la obligación, siempre que esta se hubiere producido dentro del plazo legal 
concedido para realizar cualquier observación o reparo”;  
 “d) Avisos de salida remitidos y registrados en el sistema historia laboral, antes de la notificación de la 
glosa”; 
 “e) “Actas de finiquito suscritas y legalizadas antes de la notificación de la glosa” 
5.11.4.1 LA ILEGITIMIDAD DE PERSONERÍA TANTO EN PERSONAS 
NATURALES COMO JURÍDICAS 
     Si el título de crédito está emitido a una persona distinta a la que corresponde y por lo tanto es 
ilegítima la personería, la etapa procesal para desvirtuar esta deuda es cuando la notificación fue 
realizada al todavía presunto deudor con la glosa conforme se dejó señalado, de conformidad con el 
Art. 58 y siguientes de la Codificación del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, expedido 
mediante Resolución C.D. 301, en razón de que una vez emitido el título de crédito, la obligación 
conforme ya se indicó por presunción legal, es una deuda líquida, determinada y de plazo vencido, por 
lo tanto a juicio del autor esta causal no tiene sustento legal, más aún cuando está en una normativa 
inferior que contradice al Reglamento y al Código de Procedimiento Civil. 
                                                 
30
 Para mejor comprensión, ver anexo 3, correspondiente a la Resolución Administrativa 12000000-760.  
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5.11.4.2 LA FALTA DE NOTIFICACIÓN DE LA OBLIGACIÓN ES ESTADO 
DE GLOSA 
     El literal b) de la norma citada, establece “La falta de notificación de la obligación es estado de glosa”, 
con esta causal, el autor está de acuerdo por lo ya expuesto anteriormente, por lo tanto no amerita más 
comentario. 
5.11.4.3 LA CANCELACIÓN TOTAL DE LA OBLIGACIÓN, SIEMPRE QUE 
ÉSTA, SE HUBIERE PRODUCIDO DENTRO DEL PLAZO LEGAL 
CONCEDIDO PARA REALIZAR CUALQUIER OBSERVACIÓN O REPARO 
     El literal c) prescribe “La cancelación total de la obligación, siempre que esta se hubiere producido dentro 
del plazo legal concedido para realizar cualquier observación o reparo”, cuando el sujeto obligado no 
cancela la obligación conforme establece el inciso cuarto del Art. 73 de la Ley de Seguridad Social: 
“El empleador y el afiliado voluntario están obligados, sin necesidad de reconvención 
previa, a pagar las aportaciones del Seguro General Obligatorio dentro del plazo de quince 
(15) días posteriores al mes que correspondan los aportes. En caso de incumplimiento, serán 
sujetos de mora sin perjuicio de la responsabilidad patronal a que hubiere lugar, con sujeción 
a esta Ley” (lo resaltado corresponde al autor). 
     Dicho sujeto obligado ha obrado contrario a la Ley, por lo que sería un candidato ideal para una 
sanción, sin embargo, contrariando a esta disposición legal, el Art. 43 de la Resolución C.D. 301, 
tantas veces enunciada, prescribe: 
“De la emisión de obligaciones patronales en mora.- La Dirección Provincial establecerá las 
obligaciones de aquellos empleadores o sujetos de protección, según corresponda, registrados 
en el Sistema Historia Laboral, cuando acusen mora por períodos superiores a noventa (90) 
días, procesos que estarán a cargo de las unidades de Afiliación y control Patronal de cada 
jurisdicción provincial”. 
     Nada se sabe por qué el Instituto, mediante Reglamento establece la emisión de obligaciones cuando 
acusen mora por períodos superiores a noventa (90) días, si el Art. 73  indicado, dispone que la 
obligación de cancelar los aportes hasta quince días posteriores al mes que correspondan los aportes, 
más aún cuando el Art. 78 de la Ley de Seguridad Social prescribe sanción penal contra los 
empleadores que hayan retenido los aportes y no los haya depositado en el plazo máximo de noventa 
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días de haber sido retenido
31
, (no se abundará en el contenido de este artículo por no se parte del 
presente trabajo, sino únicamente lo dejaré citado por motivos que existe contradicción entre las 
normativas principal y secundaria). 
     Es en el Art. 44, de la misma Resolución C.D. 301, en que aparece la palabra glosa, y de la 
siguiente manera establece: “De la recaudación de las obligaciones patronales.- Las Direcciones  
Provinciales a través de las unidades administrativas correspondientes, tienen la responsabilidad de gestionar la 
recaudación de los valores establecidos en las glosas y otras obligaciones a favor del IESS”, entonces la glosa 
es un documento en el que se describe una deuda, respecto de pagos incumplidos ya sea por aportes, 
fondos de reserva, descuentos por préstamos, pago por responsabilidad patronal, etc., la misma que es 
puesta en conocimiento del presunto deudor, al que le concede ocho (8) días término para que pague o 
desvanezca la deuda. Lógicamente si es cancelada dentro del plazo establecido, no puede ser 
transferida a título de crédito, en razón de que el mismo sistema no lo permite, pues una vez cancelada 
la obligación constante en la glosa, la cuenta individual de los afiliados se actualiza su pago, 
reflejándose en el mismo sistema. 
     Sin embargo, existe también un modo de pago llamado Acuerdo Administrativo de Pago, que 
rompe con lo establecido en el Reglamento respecto de los ocho (8) días término para cancelar la glosa, 
puesto que si el deudor reconoce la deuda, puede consolidar varias glosas y solicitar este Acuerdo que 
se basa en la confianza entre el IESS y el deudor para cancelar en cuatro pagos de 25% cada uno, en el 
plazo de noventa días. Para el efecto, el deudor solicita al Director Provincial, mediante carta que le 
conceda pagar la obligación mediante este convenio cancelando al inicio el 25% del total de la deuda 
sumado los intereses. Cuando el deudor cancela la cuota inicial y no lo hace con cualquiera de las 
restantes, se rompe este acuerdo y es cuando el total de la deuda es transferida a títulos de crédito 
procediendo a devolver lo cancelado mediante nota de crédito.  
     Entonces no es verdad que se pueda emitir un título de crédito, si ha sido cancelada la obligación 
dentro del plazo establecido, por lo tanto no se comprende cual es el verdadero alcance de su texto, 
consecuentemente el autor considera que esta causal no tiene ningún sentido legal. 
                                                 
31 En el Art. 73, la Ley de Seguridad Social establece que la fecha de cancelar los aportes es dentro del plazo quince (15) días 
posterior al mes que corresponda. De otro lado, si empleador no deposita los aportes retenidos en el plazo de noventa días, en 
el artículo 78 de la misma, establece una sanción penal y una multa igual al duplo de los valores no depositados. Para 
establecer el delito tipo, el Director General o el Director Provincial del IESS, debe informar a la fiscalía de la respectiva 
provincia, para que inicie la correspondiente instrucción fiscal. 
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5.11.4.4 AVISOS DE SALIDA REMITIDOS Y REGISTRADOS EN EL SISTEMA 
HISTORIA LABORAL, ANTES DE LA NOTIFICACIÓN DE LA GLOSA 
     El literal d) de la misma Resolución Administrativa, establece como causal para anular el título de 
crédito “Avisos de salida remitidos y registrados en el sistema historia laboral, antes de la notificación de la 
glosa”, nuevamente la norma inferior contradice a la superior, pues ésta concede únicamente tres días 
término para dar el aviso de salida de su trabajador cesante, entonces ¿por qué este Instructivo concede 
al deudor más de tres meses para que ingrese el aviso de salida?, si se toma en cuenta que la Ley y el 
Reglamento establece que si el empleador no cancela las planillas por tres meses consecutivos se emite 
la glosa y luego de ocho días de su emisión se notifica al empleador al que se concede ocho (8) días 
término para que pague o impugne la glosa; es decir que se ha violado lo prescrito en el Art. 73 de la 
Ley de Seguridad Social, ¿por qué el IESS no respeta su legislación superior si claramente el Art. 18 
ibídem, dice que el IESS está sujeto a las normas del Derecho Público?
32
, es decir que sus normas son 
de aplicación directa al tenor de lo que manifiesta la letra. 
     Debido a la gran cantidad de glosas que administra el IESS para su cobro, muchas de ellas se 
conoce que han sido notificadas inclusive con un retraso de varios meses inclusive de años, entonces el 
empleador o glosado que ha inobservado la disposición de dar el aviso de salida dentro de los tres días 
término por inoperancia de la administración, con tal que haya ingresado el aviso minutos antes de ser 
notificado es causal de anulación del título de crédito.  
     Inclusive en la práctica esto no ocurre, en razón de que los avisos de salida son ingresados por el 
sistema historia laboral, el cual no reconoce si no está dentro del tiempo legalmente establecido para 
ello, consecuentemente la emisión de planillas no se detienen entrando en círculo vicioso, pues al estar 
varias planillas en mora, se vuelven a generar glosas, las que son notificadas al glosado el mismo que 
se niega a impugnar puesto que dio el aviso de salida aun con varios meses de retraso, por ello nuevos 
períodos que constan en las glosas que no han sido impugnadas se transfirieren a título de crédito.  
     Como puede observarse, esta causal para anulación de títulos de crédito, no es aplicable ni en la 
práctica y peor en la Ley, por lo que muchos pedidos de anulación de títulos no fueron atendidos, los 
mismos que iniciaron la acción coactiva.  
                                                 
32 Para establecer que las normas que rigen el IESS están regidas por el Derecho Público el Art. 18 de la Ley de Seguridad 





5.11.4.5 ACTAS DE FINIQUITO SUSCRITAS Y LEGALIZADAS ANTES DE LA 
NOTIFICACIÓN DE LA GLOSA 
     Finalmente, está el literal e) como causal para la anulación de título de crédito establecido con el 
siguiente texto: “Actas de finiquito suscritas y legalizadas antes de la notificación de la glosa”.  De 
conformidad con este literal para que sea válido el pedido de anulación de títulos de crédito, debe 
cumplir dos condiciones: 1) que la terminación de la relación laboral se haya  producido por mutuo 
acuerdo; y, 2) que el acta de finiquito esté legalizada antes de la notificación de la glosa.  
     Nada dice de las otras formas de terminación del contrato individual del trabajo como son: 1. 
Mediante Resolución del Inspector por causales establecidos en el Art. 172
33
  del Código del Trabajo, 
así como tampoco nada dice de la terminación de la relación laboral por causales establecidas en el Art. 
173, ibídem
34
; 2. Cuando la relación laboral se termina mediante un Acta emitida por un Tribunal de 
Mediación y Arbitraje, proveniente de un conflicto colectivo al cual las partes no han llegado a un 
acuerdo; 3. Cuando la relación laboral termina dentro de los noventa (90) días del contrato a prueba, 
previsto en el Art. 15. Ibídem, que  establece  “…Durante  el plazo de prueba, cualquiera de las  partes lo 
puede dar por terminado libremente…”,  consecuentemente, no  existe  Acta  de  Finiquito;  4. Cuando 
termina la relación laboral por terminación de la obra cierta; y, 5. Cuando la relación laboral termina 
por sentencia ejecutoriada dictada por el Juez competente.  
     De lo revisado, no obstante que la etapa procesal para impugnar obligaciones ya no es la adecuada 
por estar la obligación en estado de título de crédito, establecer una sola manera de terminación de la 
relación laboral es inadecuada, por lo tanto esta causal es un despropósito jurídico. 
5.12 ANÁLISIS DE CONCORDANCIA ENTRE LA LEY, EL REGLAMENTO Y EL 
INSTRUCTIVO 
     Cuando existen inconsistencias jurídicas de falta de armonía entre la Ley y el Reglamento o de éste 
con una norma inferior como el Instructivo, el Art. 425 de la Constitución de la República del Ecuador 
establece: 
                                                 
33 En el Art. 172 del Código del Trabajo, constan las siete causales por las que el empleador puede dar por terminado el 
contrato individual de trabajo con su trabajador. 
34 En el Art. 173 del mismo cuerpo legal, establece las causales por las cuales el trabajador puede dar por terminado el 
contrato de individual de trabajo con su empleador. 
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“…El orden jerárquico de aplicación de las normas será el siguiente: La Constitución; los 
tratados y convenios internacionales; las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas 
regionales y las ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; los 
acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de los poderes públicos. En caso 
de conflicto entre normas de distinta jerarquía, la Corte Constitucional, las juezas y jueces, 
autoridades administrativas y servidoras y servidores públicos, lo resolverán mediante la 
aplicación de la norma jerárquica superior”. 
     De lo expuesto se desprende que al no existir concordancia entre la norma inferior con la superior; 
esto es entre la norma reglamentaria con la legal, debe aplicarse obligatoriamente la norma legal, es 
decir lo que establece la Ley de Seguridad Social en su Art. 287 de la ley citada, el cobro de los valores 
adeudados emanados de la relación de trabajo, salvo que el coactivado demande ante la autoridad 
competente en sede judicial el juicio de exepciones luego de realizada la correspondiente consigación 
prevista en las reformas al Art. 968 del Código de Procedimeinto Civil
35
, concernientes al juicio de 
expeciones a jucio coactivo que establece “Cuarta: Sustitúyase el primer y tercer inciso del artículo 968 del 
Código de Procedimiento Civil, por los siguientes textos:”  
“Serán admisibles las excepciones que se deduzcan  en jucio coactivo” “Para que el trámite 
de las excepciones suspenda la ejecución coactiva, será necesaria la consignacion de la 
cantidad a que ascienda la deuda, sus intereses y costas, aún en el caso de que dichas 
excepciones propuestas versaren sobre falsificacion de documentos o sobre prescripción de la 
acción”. 
     Al examinar el contenido de esta disposicion legal, se colige que la acción coactiva no puede 
detenerse, salvo que el Juez que ha aceptado a trámite el juicio de excepciones conforme dispone la 
reforma  “Sexta: Si el deudor no acompaña a su escrito de excepciones la prueba de consignación, no se 
suspenderá el procedimiento coactivo y el juicio de excepciones seguirá de esa forma”, entonces se deduce 
que si el deudor no ha consignado conforme indica la reforma cuarta, no hay disposición para que se 
detenga el procedimiento coactivo, para el efecto la reforma Séptima dispone que se agregue al final 
del artículo 976 del Código de Procedimiento Civil, el siguiente texto: “De no haberse suspendido la 
ejecución coactiva, la sentencia ordenará la cancelación del procedimiento coactivo, o la reparación integral al 
actor, de haber concluido aquel”, es decir que el Juez mediante sentencia ejecutoriada dispondrá que el 
deudor cancele el valor total del procedimiento coactivo, o de lo contrario se repare al actor conforme a 
la sentencia. 
                                                 
35 Las reformas al Código de Procedimiento Civil, relativas al procedimiento del juicio de excepciones, se publicó en el 
Registro Oficial Nº 583 de  jueves 24 de noviembre del 2011. 
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     Hasta aquí queda demostrado que el Art. 75 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, 
no es aplicable por cuanto es contrario a la Ley de Seguridad Social y por lo mismo atenta al orden 
jurídico vigente, en virtud de que la Ley se refiere, que en caso de error evidente el propio juez de 
coactiva puede revocar el auto de pago coactivo; en tanto que el Reglamento se refiere a la anulación 
del título de crédito. Del mismo modo, el Instructivo emitido mediante Resolución Administrativa 
12000000-760, de 17 de agosto de 2010, que establece causales para impugnar obligaciones cuando la 
obligación tiene el carácter de firme no es aplicable, por lo que la Administración  mediante 
Resolución Administrativa 12000000-066
36
 de 26 de enero de 2012, revocó dicha resolución. 
     Cuando se ha agotado toda instancia administrativa, respecto de la etapa administrativa para 
justificar la obligación patronal, una vez cumplido con el debido proceso, cumpliendo con todos los 
requisitos  y una vez legalizado, por disposición del Art. 70
37
, de la misma Resolución C.D. 301, dentro 
del término de ocho días el Instituto iniciará el proceso coactivo; es decir que el título de crédito se 
convierte en el documentos legal imprescindible para el inicio de la acción coactiva, procedimiento del 
que se explicará en el siguiente capítulo. 
                                                 
36
 Para una mejor comprensión, ver anexo 4, que contiene la Resolución Administrativa No. 12000000-0066.  
37 El Art. 70 de la Resolución C.D. 301, antes citada, prevé: “De la acción coactiva.- Legalizados los títulos de crédito, dentro 
del término de ocho (8) días se iniciará el proceso coactivo bajo la responsabilidad del Director Provincial, de conformidad 











6. EL JUICIO COACTIVO  
     El juicio coactivo, es el procedimiento establecido en la Ley por el cual la administración cobra sus 
acreencias, de manera rápida o sumaria, en virtud de que existe un título de crédito, documento en el 
cual está establecida la deuda de manera determinada, líquida y de plazo vencido, por lo que no es 
necesario acudir ante el Juez de lo civil para que mediante sentencia establezca el Derecho. 
6.1 OBJETIVO DEL PROCEDIMIENTO COACTIVO 
     El procedimiento coactivo tiene por objeto, realizar los cobros de las acreencias que le corresponden 
a una institución determinada del Estado, sin necesidad de acudir a sede o instancias judiciales, de tal 
manera que sea una acción rápida y efectiva, para lo cual se apoya en el Código de Procedimiento Civil 
como norma supletoria, conforme indica el Art. 941:  
“Art. 941 (Ex: 993).- [Objeto del procedimiento coactivo].- el procedimiento coactivo, tiene 
por objeto hacer efectivo el pago de lo que, por cualquier concepto, se deba al Estado y a sus 
instituciones por ley tienen este procedimiento; al Banco Central del Ecuador y a los bancos 
del Sistema de Crédito de Fomento, por sus créditos; al Instituto Ecuatoriano de Seguridad 
Social; y las demás que contemple la Ley”. 
     El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, como otras instituciones del Estado se halla investida 
de la jurisdicción coactiva, con el objeto de cobrar aquellas acreencias que los sujetos obligados le 
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adeudan y que han sido transferidas a título de crédito, en razón de haberse agotado la instancia 
administrativa, respecto de aquellas obligaciones pendientes de pago por concepto ya sea de aportes, 
fondos de reserva, descuentos, responsabilidad patronal, etc.
38
 
     De otro lado, acudir a las instancias judiciales para que por medio de un juez de la función judicial 
se demande la obligación constante en el título, requiere mucho tiempo y desgaste al Estado, saturación 
de causas, etc., es por esto que, para agilitar el cobro de aquellas deudas que le corresponden 
únicamente a la Institución en razón de su ámbito de gestión, mediante Ley, da jurisdicción y 
competencia al representante legal de la Institución o Empresa del Estado para pueda ejercer la acción 
coactiva conforme consta las disposiciones legales del Código de Procedimiento Civil. Para el efecto, 
el Instituto, dedica todo un título y parte de otro
39
, legislación que está en armonía con lo establecido en 
el Código de Procedimiento Civil. 
6.2 DE LA JURISDICCIÓN COACTIVA 
     La jurisdicción coactiva es privativa de las Instituciones del Estado, para realizar cobros de sus 
acreencias que se han vencido, mediante el juicio coactivo, en el caso del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social, esta facultad privativa está establecida en el Art. 287 que prescribe: 
“Jurisdicción coactiva.- El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social se halla investido de 
jurisdicción coactiva para el cobro de aportes, fondos de reserva, descuentos, intereses, multas, 
responsabilidad patronal, aportaciones obligatorias del Estado, así como para el cobro de 
créditos y obligaciones a favor de sus empresas”. 
     Es mediante esta disposición legal que queda establecida la competencia para que el Instituto inicie 
la acción coactiva para aquellas obligaciones en estado de títulos de crédito, correspondientes a la 
materia de su competencia; esto es el cobro de los aportes personales y patronales, así como los fondos 
de reserva, descuentos por préstamos quirografarios o hipotecarios y por responsabilidad patronal. 
     Para el ejercicio de la acción coactiva, es necesario que exista un funcionario recaudador, al que se 
acostumbra llamarlo, Juez de Coactiva; sin embargo, como físicamente no es posible que un sólo 
funcionario realice esta tarea, el IESS ha contratado abogados, a los que se les conoce como 
                                                 
38 La jurisdicción coactiva, es una prerrogativa propia de la Administración Pública, con la que cobra sus creencias mediante 
la acción coactiva, siguiendo las reglas del Código de Procedimiento Civil. 
39  Las concordancias con el Código de Procedimiento Civil, respecto de la acción coactiva consta en el Capítulo VI, del 





secretarios-abogados; en aquellos actos en los que existe honorarios de abogados, como levantamiento 
de medidas precautelares, el Juzgado cuenta con un Abogado de planta para actúe como secretario Ad 
hoc, además de estos funcionarios, están otros servidores administrativos, que trabajan en el décimo 
piso del edificio Matriz del IESS, de la 10 de Agosto y  Bogotá. 
6.3 EL JUEZ DE COACTIVA 
     La reforma tercera del Código de Procedimiento Civil citado, establece “Los servidores recaudadores 
mencionados en este artículo tendrán la calidad de Jueces Especiales, denominándoseles Jueces de Coactiva”, 
cabe hacer hincapié que el título de jueces de coactiva por disposición legal, se otorga a los servidores 
recaudadores, en el caso del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, esta distinción recae en el 
Director Provincial de conformidad con el Parágrafo 2, De la Dirección Provincial, Art. 35 de la Ley 
de Seguridad Social que prevé: 
“Órgano de administración provincial.- La dirección Provincial tendrá por misión principal 
la aplicación de las estrategias de aseguramiento obligatorio, la recaudación oportuna de las 
aportaciones de los empleadores y asegurados, la calificación del derecho a prestaciones de 
los afiliados comprendidos en la circunscripción geográfica de su competencia. Será el 
Órgano responsable del manejo de las cuentas patronales e individuales de los asegurados; 
del ejercicio de la jurisdicción coactiva, y de la consolidación de la información 
presupuestaria y contable de todas las dependencias administrativas subordinadas a su 
autoridad” (las negrillas corresponden al autor). 
     Es claro que el servidor encargado de la recaudación de las aportaciones de los empleadores y 
asegurados, es el responsable del ejercicio de la jurisdicción coactiva, conforme lo dispuesto en la 
reforma tercera del Código Adjetivo antes mencionado que otorga la mención especial como Juez de 
Coactiva, consecuentemente, el Art. 6 del Reglamento de Afiliación y Control Contributivo, establece: 
“De las Direcciones Provinciales.- Sin perjuicio de las facultades del Director General, los 
Directores Provinciales dentro de sus jurisdicciones serán los responsables de la ejecución de 
los procesos de afiliación y recaudación de las aportaciones y otras obligaciones, de acuerdo 
con las políticas dictadas para el efecto. Tendrán a su cargo la titularidad de la jurisdicción 
coactiva para el cobro de aportes y contribuciones, fondos de reserva, intereses, multas, 
descuentos por préstamos, responsabilidades patronales, créditos y más obligaciones”. 
     Al respecto, el literal a) del Art. 38 de la Ley de Seguridad Social expresamente señala las 
atribuciones del Director Provincial, de conformidad con el siguiente texto:  
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“Atribuciones y deberes.- Son atribuciones y deberes del Director Provincial, en la 
circunscripción territorial a su cargo: a) Ejercer la representación legal, judicial y 
extrajudicial, y la titularidad de la jurisdicción coactiva del Instituto, sin perjuicio de las 
facultades del Director General”. 
     En el caso de la provincia de Pichincha es el Director Provincial del IESS de Pichincha, quien ejerce 
la acción coactiva en contra de los deudores que tienen obligaciones pendientes de pago en estado 
título de crédito con domicilio en la provincia de Pichincha. De esta manera queda establecido por 
mandato legal que el ejercicio de la jurisdicción coactiva corresponde al Director Provincial en su área 
de gestión. 
     Por otro lado, es necesario mencionar que el Juez nato de la jurisdicción coactiva a nivel nacional es 
el Director General del IESS, quien de conformidad con el Art. 30 de la Ley de Seguridad Social 
“…ejerce la representación legal, judicial y extrajudicial, y la titularidad para el ejercicio de la jurisdicción 
coactiva del IESS, en todo el territorio nacional, directamente o por delegación al Director Provincial 
competente”, de lo manifestado se desprende que este funcionario está autorizado para ejercer la acción 
coactiva a nivel nacional, salvo que por efecto de gestión administrativa de descentralización la ejerce 
el Director Provincial de cada provincia, mismos que serán supervisados por el Subdirector General, en 
lo concerniente a la recaudación de los aportes, etc., conforme el Art. 24, del capítulo IV, del 
Reglamento de Afiliación y Control Contributivo. 
6.3.1 SUBROGACIÓN DEL FUNCIONARIO QUE EJERCE LA COACTIVA 
     Cuando existe parentesco entre el coactivado y el funcionario que ejerce la coactiva dentro de lo que 
establece los Arts. 22 y 23 del Código Civil
40
, dicho funcionario, obligatoriamente, debe ser subrogado 
por un funcionario para que ejerza la coactiva (Ad hoc); es decir, para ese acto puntal, con lo cual se 
evita que el trámite de coactiva se vicie de nulidad, por tener conflicto de intereses. Dicho de otro 
modo, si el funcionario que ejerce la coactiva es pariente del coactivado, conforme lo establece los 
artículos citados, obligatoriamente debe excusarse, a fin de evitar cuestionamiento durante y posterior 
al procedimiento coactivo. 
     Así mismo, en caso de ausencia temporal del funcionario que ejerce la jurisdicción coactiva, ya sea  
por comisión de servicios o por enfermedad está en la obligación de ser subrogado por funcionario de 
                                                 
40 Para una mejor comprensión de los grados de consanguinidad y de afinidad entre el funcionario recaudador y el coactivado 
se puede observar los Arts. 22 y 23 del Código Civil.  
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jerarquía inmediatamente inferior, para efectos de que las actividades administrativas continúen de 
manera normal sin afectar su desempeño. 
     La subrogación señalada consta en Art. 943 del Código de Procedimiento Civil, de la siguiente 
manera: 
“(Ex: 995).- [Subrogación del funcionario que ejerce la coactiva].- En caso de falta o 
impedimento del funcionario que debe ejercer la coactiva, será subrogado por el que le sigue 
en jerarquía dentro de la respectiva oficina, quien calificará la excusa o el impedimento”. 
     No obstante lo señalado, en el caso del IESS, la jurisdicción coactiva la ejerce el Director General o 
Provincial del Instituto, según el caso, de conformidad con el Art. 288 de la Ley de Seguridad Social
41
. 
Estas atribuciones, de los funcionarios indicados constan en el literal b) del Art. 32
42




      Por razones de descentralización y desconcentración, la jurisdicción coactiva es ejercida por cada 
Director Provincial, dentro de su ámbito de gestión; esto es, a todos los sujetos obligados o de 
protección que tengan pendientes títulos de crédito en su contra, por obligaciones pendientes de plazo 
vencido, cuyo domicilio principal corresponde a la provincia donde se halla inscrito en los archivos 
patronales del Instituto; y, donde se desarrollen las actividades de las empresas o personas naturales, 
inherentes a las relaciones laborales con su trabajadores. 
6.3.2 EL JUEZ DE COACTIVA DEL IESS EN LA DIRECCIÓN PROVINCIAL DE 
PICHINCHA. 
     En el caso de la Dirección Provincial de Pichincha, en el período comprendido entre el año 2010 y 
2012, relativo al presente estudio, correspondió al doctor Edmundo Navas Castro, con título de 
abogado, funcionario de carrera con más de veinte años de trabajo en el Instituto, el mismo que antes 
de su nombramiento, trabajó en la unidad de Recursos Humanos, quien fue el encargado de cobrar 
aquellos títulos de crédito por la vía coactiva, en la provincia de Pichincha. 
                                                 
41 En el Art. 288 de la Ley de Seguridad Social, respecto de los titulares de la jurisdicción coactiva, consta que la autoridad es 
el Director General o Provincial del Instituto según corresponda el caso. 
42 En el Art. 32, de la misma Ley, consta las atribuciones y deberes del Director General del IESS; entre las cuales están el 
ejercicio de la jurisdicción coactiva, entre otras, para el cobro de aportes, intereses, multas. 
43 En el Art. 38 de la ley invocada, constan las atribuciones y deberes del Director Provincial, el mismo que tiene la titularidad 
de la jurisdicción coactiva dentro de la circunscripción territorial, ejercida en representación del Director General del IESS. 
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     De igual manera le correspondió atender los pedidos de anulación de títulos de crédito realizados 
por los coactivados, en virtud de las resoluciones administrativas antes anotadas. 
     Para el inicio de la atención de los pedidos de anulación de títulos de crédito, dicho funcionario, 
mediante Providencia dispuso que la unidad de Afiliación y Control Patronal en el término de ocho 
días se realice el estudio y se emita un informe motivado de la pertinencia de la anulación  del título de 
crédito. Cabe anotar que el encargado de realizar muchas de dichas providencias fue el Abogado 
Estuardo Montenegro Santacruz, servidor de carrera del Instituto, quien fue el Responsable del Juzgado 
de Coactiva  y en otros fueron los mismos abogados contratados. 
6.3.3 EL SECRETARIO ABOGADO 
     Como efecto de las corrientes modernizadoras que normaban las relaciones del Estado con sus 
ciudadanos, en los años 80, 90 y 2000, las Instituciones del país, en los mejores casos acortaron la 
nómina de su personal para que sea la iniciativa privada la que se encargue de su gestión o dicho de 
otra manera, las Instituciones del Estado, redujeron su personal hasta lo elementalmente imprescindible 
para luego privatizar ciertas actividades que son propias del Estado. 
     El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social no estaba ajeno a esas pretensiones neoliberales, por lo 
que a inicios de los años 2000, en apego de lo prescrito en la Ley de Seguridad Social y sus normas 
secundarias como el Orgánico Funcional, en la que no consta Secretarios Abogados como personal de 
planta; sino como personal contratado, para impulsar las acciones coactivas, es así que el Art. 69 de la 
Resolución C.D. 301, de 2010-01-11, establece: 
“De la selección de abogados externos.- La selección de los profesionales abogados externos 
se realizará mediante convocatoria pública del Director Provincial a través de los medios de 
comunicación, para la contratación por méritos de acuerdo a un perfil establecido por el 
Director General…”. 
     De expuesto se colige, que al inicio de la época establecida para el presente estudio (2010-2012),  
en la normativa reglamentaria ya se contempla la contratación de abogados para que ejerzan las 
actividades de abogados encargados de realizar los cobros mediante la acción coactiva, para el efecto, 
el Instituto convocó a través de los medios de comunicación, para que en una estricta selección en 
relación directa por méritos de titulación y experiencia requeridos en el perfil que establece el Director 
General, se contrataron a los profesionales del Derecho, en calidad de secretarios abogados. 
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     A inicios del año 2010, el Juzgado de Coactiva de Pichincha, cuyo titular como Juez de coactiva es 
el doctor Edmundo Navas Castro, tiene como personal contratado como Secretarios Abogados, un total 
de 67, abogados contratados externos, además del abogado Estuardo Montenegro Santacruz, servidor 
de planta del Instituto como responsable del Juzgado, el mismo que actúa como Secretario Ad hoc, en 
trámites específicos. 
6.4 HONORARIOS DE LOS JUICIOS COACTIVOS 
     Como consecuencia directa de que los abogados impulsadores del cobro de la mora patronal 
mediante la acción coactiva, no pertenecen al Instituto, los honorarios de dichos abogados, fueron 
incorporados al título de crédito; es decir que es el coactivado quien cancela en el título de crédito,  
junto con los intereses, multas y los honorarios de los abogados. 
     El Instituto amparado en las disposiciones del Código de Procedimiento Civil
44
, mediante el Art. 39 
de la Resolución C.D. 221, de 13 de octubre de 2008, establece: 
“…De los honorarios profesionales.- En la liquidaciones de obligaciones patronales con título 
de crédito se incluirá el seis por ciento (6%) del valor líquido de la deuda por honorarios del 
abogado impulsador externo o el cuatro por ciento (4%) por gastos administrativos si no ha 
intervenido un abogado interno”. 
     Es necesario señalar que esta disposición rigió el período del presente estudio. 
6.5 DOCUMENTO QUE SE DEBEN ACOMPAÑAR PARA EJERCER LA COACTIVA 
     Sin duda, es importante tanto para la Administración como para el administrado, conocer cuál es el 
documento imprescindible que legalmente debe acompañar a la coactiva, es así que en el Art. 945, el 
Código Adjetivo Civil, establece: 
“Art. 945 (Ex: 997).- [Documentos que se deben acompañar a la coactiva].- El procedimiento 
coactivo se ejercerá aparejando del respectivo título de crédito, que consistirá en títulos 
ejecutivos, catastros y cartas de pago legalmente emitidos; asientos de libros de contabilidad; 
y, en general, en cualquier instrumento público que pruebe la existencia de la obligación”.  
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     Como puede observarse, dentro del sin número de documentos considerados como títulos de crédito; 
están señalados de manera general “…cualquier instrumento público que pruebe la existencia de la 
obligación…”, en el caso del presente estudio, es el título de crédito, que como se dejó indicado, por 
ser aquel que representa la deuda de una obligación patronal de plazo vencido, con las características: 
de ser emitido por la autoridad competente, siguiendo el procedimiento establecido, del debido proceso 
y el derecho a la legítima defensa del deudor. 
6.6 REQUISITO PREVIO PARA EL INICIO DE LA JURISDICCIÓN COACTIVA 
     La Condictio sine qua non
45
, para el inicio de la acción coactiva, es sin duda el documento que 
describe la orden de cobro, conforme establece el Art. 946, del Código de Procedimiento Civil:  
“Art. 946 (Ex: 998).- [Requisito previo para el inicio de la jurisdicción coactiva].- El servidor 
o servidora recaudador no podrá iniciar el procedimiento coactivo sino fundado en la orden 
de cobro, general o especial, legalmente transmitida por la autoridad correspondiente. Esta 
orden lleva implícita para la servidora o servidor recaudador, la facultad de proceder al 
ejercicio de la coactiva”.  
     Entonces la orden de cobro es el documento con el que legalmente se puede iniciar la acción 
coactiva. En el caso de este estudio, es el título de crédito que ha causado estado, emitido en contra del 
empleador que no ha cancelado su obligación del pago de aportes al Seguro General Universal, 
consecuentemente es el título de crédito el documento que habilita legalmente el inicio del juicio o 
acción coactiva. 
6.7 EL AUTO DE PAGO 
     El Auto de Pago, es aquella providencia con la cual se inicia el procedimiento de cobro por la vía 
coactiva, al efecto el Código de Procedimiento Civil, establece:  
“Art. 951 (Ex: 1003).- [Auto de pago y embargo de bienes].- fundado en la orden de cobro, y 
siempre que la deuda sea líquida, determinada y de plazo vencido, el recaudador ordenará que 
el deudor o el fiador pague la deuda o dimita bienes dentro de tres días contados desde que se 
le hizo saber de esta resolución; apercibiéndole que, de no hacerlo, se embargarán bienes 
equivalentes a la deuda, intereses y costas. Para el embargo se preferirán bienes muebles a 
inmuebles”. 
                                                 




     De lo expuesto, se deduce que para el inicio de acción coactiva, la deuda debe estar en estado de 
título de crédito, el mismo que reúne las características deuda líquida, determinada y de plazo vencido; 
consecuentemente, no admite ningún incidente, en virtud de que se ha agotado la instancia 
administrativa.  
6.8 CONDICIONES DE LA DEUDA 
     Sin duda que para que la orden de cobro (título de crédito) se constituya en el documento legal para 
dar inicio a la acción coactiva debe reunir requisitos como los determinados en el  Art. 948, ibídem, 
“…(Ex: 1000).- [Condiciones de la deuda].- Para que se ejerza la coactiva, es necesario que la deuda sea 
líquida, determinada y de plazo vencido cuando lo hubiere”.  
     De lo expuesto se colige que son requisitos coincidentes e indisolubles:  
1. Que la deuda sea líquida;  
2. Determinada; y,  
3. De plazo vencido cuando lo hubiere.  
6.8.1 DEUDA LÍQUIDA 
     La frase legal de Deuda líquida Proviene de dos palabras: 1. Deuda.- que según Cabanellas (2009, 
tomo III, p. 287),  quiere decir: 
“Deuda.- En su significado más general, sinónimo de obligación. Con mayor propiedad 
técnica, su efecto jurídico: la prestación que el sujeto pasivo (o deudor) de la relación 
obligacional debe al sujeto activo (o acreedor) de ésta. Así, toda deuda consiste en un dar, 
decir, hacer o no hacer algo que otro puede exigir. En su acepción más frecuente y conocida, 
deuda es lo que ha de pagarse en dinero, la cantidad que esté pendiente de entrega, esté o no 
vencida la deuda”. 
     Y, 2.  Líquida.- significa que se ha cuantificado el valor de la deuda, de manera clara y exacta 
cortada a una fecha determinada.  
     Uniendo las dos palabras deuda y líquida, puede definirse así: Deuda líquida.- es   la cantidad de 
dinero que está pendiente de pago, liquidada hasta una fecha determinada, de la que se conoce la 




     De conformidad con Cabanellas (2009, tomo III, p. 246), la palabra determinada quiere decir, 
“Señalado, establecido, fijado…”,  entonces, la deuda es determinada, cuando se ha señalado, establecido 
o fijado la fecha límite de pago, en el caso de las obligaciones patronales, la fecha está determinada en 
la Ley de Seguridad Social, Art. 73.   
6.8.3 DE PLAZO VENCIDO 
     Es decir, aquellas obligaciones que han agotado el plazo señalado en la Ley y que no han sido  
canceladas. 
     Atando todas las condiciones que reúne el título de crédito, se puede decir que el título de crédito, es 
aquella deuda u obligación vencida que no ha sido cancelada dentro del tiempo legalmente 
establecido, por lo que ha sido liquidada o cortada a una fecha determinada, en su capital y en 
sus intereses. 
6.9 DE LA CITACIÓN DEL AUTO DE PAGO 
     Para Ossorio (2008, tomo III, p. 173),
 
la citaciones un “...Acto por el cual un juez o tribunal ordena la 
comparecencia de una persona, sea parte, testigo, perito o cualquier otro tercero, para realizar o presenciar una 
diligencia que afecte a un proceso...”. 
     Tanto la citación como la notificación son actos administrativos por el cual la autoridad hace 
conocer al demandado el contenido de la demanda, conforme estable el Código Adjetivo Civil: 
“Art. 73 (Ex: 77).- [Definición de citación y notificación].-  Citación es el acto por el cual se 
hace saber al demandado el contenido de la demanda o del acto preparatorio y las 
providencias recaídas en esos escritos. Notificación es el acto por el cual se pone en 
conocimiento de las partes, o de otras personas o funcionarios, en su caso, las sentencias, 
autos y demás providencias judiciales, o se hace saber a quién debe cumplir una orden o 
aceptar un nombramiento, expedidos por el juez”. 
     En el caso de la acción coactiva, la citación es el acto por el cual el Juez, mediante Auto de Pago, 
dispone al coactivado que en el término de tres días pague la totalidad del título de crédito como quedó 
indicado o dimita bienes, para el efecto, el abogado contratado o Secretario Abogado, cita al deudor 
con el auto de Pago adjuntando el título de crédito y la liquidación correspondiente. 
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6.9.1 CITACIÓN POR BOLETA 
     Respecto de la citación por boleta, el Código de Procedimiento Civil, establece: 
“Art. 77 (Ex: 81).- [Citación por boleta y a comerciantes o representantes de compañías de 
comercio].-  Si no se encontrare a la persona que debe ser citada, se la citará por boleta 
dejada en la correspondiente habitación, a cualquier individuo de su familia o servidumbre. 
La boleta expresará el contenido del pedimento, la orden o proveído del juez, y la fecha en que 
se hace la citación; y si no hubiere a quien entregarla, se la fijará en las puertas de la referida 
habitación, y el actuario o el citador, sentará la diligencia correspondiente. La persona que 
reciba la boleta suscribirá la diligencia, y si ella, por cualquier motivo, no lo hiciere, el 
funcionario respectivo, sentará la razón del caso y la suscribirá. La citación a un comerciante 
o al representante de una compañía de comercio, podrá también hacerse en el respectivo 
establecimiento de comercio en horas hábiles y siempre que estuviere abierto. Si no se 
encontrare a la persona que deba ser citada, se lo hará por boleta que se entregará a 
cualquiera de sus auxiliares o dependientes. Se extiende a este caso la obligación prescrita al 
actuario o citador en el Art. 80. El actuario o el citador tendrá la obligación de cerciorarse de 
la verdad de que se trata de la respectiva habitación o establecimiento de comercio para hacer 
allí la citación en forma legal”. 
     En el caso de la Acción Coactiva seguida por el IESS, el abogado contratado, cita al deudor 
coactivado con el Auto de Pago, por lo que a la vez se convierte en el Actuario al que se refiere esta 
disposición legal. 
6.9.2 CITACIÓN POR LA PRENSA 
     Cuando se desconoce el domicilio del demandado el mismo cuerpo legal establece: 
“Art. 82 (Ex: 86).- [citación por la prensa].-  A personas cuya individualidad o residencia sea 
imposible determinar se citará por tres publicaciones que se harán, cada una de ellas en fecha 
distinta, en un periódico de amplia circulación del lugar; de no haberlo, se harán en un 
periódico de la capital de la provincia, asimismo de amplia circulación; y si tampoco allí lo 
hubiere, en uno de amplia circulación nacional, que el juez señale. La publicación contendrá 
un extracto de la demanda o solicitud pertinente, y de la providencia respectiva. La afirmación 
de que es imposible determinar la individualidad o residencia de quien deba ser citado, la 
hará el solicitante bajo juramento sin el cumplimiento de cuyo requisito, el juez no admitirá la 
solicitud. Cuando deba citarse a herederos, a los conocidos se citará personalmente o por 
boleta y a los desconocidos o cuya residencia fuere imposible determinar, en la forma prevista 
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por los incisos precedentes. Los citados que no comparecieren veinte días después de la última 
publicación, podrán ser considerados o declarados rebeldes”.  
     Si bien es cierto que en el Código Adjetivo citado, existe esta disposición para citar por la prensa, se 
conoce que los abogados contratados, se sirvieron de algunos registros de empresas públicas como el 
Registro Mercantil, Servicio de Rentas Internas, Registro de la Propiedad, etc., para localizar al 
coactivado por lo que no hicieron uso de esta herramienta jurídica, excepto en casos excepcionales. 
Además se sirvieron de las medidas cautelares para encontrar al deudor, las mismas que rindieron los 
efectos deseados, entre ellas están: la prohibición de enajenar bienes muebles e inmuebles; retención de 
fondos de las cuentas bancarias; y, prohibición de salir del país. 
6.9.3 CITACIÓN A UNA COMUNIDAD INDÍGENA 
     En caso de que el demandado pertenezca a una comunidad indígena, el mismo Código establece la 
forma como se ha de citar de conformidad al siguiente texto: 
“Art. 86 (Ex: 90).- [Citación a una comunidad indígena].- Si fuere demandada una 
comunidad de las llamadas de indígenas, la citación se hará personalmente, por lo menos a 
cinco de los comuneros, a cada uno de los cuales se entregará una copia de la demanda y de 
la respectiva providencia, de lo cual se dejará constancia en la diligencia de citación. Además, 
el actuario o citador leerá la demanda y la providencia respectiva en un día feriado, en la 
plaza de la parroquia a que pertenezca la comunidad y en la hora de mayor concurrencia; 
todo lo cual se hará constar en la respectiva acta. Si la comunidad perteneciere a dos o más 
parroquias, lo dispuesto en el inciso anterior se hará en cada una de ellas”. 
     En el caso del presente estudio se conoce que no existió ningún coactivado con estas características 
por lo que no existen registros de estas actividades. 
6.9.4 CITACIÓN AL AUSENTE 
     Cuando el demandado no se encuentra en la jurisdicción en donde se encuentra sustanciando el 
juicio sino en otra provincia o en otro Estado, en el Código de Procedimiento Civil, se establece el 
procedimiento para citar al ausente conforme el siguiente texto:  
“Art. 87 (Ex: 91).- [Citación al ausente].-  Si la parte estuviere ausente, se le citará por 
comisión al teniente político; o por deprecatorio o exhorto, si se hallare fuera del cantón, de la 
provincia o de la República, en su caso. Nota.- la disposición transitoria trigésima tercera de 
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la Constitución Política de 1998 (RO 1: 11-ago-1998) derogada por la vigente Constitución de 
la República (RO 449: 20 -oct-2008), disponía: “Las tenencias políticas continuarán 
funcionando hasta que se dicte la Ley que regule las juntas parroquiales y los jueces de paz…” 
“La disposición transitoria tercera de la Ley Orgánica de Juntas Parroquiales Rurales (L. 
2000-29. RO 193: 27-oct-2000), no obstante, dispone, “A partir de la vigencia de esta Ley las 
tenencias políticas continuarán funcionando con la sola atribución de cumplir las comisiones 
emanadas de las autoridades judiciales y sólo desaparecerán en el momento que se dicte la 
Ley que regule el funcionamiento de los jueces de paz”. 
     En el caso de los coactivados por el IESS, cuando el domicilio del deudor al momento de iniciar la 
coactiva está en otra provincia, mediante Providencia se depreca la notificación al Juez de coactiva de 
esa jurisdicción para realice dicha gestión. 
6.10 EFECTOS DE LA CITACIÓN 
     Por un lado, la citación garantiza el derecho a la defensa al demandado consagrado en la 
Constitución de la República, de conformidad con el Código de Procedimiento Civil, además produce 
los siguientes efectos jurídicos: 
“Art. 97 (Ex: 101).- [Efectos de la citación].-  Son efectos de la citación: 1.- Dar prevención 
en el juicio al juez que manda hacerla; 2.- Interrumpir la prescripción; 3.- Obligar al citado a 
comparecer ante el juez para deducir excepciones; 4.- Constituir al demandado poseedor de 
mala fe, e impedir que haga suyos los frutos de la cosa que se le demanda, según lo dispuesto 
en el Código Civil; y, 5.- Constituir al deudor en mora, según lo prevenido en el mismo 
Código.”, en el caso de las coactivas emprendidas por el IESS, el Art. 75 de la Resolución C.D. 
301, establece que debe citarse “…en forma personal y de no ser posible se la efectuará 
mediante tres (3) volteas,, en tres días distintos previniéndole en cualquier caso de la 
obligación de pago en el término de veinte y cuatro (24) horas y de señalar domicilio judicial 
para futuras notificaciones…”. 
     Como puede observarse, la citación cumple con los amparos a los derechos constitucionales de las 
personas, con el fin de no viciar el procedimiento de cobro; esto es, citar al coactivado con el auto de 
pago, constituido en mora con lo que se obliga a comparecer para que pague su deuda patronal. Cabe 
anotar que por mandato legal, la mora patronal no prescribe, en razón de que los valores descontados al 
trabajador y el aporte patronal proveniente de la relación laboral debía ser depositado en el IESS 
conforme lo dispuesto en el cuarto inciso del Art. 73 de la Ley de Seguridad Social ya citado. 
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     De otro lado, si fuera el caso por excepción, la citación previene al deudor para que en caso de que 
no deba proponga excepciones en el ámbito judicial. 
6.11 DE LAS EXCEPCIONES  
     Para evitar arbitrariedades y excesos de autoridad, en caso de que el demandado no sea el 
responsable de lo que se le acusa en la demanda, el mismo Código Adjetivo Civil, establece que en la 
contestación a la demanda, puede proponer excepciones, las mismas que pueden dar fin o retardar el 
litigio; y pueden ser dilatorias o perentorias
46
, en el caso de las acciones coactivas, el Art. 76 de la antes 
citada Resolución C.D. 301, establece “…se aplicarán las disposiciones del Código de Procedimiento Civil y 
al mandato del juez o tribunal competente, paralizando el trámite del proceso coactivo…”, en este caso, el 
IESS se ajusta a la normativa vigente por lo que no ha violentado ningún derecho del coactivado.   
6.11.1 EXCEPCIONES DILATORIAS 
     De conformidad con el Código de Procedimiento Civil, las excepciones dilatorias son:  
“Art. 100. Ex  104.- Excepciones dilatorias.-  Las dilatorias más comunes son, o relativas al 
juez, como la de incompetencia; o al actor, como la de falta de personería, por incapacidad 
legal o falta de poder; o al demandado, como la de excusión u orden; o al modo de pedir, 
como la de contradicción o incompatibilidad de acciones; o al asunto mismo de la demanda, 
como la que se opone contra una petición hecha antes del plazo legal o convencional; o a la 
causa o al modo de sustanciarla, como cuando se pide que se acumulen los autos para no 
dividir la continencia de la causa, o que a ésta se dé otra sustanciación”.   
     Esta clase excepciones es interpuesta por el demandado con el único propósito de suspender o 
retardar el curso del litigio, conforme prescribe el Art. 99 del Código Adjetivo Civil. 
     Al respecto, Cabanellas (2009, tomo IV, p. 257)
 
manifiesta:  
“Excepción Dilatoria.- es la que dilata o difiere el curso o ingreso de la acción en el juicio; 
pero sin  extinguirla o excluirla del todo, por lo cual se denomina también excepción temporal. 
Su característica procesal consiste, tratarse y resolverse como artículo de previo 
pronunciamiento y con suspensión, mientras tanto, del juicio principal”. 
                                                 




     Como puede observarse, el único objetivo que tiene esta clase excepciones, es retardar el juicio. 
Tomaré como ejemplo, la incompetencia del Juez: Juan ha sido citado con la demanda por despido 
intempestivo propuesto por Pedro, el Juez que ordena la citación es de lo civil; Juan contesta la 
demanda fundamentado en la incompetencia del Juez, pues los temas laborales se resuelve ante el Juez 
de lo Laboral, por lo tanto el Juez que lo citó, está en la obligación de mediante providencia disponer el 
archivo de la demanda. Pero este archivo ordenado por el Juez de Civil no dignifica que se ha resuelto 
el objeto principal de la demanda; sino que el demandante puede acudir ante el Juez competente para 
que mediante sentencia dispongan lo que corresponda. En el caso de las acciones coactivas, el 
funcionario recaudador o Juez de Coactiva, está facultado legalmente para iniciar estas acciones, por la 
competencia establecida en el Código de Procedimiento Civil y la Ley de la materia, la misma que en 
el caso del IESS, está dispuesta  en  el Art. 288 de la Ley de Seguridad Social, dicha competencia está 
dada al Director Provincial mediante Acción de Personal y la posesión; consecuentemente esta 
excepción no tiene ningún asidero legal. 
     Cuando la excepción es planteada por falta de personería del actor o incapacidad legal o falta de 
poder; la personería del actor no es factible, pues no se trata de un juicio entre actores que aún no se ha 
establecido el derecho; del mismo modo no hay incapacidad legal por cuanto el Director Provincial o 
General según el caso, es una persona civilmente capaz  y por el nombramiento que ostenta, tiene el 
poder suficiente para iniciar esta acción coactiva en contra de los deudores  al IESS. 
     De igual manera, en dicha disposición legal, manifiesta que puede oponerse cuando la demanda o 
petición es hecha antes del plazo legal o convencional, conforme se dejó indicado, la deuda contenida 
en el título de crédito es de plazo vencido; ya sea por no haber sido recurrida en estado de glosa o por 
Resolución del órgano competente, consecuentemente no cabe las excepciones dilatorias que se ha 
revisado. 
6.11.2 EXCEPCIONES PERENTORIAS 
     Así mismo, en el mismo cuerpo legal, constan establecidas las excepciones perentorias, de 
conformidad con el siguiente texto: 
“Art.101. (Ex  105).- [Excepciones perentorias].- Las excepciones se deducirán en la 
contestación a la demanda. Las perentorias más comunes son: la que tiene por objeto sostener 




     Plantear una excepción perentoria en contra de una acción coactiva, puede hacerse únicamente ante 
los jueces de lo Contencioso Administrativo,  previo el depósito de la totalidad de la deuda junto con 
los intereses y multas y, una vez admitida, el Juez dispone que se suspenda la acción coactiva a fin de 
que mediante sentencia se cobre o se revoque el título de crédito. Sin embargo, cabe analizar lo 
establecido en el artículo precedente. 
6.12 LA PROPOSICIÓN DE EXCEPCIONES Y SUS CAUSALES 
     El Art. 969, del Código de Procedimiento Civil, establece que: 
“…únicamente se puede proponer excepciones antes de que se realice el remate de los bienes 
embargados en el procedimiento coactivo.  Si las excepciones fueren propuestas sin antes 
haberse consignado el valor del título de crédito el servidor recaudador no está obligado 
detener el trámite coactivo”. 
     Al respecto, cabe añadir que de conformidad con las reformas al Código de Procedimiento Civil, 
para proponer excepciones previamente debe haberse consignado el valor total a que asciende la deuda, 
sus intereses y costas, aun en el caso de que dichas excepciones propuestas versaren sobre falsificación 
de documento o sobre la prescripción de la acción, 
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 es decir que si un coactivado intenta retardar el 
trámite coactivo no lo puede hacer sin antes haber consignado la totalidad de la deuda, de lo contrario 
el Juez que conozca la causa está obligado a desechar dicha demanda de juicio de excepciones, no 
obstante, el coactivado, puede plantear una excepción perentoria a la acción coactiva sosteniendo que 
se ha extinguido la obligación conforme a lo establecido en el Art. 1583 del Código Civil
48
, no obstante, 
cabe analizar si lo establecido en el Código Civil, es aplicable al procedimiento coactivo relativo a la 
obligación patronal de aportar el Seguro General Universal, consagrado en la Ley de Seguridad Social. 
6.12.1 POR CONVENCIÓN DE LAS PARTES INTERESADAS 
     En las demandas propuestas por el incumplimiento del contrato de una de las partes, el actor está en 
libertad  de desistir, siempre y cuando no perjudique derechos de terceros pues únicamente se puede 
disponer lo que le pertenece. En el caso de la acción coactiva, en razón de que los dineros pertenecen a 
                                                 
47 En el Registro Oficial Nº 583 -jueves 24 de noviembre del 2011, fue publicado la condición de la consignación del valor del 
título de crédito, para proponer excepciones, aun si fueran sobre la falsificación del documento, con esta disposición, la ley 
pretende evitar que el coactivado inicie acciones por excepción que en algunos casos lo han hecho únicamente con el ánimo 
de retardar el proceso.  
48 En el Art. 1583 del mismo cuerpo legal, consta las causales por las que se extingue la obligación, en base a las cuales el 




los afiliados no puede desistir de continuar con la acción coactiva, consecuentemente no cabe este 
modo de extinción de la obligación. 
6.12.2 POR LA SOLUCIÓN O PAGO 
     En el numeral 2 de este artículo, está la solución o pago efectivo, en estado de juicio coactivo la 
única solución es el pago ya sea en efectivo o mediante dimisión de bienes, por lo que mal se podría 
proponer como excepción por este causal. 
6.12.3 POR LA NOVACIÓN 
     Con respecto a la novación que consta en el numeral 3, del mismo artículo, no es procedente, en 
virtud de que la deuda es concreta por el trabajador que consta en la planilla de aportes, fondos de 
reserva, etc., de igual manera el monto de lo adeudado,  así como tampoco puede cambiar el acreedor 
pues la ley establece que los aportes provenientes de la relación laboral, únicamente deben ser 
depositados en el IESS  y el deudor es el patrono del afiliado. 
6.12.4 POR LA TRANSACCIÓN 
     Puede entenderse por transacción, el pago mediante convenio de Purga de Mora Patronal, pero una 
vez suscrito el convenio, el IESS suspende la acción coactiva, por lo mismo no cabe tampoco una 
excepción perentoria por esta causal. 
6.12.5 POR LA REMISIÓN 
     Para Cabanellas (2009, tomo VII, p. 140),  la remisión es una renuncia que únicamente lo puede 
hacer el acreedor; debe entenderse que lo puede hacerlo siempre y cuando no comprometa derechos de 
terceros; en el caso de las obligaciones patronales, el IESS, no puede renunciar o perdonar en razón de 
que no son obligaciones que nacieron entre particulares, por el contrario, el IESS de conformidad con 
la Constitución de la República es la entidad encargada de hacer efectivo el derecho a Seguridad Social. 
6.12.6 POR LA COMPENSACIÓN 
     La compensación que trata el siguiente numeral, no es compatible con los deudores de los títulos de 
crédito, pues los empleadores al haber retenido los aportes personales de su trabajador en relación de 
dependencia  y no depositar en el IESS junto con sus aportes patronales, no cabe que pueda entregar 
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otra cosa que no sea el dinero retenido correspondiente al mes que corresponde al pago por concepto de 
aportes al IESS. 
6.12.7 POR LA CONFUSIÓN 
     La confusión que manifiesta el siguiente numeral, como modo de extinguir la obligación no es 
procedente, pues el IESS no es deudor para con los empleadores por los mismos conceptos, pues la 
obligación del empleador es depositar los valores de aportes conforme lo dispuesto en el cuarto inciso 
del Art. 73, que ya se dejó mencionado. 
6.12.8 POR LA PÉRDIDA DE LA COSA QUE SE DEBE 
     El numeral 8, de este artículo menciona la pérdida de la cosa que se debe como un modo de 
extinguir la obligación, situación que no es posible en la deudas que mantienen los coactivados con el 
IESS, en razón de la deuda no proviene del contrato de la compra de una cosa, sino de la obligación 
patronal del pago de aportes, fondos de reserva, etc., del trabajador bajo relación de dependencia, 
dispuesto en la Ley. 
6.12.9 POR LA DECLARACIÓN DE NULIDAD O POR LA RESCISIÓN 
     La declaratoria de nulidad o por la rescisión, pudiera operarse únicamente en el caso de que la 
autoridad competente, mediante acto administrativo hubiese declarado nulo el acto de la emisión del 
título de crédito y por lo mismo la deuda no puede cobrarse por la vía coactiva. 
6.12.10 POR EL EVENTO DE LA CONDICIÓN RESOLUTORIA 
     En el caso de los títulos de crédito legalmente establecidos en contra de los empleadores que no han 
cumplido con su obligación legal del pago de aportes por su trabajador bajo dependencia, no puede 
existir una condición resolutoria, por lo tanto está descartada la excepción por esta causal. 
6.12.11 POR LA PRESCRIPCIÓN  
     Finalmente, está la prescripción como un modo de extinguir la obligación, sin embargo, cabe 
recordar que el empleador al haber descontado de sus haberes al trabajador el aporte personal y no 




     Como se ha revisado, el trámite de coactiva no admite ninguna excepción, por lo que no se puede 
impugnar el título de crédito cuando ya causado estado de cosa juzgada. No obstante en el IESS con la 
Resolución Administrativa 12000000-760, únicamente en el período 2010 a 2012, se admitieron a 
trámite alrededor de 540 pedidos de anulación de títulos de crédito. 
6.13 DEL EMBARGO 
     Para hacer efectivo el procedimiento de cobro de las obligaciones patronales, el IESS, mediante el 
Art. 72, de la Resolución C.D. 301, establece: 
“…De las medidas preventivas.- Sin perjuicio de la anterior y a fin de salvaguardar los 
intereses de la Institución, el juez de coactiva dictará en el auto inicial o en cualquier estado 
de la causa las medidas precautelatorias aplicables, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 290 de la Ley de Seguridad Social en concordancia con el artículos 897 y más normas 
aplicables del Código de Procedimiento Civil…”. 
     El Art. 290 de la Ley de Seguridad Social establece: “…Medidas preventivas.- En el auto de pago se 
decretará cualesquiera de las medidas preventivas previstas en el Código de Procedimiento Civil…”, por su 
parte el Art. 897  del Código Subjetivo Civil, prevé: 
“… (Ex. 912).- [Oportunidad para pedir secuestro o retención].-  Puede una persona, antes 
de presentar su demanda y en cualquier estado del juicio, pedir el secuestro o la retención de 
la cosa sobre la que se va a litigar o se litiga, o de bienes que aseguren el crédito”. 
     De lo expuesto, se observa que en esta materia, el IESS a través de su normativa secundaria respeta 
al guardar armonía con la Ley vigente, es por esto que una vez que el coactivado no ha cancelado lo 
ordenado por el juez de coactiva, procede al embargo, conforme lo señala el Art. 78 de la Resolución 
CD. 301, el Juez de coactiva dispone: 
“…Del embargo de bienes muebles.- A falta de pago el juez de coactiva procederá a ordenar 
el embargo de bienes muebles del coactivado, designando un alguacil y un depositario 
judicial, quienes tendrán las facultades de requerir el auxilio de la fuerza pública conforme el 
artículo 967 del Código de Procedimiento Civil. Para el cumplimiento de la orden de 
embargo, el juez de coactiva  facultará al alguacil el desarrajamiento de las seguridades de 
los establecimientos o locales que correspondan, de acuerdo a lo que dispone el artículo 925 
del Código de Procedimiento Civil. Si se aprehendiere dinero de propiedad del deudor se 
ordenará en el proceso que los valores aprehendidos se apliquen al pago de la deuda, 
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conforme lo previsto por el artículo 443 del Código de Procedimiento Civil. De conformidad 
con las normas del Código de Procedimiento Civil, el alguacil es el responsable de aprehender 
los bienes que respalden suficientemente el crédito adeudado, intereses, multas o costas que 
ocasionaren. Los bienes muebles embargados por el alguacil serán entregados  al depositario 
judicial designado para su custodia y responsabilidad, dejando constancia en actas el estado 
en que se encuentran al momento de entrega-recepción. En el caso de bienes inmuebles, se 
indicará su ubicación, linderos, superficie, plantaciones, construcciones y más información, a 
fin de que el bien se encuentre perfectamente singularizado”. 
     Es decir que no falta normativa para el cobro de los títulos de crédito que los empleadores deben al 
IESS, por concepto de obligaciones patronales por la afiliación de su trabajador en relación de 
dependencia. 
6.14 DE LAS TERCERÍAS 
     La tercería, no es otra cosa que la intervención de un tercero que sin ser parte procesal, al verse 
perjudicado formula una pretensión ya sea del ejecutante, ejecutado, u otros terceristas. El tercero 
puede actuar por el embargo practicado sobre un bien que es de su propiedad o exigiendo el pago 
preferencial de su crédito con el producido de la venta del bien embargado. Existen dos clases de 
tercerías; 1.-  coadyuvante y excluyente. 
6.14.1 TERCERÍA COADYUVANTE 
     De conformidad con el Art. 959, del Código de Procedimiento Civil, cuando existiere tercería 
coadyuvante dentro proceso coactivo, el servidor recaudador una vez cobrado su crédito, depositará el 
sobrante para que el tercerista una vez que acuda al Juez competente disponga su cobro. Sin embargo, 
cuando el tercerista ha alegado derecho preferente, el funcionario recaudador debe depositar todo el 
producto de lo recaudado  en el remate y enviará lo autos ante el juez competente para hacer valer sus 
derechos. Es necesario mencionar que en la normativa del IESS, no está reglado lo relativo a las 
tercerías. 
     Dentro de los derechos preferentes, está aquellos rubros que el empleador deba al trabajador por 
salarios, sueldos, indemnizaciones y pensiones jubilares; la hipoteca, la prenda y la pensión alimenticia, 




6.14.2 TERCERÍA EXCLUYENTE 
     El Art. 960 del Código de Procedimiento Civil, establece que si un tercero ha propuesto tercería 
excluyente, debe suspenderse la continuación del juicio coactivo, para que sea el Juez ordinario del 
cantón o provincia correspondiente al domicilio del recaudador para que la tramite, razón de que el 
recaudador es parte de este juicio, consecuente con esta disposición, el Art. 1013, del mismo cuerpo 
legal, dispone: “Las providencias que se dicten en estos juicios, fuera de la sentencia, no son susceptibles de 
recurso alguno”. 
6.15 EL REMATE 
     El Art. 84 de la misma Resolución C.D. 301, establece el procedimiento para el remate de los bienes 
embargados, para el efecto el juez de coactiva, dispone: 
“…nombrará un profesional avaluador en el respectivo gremio y calificado en la 
Superintendencia de Bancos y Seguros, quien una vez posesionado presentará su informe en el 
término de ocho (8) días improrrogables, caso contrario se nombrará un nuevo perito…”. 
     Es necesario indicar que los honorarios del perito corren a cargo del coactivado. 
     A partir de los artículos 86 de la antes mencionada Resolución C.D. 301, el IESS, contempla el 
procedimiento para el remate de los bienes embargados del coactivado; así: se establece que en el plazo 
no mayor de ocho (8) días, se ordenará la publicación por tres veces en uno de los diarios de mayor 
circulación de la localidad provincial en donde se ubiquen los bienes embargados, así como la 
designación del martillador público, el que luego de posesionado por el juez de coactiva actuará en el 
remate. 
     Una vez concluido el avalúo, el Art. 86, del mismo cuerpo normativo, dispone que previo al remate 
obligatoriamente debe publicarse por tres veces en uno de los diarios de mayor circulación de la 
localidad provincial señalando las características del bien embargado indicando la fecha hora y lugar 
en donde se realizará el remate, 
     Para el acto mismo del remate el Juez de Coactiva debe designar el martillador el que actuará de 
conformidad con lo dispuesto en la Ley. 
     Finalmente, una vez concluido el proceso del remate, el mismo Juez de Coactiva, dispondrá que los 
honorarios de quienes intervinieron en el proceso incluidos los honorarios de los abogados, 
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martilladores, peritos, etc., incluidos aquellos gastos de movilización, publicación bodegaje y otros 











7. ANULACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO EN LA DIRECCIÓN 
PROVINCIAL DEL IESS DE PICHINCHA 
     Ante el sinnúmero de pedidos de anulación de títulos de crédito ingresados a partir de los años 2008, 
el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social a través del Departamento de Afiliación y Control 
Patronal de la Dirección Provincial de Pichincha, en “Mayo 2009”, pone en la Internet, el “TRÁMITE 
DE ANULACIÓN DE GLOSAS Y TÍTULOS DE CRÉDITO”49, sin embargo, en vista del volumen de 
peticiones de anulaciones de glosas y títulos de crédito, se conoce que se anularon mediante programa 
informático, más de quince mil títulos de crédito, muchos de los cuales estuvieron iniciados trámite 
coactivo, de lo cual ningún funcionario comenta en razón de que dicho acto administrativo está en la 
Contraloría General del Estado, para el trámite correspondiente.  
     Es necesario mencionar que dicho procedimiento que fue puesto en circulación en la Internet, fue no 
consta en ningún reglamento o resolución, sino únicamente apareció en la red, sin que autoridad alguna 
de haya atribuido su autoría. 
     Posteriormente a finales del año 2009, en el Departamento de Afiliación y Control Patronal, se 
conforma un equipo conformado por cinco personas distribuidos por actividades y responsabilidades 
de la siguiente manera: una secretaria; dos servidores encargados de verificar los documentos 
justificativos y de solicitar que los adjunte si es del caso; y un abogado y un estudiante de Derecho, 
                                                 
49
 Ver anexo 5, del documento que se menciona que apareció en internet, sin firma de autoridad competente. 
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encargados en realizar los informes motivados para conocimiento y resolución del Director Provincial 
de Pichincha, cabe indicar que a mediados del primer trimestre del año 2010, el abogado fue designado 
a otras funciones, por lo que la mayoría de los informes fueron realizados por un solo servidor 
(estudiante de Derecho).  
7.1 CUANTIFICACIÓN DEL UNIVERSO DE ESTUDIOS DE LOS PEDIDOS DE 
ANULACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO 
     Determinar a ciencia cierta la cantidad de pedidos de anulación de obligaciones patronales relativas 
a los aportes, fondos de reserva, etc., en estado e títulos de crédito ha resultado una obra titánica, 
debido a que no existe un archivo centralizado en el que se encuentren los expedientes, pues existe un 
archivo en el Juzgado de Coactiva del IESS de Pichincha, en el que reposan aquellos expedientes de 
títulos de crédito que fueron anulados en etapa de cobro mediante acción coactiva, custodiado 
celosamente al cual no tienen acceso ni siquiera los servidores del Instituto; por otro lado está el 
archivo de la Dirección Provincial de Pichincha, al que se puede acceder únicamente luego de la 
aprobación de su máxima autoridad, previo una serie de entrevistas con servidores de menor jerarquía 
y su correspondiente valoración subjetiva; y, por fin está el archivo del Departamento de Afiliación y 
Control Patronal (hoy Unidad Provincial de Aportes y Cobertura de Pichincha), en el que reposan 540 
expedientes ya sea de personas naturales o personas jurídicas, que dan aproximadamente la cantidad de 
siete mil dos cientos veinte y cinco (7225) títulos de crédito, con un promedio de trece (13,38) por cada 
expediente que corresponde a cada empleador, por lo que se hace necesario tomar una muestra con el 
fin de ser lo más objetivo en los resultados. 
7.2 DETERMINACIÓN DE LA MUESTRA DE ESTUDIO 
     Debido al gran volumen del universo de títulos de crédito contenidos en 540 expedientes, entre 
personas jurídicas, personas naturales y empleadores del sector doméstico, de los cuales  se ha tomado 
al azar una muestra de estudio del 20%, de empleadores o de expedientes, los que contienen un total de 
108 expedientes conteniendo mil cuatrocientos cinco (1405) títulos de crédito, que en promedio dan 
trece (13,38) títulos por cada expediente, mismos que para un mejor análisis se clasifica en: 
1.- Determinación del porcentaje de expedientes por persona natural; jurídica y empleador doméstico 
2.- Determinación del porcentaje de solicitudes de anulación de títulos de crédito realizados por el 
empleador o por terceros;  
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3.-  Documentos que más se repiten en los pedidos de anulación de títulos;  
4.- Cuantificación del estado en que se encuentra los expedientes de pedidos de anulación de títulos de 
crédito; 
5.-  Cuantificación del estado administrativo en que se encontró los títulos de crédito al momento de su 
anulación; 
6.-  Cuantificación de títulos de crédito anulados por causal; y,  
7.-  Cuantificación de expedientes de pedidos que no han sido atendidos. 
7.2.1 DETERMINACIÓN DEL PORCENTAJE DE EXPEDIENTES POR 
PERSONA NATURAL; JURÍDICA Y EMPLEADOR DOMÉSTICO 
     De los 108 expedientes de las solicitudes de anulación de títulos de crédito se observa que 39 
corresponden a personas jurídicas, tanto a compañías anónimas, compañías limitadas, empresas 
públicas, etc., lo que equivale al 36% del total; en tanto que 61 corresponden a empleadores en calidad 
de personas naturales, lo que equivale al 57%; y, 8 corresponden a empleadores del sector doméstico, 
correspondiente al 7%, dando el total 100%, conforme se representa en el siguiente cuadro. 
GRÁFICO 1. PORCENTAJE DE EMPLEADORES: PERSONAS NATURALES, 
JURÍDICAS Y DOMÉSTICOS. 
 
             Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 




     De los resultados anotados tanto en cantidad como porcentual, relativos a la muestra de 108 
expedientes que contienen 1405 títulos de crédito, se determina que en 540 expedientes que contienen 
7225 títulos de crédito, las cantidades ascienden a 195 personas jurídicas; en tanto que 305 
corresponden a personas naturales; y, 40 a empleadores domésticos, en los mismos porcentuales 
anotados. 
7.2.2 DETERMINACIÓN DEL PORCENTAJE DE SOLICITUDES DE 
ANULACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO REALIZADOS POR EL 
EMPLEADOR O POR TERCEROS 
      Como es conocido por todos, que las peticiones que realiza una persona natural a nombre de una 
persona jurídica ante la Administración pública, en la que implique el reconocimiento de un derecho o 
la determinación de una obligación, obligatoriamente debe hacerla el representante legal adjuntando el 
nombramiento inscrito en el Registro Mercantil, en original, copia notarizada o certificada; en caso de 
hacerlo una persona distinta, debe adjuntar el poder, de igual manera si la petición la realiza un 
abogado debe estar acompañada por el poder o la ratificación. 
     Para determinar si este requisito jurídico con que justifica al recurrente es observado por la 
Administración,  se ha realizado el estudio al grupo de los 39 expediente correspondientes a las 
personas jurídicas, del que se observa el siguiente resultado manifestado en el siguiente cuadro. 
GRÁFICO 2.PERSONAS QUE SOLICITAN LA ANULACIÓN DE TÍTULOS DE 
CRÉDITO POR LAS PERSONAS JURÍDICAS 
 
                          Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 




     De los 39 expediente que corresponden a las personas jurídicas: 14 peticiones han sido realizadas 
por el contador, lo que corresponde al 36%; 8 pedidos han sido realizados por abogados, 
correspondiente al 20%; y, 17 peticiones han sido realizadas por el representante legal, que 
corresponde al 44%.  
     De los resultados anotados, se concluye que de los 108 expedientes de la muestra,  39 corresponden 
a personas jurídicas; entonces se puede sostener que del universo de estudio que son 540 expedientes, 
195 corresponden a personas jurídicas. De los 195 expedientes, que ahora representa al 100%, 70 
peticiones fueron realizadas por los contadores de las empresas; en tanto que 40 peticiones fueron 
hechas por los abogados en libre ejercicio; y, únicamente 85 peticiones fueron realizadas por el 
representante legal. 
7.2.3 DOCUMENTOS JUSTIFICATIVOS QUE MÁS SE REPITEN EN LOS 
PEDIDOS DE ANULACIÓN DE TÍTULOS 
      Consecuencia de una equivocada interpretación respecto de los documentos públicos que sirven de 
prueba para justificar la terminación de la relación laboral, muchos empleadores, argumentando que el 
trabajador ha abandonado la empresa y que desconocen su domicilio han presentado documentos que 
van desde declaraciones juramentadas del empleador; declaraciones juramentadas del trabajador;
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actas de defunción; y, actas de finiquito, inclusive aquellas que el contador de una empresa da por 
terminada la relación laboral con el dueño de la empresa.
51
. 
     Amén de que el Código Adjetivo Civil, considere a la declaración juramentada como un 
instrumento público, no puede considerarse como una prueba plena, en razón de que el Notario no da 
fe del contenido de la declaración hecha, por el contrario, la veracidad del contendido de lo declarado 
puede estar sometido a verificación  y de no ser verdad lo declarado, es causa de juicio penal tipificado 
como perjurio, un delito de acción pública.  
     En las declaraciones realizadas por el empleador con mucha facilidad declaran que su equis 
empleado prestó sus servicios hasta una equis fecha, inclusive que la relación terminó de mutuo 
acuerdo, de ser así por qué no se celebró Acta de Finiquito? Por el contrario si el trabajador abandonó 
el trabajo sin explicación y que ahora su domicilio es desconocido, por qué no se solicitó al Inspector 
                                                 
50
 Con respecto a la declaración juramentada del trabajador Ver anexo 6. 
51
 Ver anexo 7, que consiste en dos actas de finiquito; una en la que firma la señora Viviana Schweitzer como gerente 
propietaria y en la otra firma el contador externo Bolívar Yánez Salazar como “representante legal” de la empresa y la 
empleadora como “trabajadora”. 
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del Trabajo que conceda el Visto Bueno por estar incurso en el numeral 1 del Art. 172 del Código del 
Trabajo?. 
     Para una mejor comprensión de lo mencionado, a continuación se expone mediante un gráfico, los 
porcentajes de los documentos que los peticionarios adjuntaron a las peticiones de anulación de títulos 
de crédito. 
GRÁFICO 3. DOCUMENTOS QUE ADJUNTA A LA PETICIÓN 
 
                      Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 
                           Elaboración: Autor.  
 
     Del gráfico se puede concluir que el porcentaje más alto de documentos que justifican la obligación, 
es el acta de finiquito con el 76%, correspondiente a 82 expedientes; en segundo lugar está la 
declaración juramentada del trabajador con el 16%, correspondiente a 17 expedientes; en tercer lugar 
con el 4%  que corresponde a 4 expedientes, está la declaración juramentada del mismo empleador; y, 
finalmente, con 4%  correspondiente 5 expedientes, están las Actas de Defunción. 
     Si los valores anotados corresponden a 108 expedientes, se puede deducir su equivalencia 
relacionada a los 540 expedientes; entonces la cantidad total por documentos justificativos son: 410 
peticiones justificaron con actas de finiquito; 85 con declaraciones juramentadas del trabajador; 20 
expedientes con declaraciones juramentadas del empleador; y, 25 expedientes con  Actas de Defunción.  
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7.2.4 CUANTIFICACIÓN DEL ESTADO EN QUE SE ENCUENTRAN 
ACTUALMENTE LOS EXPEDIENTES DE PEDIDOS DE ANULACIÓN DE 
TÍTULOS DE CRÉDITO 
     Tanto para la Administración como para el administrado, es necesario saber el estado actual de los 
expedientes, una vez que mediante la Resolución la Administración 12000000-066 de 26 de enero de 
2012, fue derogada la Resolución Administrativa 12000000-760, consecuentemente ya no existe 
ninguna normativa que determine el error evidente al que se refiere tanto el Reglamento contenido en 
la Resolución C.D. 301, así como el Art. 287 de la Ley de Seguridad Social,  de lo cual se ha 
determinado lo siguiente: 
GRÁFICO 4. ESTADO ACTUAL DE LOS EXPEDIENTES 
 
  Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 
               Elaboración: Autor.  
 
     Del gráfico se desprende que de los 108 expedientes, que representa el total de la muestra: 11 están 
con providencia inicial de investigación
52
  lo que corresponden al 10%; en tanto que 22 expedientes 
están con providencia final ya sea de anulación no ejecutada y de continuación de la acción de coactiva, 
lo que corresponde al 20%; 45 expedientes están con oficio para el proceso de Recaudación 
Extrajudicial con el fin de verificar si la glosa que originó el título de crédito fue notificada, lo que 
equivale al 42%; y, 30 expedientes contienen autorización de anulación de títulos de crédito, misma 
que si fue ejecutada , lo que equivale al 28%. 
                                                 
52
 Ver anexo 8, respecto del pedido de anulación de título de crédito que aún consta en providencia inicial del 19 
de abril de 2011, invocando la Resolución Administrativa 12000000-672 de 15 de mayo de 2009, cuando ya fue 
derogada mediante Resolución Administrativa 12000000-760 de 17 de agosto de 2010. 
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     En los 11 expedientes que están con providencia inicial, contienen 143 títulos de crédito; en tanto 
que en los 22 expedientes con providencia de anulación o de continuación de la acción coactiva, 
contienen 286 títulos de crédito; del mismo modo, los 45 expedientes que están con oficio para 
verificar la notificación de la glosa, se deduce que contienen 585 títulos de crédito; y, los 30 
expedientes que contienen autorización de anulación de títulos de crédito y que si ejecutada su 
anulación al multiplicar por el promedio de 13,38 títulos de crédito por expediente dan un total de 390 
títulos de crédito que fueron  anulados. 
7.2.5 CUANTIFICACIÓN DEL ESTADO ADMINISTRATIVO EN QUE SE 
ENCONTRÓ LOS TÍTULOS DE CRÉDITO AL MOMENTO DE SU 
ANULACIÓN 
     Es de mucha importancia conocer cuál era el estado administrativo de los títulos de crédito al 
momento en los 390 títulos de crédito contenidos en los 30 expedientes fueron ejecutados la 
autorización de anulación. Más aún si se toma en cuenta que el estado de acción coactiva es de 
ejecución de cobro de la deuda que para el efecto inclusive se dictan medidas cautelares, que van desde 
la prohibición de enajenar bienes muebles e inmuebles; retención de fondos de las cuentas bancarias; y, 
prohibición de salir del país. En cambio en estado de título de crédito, significa que todavía no se ha 
sorteado abogado para su cobro y que están dictadas medidas cautelares. 
     Cabe mencionar que la unidad administrativa encargada de la ejecución de la anulación de títulos de 
crédito, es el proceso de Recaudación Extrajudicial, unidad que no se relaciona en absoluto con el 
Juzgado de Coactiva, razón por la que no se tomó precauciones al momento de anular los títulos de 
crédito en estado de acción coactiva.   
     A continuación se representa en un gráfico los porcentajes del promedio de 390 títulos de crédito 







GRÁFICO 5. ESTADO DE LOS TÍTULOS DE CRÉDITO ANULADOS 
 
                     Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 
                          Elaboración: Autor.  
 
     Del estudio realizado, se desprende que al momento de la ejecución de la anulación de los 180 
títulos de crédito aun no estaban sorteados abogados, lo que corresponde al 46%; en tanto 210 títulos 
de crédito se encontraban en trámite coactivo, respecto de la ejecución de la acción coactiva; tales 
como: citación con el auto de pago, embargo de bienes, remite de los mismos, etc., se desconoce por 
cuanto existe un hermetismo total en el Juzgado de Coactiva de Pichincha, sin embargo, se conoce que 
actualmente se encuentra realizando un estudio de Auditoria sugerido por la Procuraduría General de 
IESS y ejecutado por la Contraloría a fin de determinar las consecuencias jurídicas y perjuicios 
económicos para el IESS y los administrados, luego de lo cual se determinara las responsabilidades  a 
la que haya lugar a cada servidor y funcionario de acuerdo a su grado de participación. 
     De lo manifestado se concluye que: si en 1405 títulos de crédito contenidos en los 108 expedientes 
de la muestra; y, de los cuales 390 títulos de crédito pertenecientes a 30 expedientes fueron anulados; 
entonces, en los 7225 títulos de crédito del total del universo de estudio de los 540 expedientes, 2006 
títulos de crédito han sido anulados, los que al dividir para 13,38 que es promedio que contiene cada 
expediente, se determina que fueron únicamente 154 expedientes. 
7.2.6 CUANTIFICACIÓN DE TÍTULOS DE CRÉDITO ANULADOS POR 
CAUSAL 
     Sin embargo de lo anotado, es conveniente conocer las razones o causales contenidas en la 
Resolución Administrativa 12000000-760 por las cuales fueron anulados los 390 títulos de crédito que 
determina la muestra, estas causales son: ilegitimidad de personería; falta de notificación de la glosa; 
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cancelación total de obligación; avisos de salida remitidos y registrados en el sistema antes de la 
notificación de la glosa; y, acta de finiquito suscritas y legalizadas antes de la notificación de la glosa, 
para una mejor comprensión a continuación se expone en el siguiente gráfico: 
GRÁFICO 6.TÍTULOS DE CRÉDITO ANULADOS POR CAUSALES 
 
Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 
                Elaboración: Autor.  
 
     De los 390 títulos de crédito anulados, ninguno ha sido anulado tomando en cuenta las actas de 
finiquito, en razón de que en esta etapa procesal administrativa ya se justifica la obligación, ya sea 
porque exista una resolución de la Comisión Provincial de Prestaciones y Controversias de Pichincha o 
porque el empleador tácitamente acepto al no impugnar la glosa cuando fue notificado con ella; 
tampoco existe ningún título de crédito relacionado con la causal de avisos de salida remitidos y 
registrados en el sistema antes de la notificación de la glosa, toda vez que al haber realizado el aviso de 
salida conforme señala el Art. 73 de la Ley de Seguridad Social, esto es dentro de los tres días término 
de haber ocurrido el hecho, ya no se hubiera generado planillas posteriores a ese registro.  
     Sin embargo, de los títulos de crédito anulados, curiosamente 3 son por la causal de la cancelación 
total de la obligación dentro del plazo legal, esto obedece a que en el IESS durante el tiempo de 
transición entre el sistema antiguo llamado HOST
53
 y el nuevo llamado HISTORIA LABORAL
54
, el 
IESS ha emitido a 3 empleadores, glosas en el sistema antiguo provenientes de la denuncia por falta de 
                                                 
53  El empleador era registrado en el IESS con número patronal (Ejemplo: 030-70-013, correspondiente al Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social). 




afiliación a sus trabajadores, mismas que nunca fueron canceladas en razón de que contenían un 4% 
adicional por concepto de elaboración de planillas. Para evitar este pago adicional, los empleadores 
hábilmente ingresaron las planillas de aportes en el nuevo sistema mediante el sistema de planillas 
declaradas y cancelaron la obligación patronal por el ex trabajador que denunció ante el IESS. Al no 
ser compatibles estos dos sistemas, el empleador seguía con la obligación pendiente de pago y en 
estado de título de crédito  y trámite de coactiva.  
     De los 390 títulos de crédito anulados, 45 de ellos han sido por la causal Ilegitimidad de personería, 
entre ellos están los que dieron aviso de cambo de representante legal en el antiguo sistema (HOST) y 
aquellos que nunca reportaron el cambio de representante legal en ninguno de los dos sistemas. 
     Finalmente,  de los 390 títulos de crédito anulados, 342 han sido anulados por la causal de Falta de 
notificación de la glosa, podría decirse que fue vulnerado el derecho a la defensa establecido en la 
Constitución de la República e Instrumentos Internacionales, sin embargo, debo decir que el empleador 
tiene una clave patronal con la puede verificar desde cualquier parte del país, que tiene pendiente varias 
glosas y acercarse al IESS a justificar, sin embargo no lo hiso, no obstante la administración al no 
contar con buen sistema de notificación y depender únicamente de la empresa pública Correos del 
Ecuador la misma que es encargada de ingresar en el sistema la novedad de la notificación, casi en su 
totalidad no fueron notificadas pero en el sistema consta que sí, esto obedece a una mala gestión  en la 
notificación, ya que los servidores de esa empresa pública nunca llegaron a la dirección detallada en la 
glosa y en otros casos el empleador se cambió de domicilio; sin embargo en el sistema constan como 
notificadas, por lo que al no cancelar o impugnar  luego de determinado plazo, se transfirieron a títulos 
de crédito. De esta irregularidad se conoció únicamente verificando las copias de las glosas, cuya 
obligación se encontraba en título de crédito. 
7.2.7 CUANTIFICACIÓN DE EXPEDIENTES DE PEDIDOS DE ANULACIÓN 
QUE NO CONCLUYERON 
     Para una mejor claridad de cuantos expedientes no culminaron el proceso, ya sea negando o 
anulando el título de crédito, a continuación se representará mediante un gráfico únicamente tomando 
en cuenta dos parámetros: 1) expedientes que han sido anulados los títulos de crédito; y, 2) expedientes 




GRÁFICO 7. PORCENTAJES DE EXPEDIENTES CON TÍTULOS DE CRÉDITO 
ANULADOS Y NO 
 
             Fuente: Archivo del Departamento de Afiliación y Control Patronal 
                Elaboración: Autor.  
 
       Del total de la muestra de los 108 expedientes, únicamente 30 expedientes o pedidos concluyeron 
con la anulación de títulos de crédito lo que equivale al 28%; mientras que 78 expedientes nunca 
fueron contestados al peticionario equivalente al 72%, ya sea por la inestabilidad en el cambio jefe del 
Departamento de Afiliación y Control Patronal y hasta por la diversidad de criterios emitidos por 
abogados de la Procuraduría General del IESS, en torno a este tema.  
     Si estos porcentajes que corresponden a una muestra de 108 expedientes, se proyecta para el total de 
expedientes que son 540 expedientes, entonces se puede decir que 150 expedientes fueron atendidos 
con la anulación de títulos de crédito, en tanto que 390 nunca fueron contestados al empleador. Si se 
multiplica estos resultados por el promedio de 13,38 títulos de crédito que contiene cada expediente se 
concluye que  2006 títulos de crédito fueron anulados por las causales antes mencionadas, en cambio 
5219 títulos de crédito continuaron con el cobro mediante la acción coactiva, lo que sumados dan un 




7.3 ANÁLISIS DE UN CASO PRÁCTICO55  
7.3.1 SOLICITUD DE ANULACIÓN DE TÍTULO DE CRÉDITO 
     Mediante comunicación escrita de 17 de Noviembre del 2011, dirigida al “Señor DIRECTOR 
GENERAL DEL IESS”, el señor Manuel Mesías Izama, en su calidad de persona natural, solicita “Que 
ordene a quien corresponda se anule el Título de Crédito, que corresponde  al Señor HECTOR YAGUACHI 
SISLEMA, con C.I. 171758317-1.”. Es necesario mencionar que sin embargo, de existir norma escrita 
respecto de la autoridad ante quien se puede recurrir para la petición de anulación de título de crédito, 
que en el caso del señor Izama cuyo domicilio es en la ciudad de Quito y consecuentemente es el 
Director Provincial de Pichincha, quien tiene competencia exclusiva, esta disposición no es observada 
por el IESS. 
     En el tercer párrafo de su petición, el señor Izama, indica “Adjunto declaración Juramentada del 
Trabajador, Señor HECTOR YAGUACHI SISLEMA, copia del RUC, calificación artesanal. Documentos con los 
cuales justifico el tiempo real del servicio bajo mis órdenes.”, al respecto debo manifestar, que nunca existió 
un equipo de trabajo en la Dirección Provincial de Pichincha constituido bajo parámetros técnico-
jurídicos con servidores que tengan conocimientos de Derecho que se encarguen de realizar un análisis 
completo de las peticiones realizadas por los empleadores y sujetos obligados, a fin admitir o no 
trámite, pues lo correcto es que la autoridad competente en su primera providencia conteste al 
peticionario dando un tiempo perentorio para que presente los documentos públicos que prueben los 
hechos detallados en la petición; como en el caso del señor Izama, no indica cuando terminó la relación 
laboral con su ex trabajador Héctor Yaguachi, así como tampoco si la relación laboral terminó de 
mutuo acuerdo; mediante Resolución del Inspector del Trabajo o con Sentencia Ejecutoriada del juez 
competente, etc., pues depende de estas maneras de la terminación de la relación laboral la justificación 
con los documentos; pues si terminó la relación laboral de mutuo acuerdo, es el Acta de Finiquito 
suscrita y solemnizada ante el Inspector del Trabajo el único documento público en materia laboral que 
da fe de la terminación del contrato  por esta causal; en tanto que, si la terminación de la relación 
laboral es Visto Bueno, es la Resolución motivada del Inspector del Trabajo la que legaliza y por tanto 
con la termina el contrato de trabajo; de otro lado, si la terminación del contrato de trabajo fue 
sometida a la decisión del Juez del Trabajo, es la Sentencia Ejecutoriada la que prueba la fecha de 
terminación de dicha relación laboral. 
                                                 
55
 Ver anexo 9, respecto del pedido de anulación de título de crédito solicitado por el empleador Manuel Mesías Izama, 
contenido en ocho (8) fojas.  
126 
 
     En el caso que se analiza, el señor Director Provincial de Pichincha, en uso de su potestad 
administrativa, su acto administrativo materializa mediante su disposición (sumilla) a la Subdirección 
de Servicios al Asegurado, de atender dicha petición  con fecha 25 de noviembre de 2011; es decir que 
la autoridad se tomó seis días hábiles, únicamente para disponer que la unidad administrativa inferior 
atienda dicha petición, sin que se haya pronunciado si fue o no admitida a trámite. Tres días después, el 
señor Subdirector de Servicios al Asegurado, remite el trámite al juzgado de coactiva de Pichincha con 
la sumilla 23 y 25, claves que significan: conocer y atender, como puede observarse hasta esta fecha 
ninguna autoridad se pronuncia respecto de la pertinencia o no de la petición así como tampoco de los 
documentos justificativos, etc. Por fin, el 29 de noviembre de 2011, el Responsable del Juzgado de 
Coactiva sumilla a una servidora de ese proceso administrativo, con la disposición de “Proceder 
conforme normativa vigente”, dicha servidora que a esa fecha actuaba como Secretaria Abogada del 
Juzgado, con fecha 1 de diciembre de 2011, elabora la providencia de que se verifique los hechos, se 
realice las investigaciones del caso y se emita un informe motivado debidamente documentado 
respecto de la petición, invocando la Resolución Administrativa No. 12000000-760, acto seguido 
mediante oficio No. 13001700-5114C-JC, de misma fecha, la referida servidora remite dicha 
providencia. 
     Aquí surge la interrogante, por qué invoca el Director Provincial del IESS de Pichincha, la 
Resolución Administrativa No. 12000000-760, si en el literal e) considera como causal para la 
anulación de ´títulos de crédito “Actas de finiquito suscritas y legalizadas antes de la notificación de la 
glosa.”?, acaso no existe ligereza de la administración en admitir a trámite el pedido del empleador 
Manuel Izama, sin verificar si cumple o no los requisitos? 
7.3.2 ANÁLISIS DE LOS DOCUMENTOS QUE PRESENTA EL 
PETICIONARIO 
     Continuando con el análisis del caso, dentro de los documentos que anexa el empleador indicó en su 
pedido que adjunta, la declaración juramentada del trabajador, sin embargo, se observa que es el señor 
MANUEL MESIAS IZAMA, (empleador) el que  mediante Declaración juramentada rendida en la 
notaría 35 del cantón Quito declara “Yo MANUEL MESIAS IZAMA declaro bajo juramento que el señor 
HECTOR YAGUACHI SISLEMA con cedula de ciudadanía 1717583171, trabajó bajo mi dependencia desde el 
primero de abril hasta el treinta de abril del año dos mil diez, en mi negocio de Panadería en calidad de 
operario, hasta la fecha antes indicada sin que hasta la el día de hoy se haya acercado a firmar el ACTA DE 
FINIQUITO. Es todo cuanto puedo manifestar en honor a la verdad.”. El peticionario, nada menciona del 
contrato de trabajo, si fue a prueba, obligatoriamente debió hacerlo registrar en la Inspectoría del 
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Trabajo; si fue verbal, entonces es un contrato indefinido de trabajo y su terminación si fue de mutuo 
acuerdo debe estar registrada en un Acta de Finiquito legalmente suscrita. Cabe preguntarse, este 
documento sin embargo, de que es público de conformidad con el Código de Procedimiento Civil, es 
prueba plena?, ¿Puede el presunto deudor justificar la deuda únicamente con una declaración 
juramentada de sí mismo?, la respuesta no se hace esperar, definitivamente que no. No puede el 
empleador justificar la imputación de una deuda de aportes por un trabajador suyo, más aun sin que 
éste, tenga conocimiento que su empleador solicitó la anulación de títulos de crédito que contenían 
planillas de sus aportes.  
 
     Que sucedería, si Juan Pérez es demandado por Luís Taipe ante el Juez competente por cuanto no le 
cancela una deuda de $10.000,oo (diez mil dólares de los Estados Unidos de América), el demandado 
en su contestación adjunta una declaración juramentada de que la deuda reclamada por el actor ya fue 
cancelada sin embargo, éste nunca le extendió el correspondiente recibo así como tampoco le entregó 
la letra de cambio y, el Juez en apego a la sana critica creyendo en la inocencia del demandado con este 
documento dicta sentencia en su favor?, dicha sentencia debe ser apelada inmediatamente ante el 
superior además debe interponerse ante el Consejo de la Judicatura el pedido de sanción al Juez que 
emitió la sentencia. De igual manera debería actuarse en la esfera administrativa, más aun cuando la 
decisión de la autoridad puede vulnerar derechos del trabajador, como es del derecho a la Seguridad 
Social. 
 
     Independientemente de que el empleador no indica que si fue o no notificado con la glosa, lo cual si 
constituiría en causal para solicitar a la autoridad que disponga la nulidad de la emisión del título de 
crédito a fin de que la obligación regrese a su estado de glosa y se notifique al empleador para que 
ejerza su derecho a la defensa, hasta finales de 2013, se conoció que dicho trámite quedó suspendido y 











8. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
8.1 CONCLUSIONES 
    Una vez concluida la investigación se puede realizar las siguientes conclusiones: 
1. Con respecto a la anulación de títulos de crédito, el Art. 287 de la Ley de Seguridad Social no 
es claro al establecer en su parte pertinente “…En el caso de error evidente el propio juez de 
coactiva puede revocar el auto de pago coactivo...”. 
2. El Art. 75 de la Codificación del  Reglamento de Afiliación y Control Contributivo expedido 
por el Consejo Directivo el 11 de enero de 2010, mediante Resolución C.D. 301, no es claro al 
señalar: 
“De la anulación de los títulos de crédito.- En el caso de error evidente previsto por 
el artículo 287 de la Ley de Seguridad Social, previo a la revocatoria del auto de 
pago, el Juez de Coactiva dispondrá que la Unidad Provincial de Afiliación y 
Control Patronal proceda a la verificación de los hechos y del informe, 
investigación que deberá cumplirse en el término de ocho (8) días, en base a lo cual 
se dispondrá la anulación del título de crédito y el archivo del proceso coactivo, o 
de ser el caso se continuará con el trámite, según corresponda”. 
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     Pues se refiere a dos momentos o etapas procesales administrativas, mientras en el Art. 287 
hace mención al auto de pago en etapa de acción coactiva, en el Reglamento se extiende hacia 
el título de crédito, así como tampoco establece las causales relativas al error evidente.  
3. Si bien es cierto que en el Reglamento establece cual es la autoridad competente para conocer 
el pedido de anulación de títulos de crédito, nada dice cuál es el recurso administrativo  al que 
puede acudir el administrado para realizar dicha petición.  
4. El procedimiento administrativo de cobro de las obligaciones patronales en estado de planillas 
y/o de glosas en el IESS tiene problemas de gestión, debido a la gran cantidad de glosas, en el 
caso de Pichincha y Guayas, la situación es caótica,  debido a la cantidad de empleadores 
deudores lo que hace prácticamente inmanejable. 
5. El proceso de notificación al empleador con la glosa y su registro en el sistema de Historia 
Laboral adolece de varios inconvenientes: en razón de que Correos del Ecuador no realiza una 
buena gestión; y, el registro de la notificación de la glosa lo realice aun cuando no ha realizado 
esa gestión, lo que constituye una falta al debido proceso. 
6. Debido a un constante cambio de dirección del domicilio del empleador o de la empresa, el 
acto administrativo de la glosa por parte del IESS, se ha vuelto una actividad de proporciones 
inmanejables. 
7. En el período de vigencia de la Resolución Administrativa 12000000-760, en vez de solucionar  
un problema álgido como es las peticiones de anulación de títulos de crédito, en base las 
causales que ya se ha revisado y explicado anteriormente, nada decía de aquellas obligaciones 
que fueron legalmente notificadas y que no fueron impugnadas, si es que cabe o no la 
anulación de los títulos de crédito, dejando el peso de las responsabilidades administrativas 
únicamente a los servidores que realizaban los informes.  
8. Entre la unidad administrativa Recaudación Extrajudicial (hoy Gestión de Cartera) encargada 
de la emisión y notificación de la glosa, así como de la emisión del título de crédito y la 
Dirección Provincial encargada de la legalización del título de crédito y el Juzgado de 
Coactiva, existe una desconexión total, en razón de que el sistema no es relacionado entre sí, 
por lo que no es posible saber lo que la otra unidad administrativa está realizando o ejecutando 
con respecto a las obligaciones patronales y sus diferentes estados administrativos.  
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9. El nivel de preparación académica y de conocimiento de los servidores y funcionarios con 
grado de responsabilidad es de muy bajo nivel, como es el caso de los servidores llamados 
Responsable del Proceso de Recaudación Extrajudicial (hoy Gestión de Cartera) quien no tenía 
ni el conocimiento ni la preparación académica para manejar un proceso tan delicado como 
este. También se conoció que el Juzgado de Coactiva del IESS de Pichincha estaba bajo la 
coordinación de una doctora en Biología, sin ningún conocimiento en Leyes. 
10.  Como consecuencia del cobro de obligaciones patronales mediante acción coactiva, de 
personas que inclusive han terminado su relación laboral con el empleador  y que han 
solicitado alguna prestación como jubilación, cesantía, mortuoria, pensiones de orfandad y 
montepío, etc., el IESS no ha podido entregar dicha prestación, en razón de que al haberse 
cancelado extemporáneamente los aportes, se han generado glosas por responsabilidad 
patronal, a las que los empleadores se niegan cancelar por cuanto no existe el hecho generador, 
lo que ocasiona más de un problema tanto al empleador como al afiliado, deteniéndose en 
algunos casos por mucho tiempo la concesión de la prestación, por lo que muchos afiliados han 
recurrido a la Defensoría del Pueblo para que intervenga en su favor ante el IESS. 
8.2 RECOMENDACIONES  
     A las conclusiones que llega el autor, es necesario hacer las siguientes recomendaciones. 
1. En la parte del Art. 287 de la Ley de Seguridad Social, debe cambiar la frase “En el caso de 
error evidente el propio juez de coactiva puede revocar el auto de pago coactivo.” Por el de “En caso 
de error evidente del IESS en la emisión del título de crédito, por falta del debido proceso, la 
máxima autoridad puede disponer la nulidad ya sea de oficio o a petición de parte”.  
2. En razón de que se trata de una Codificación del Reglamento de Afiliación y Control 
Contributivo, es necesario que el Instituto Rector incorpore el Recurso Administrativo de 
Revisión, con el fin de que los pedidos de anulación de títulos de crédito, se establezca si el 
error evidente es de la Administración o del empleador o del asegurado que no observó la 
disposición, por un lado de dar el aviso de salida conforme lo dispone el Art. 73 de la Ley de 
Seguridad Social o por el otro lado de no impugnar la obligación dentro del término de ocho 
días que señala el Reglamento respectivo.  
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3. Debe añadirse en el referido Reglamento un artículo innumerado, en el que señale con claridad 
cuál es el recurso administrativo con el que puede el administrado solicitar la anulación del 
título de crédito y cuál es la autoridad competente. 
4. La administración debe fortalecer el área de control del cumplimiento de las obligaciones 
patronales.  
5. Para evitar que Correos del Ecuador registre la notificación de la glosa sin haber realizado un 
control de fiel cumplimiento de dicho acto, ya que puede vulnerar derechos como la Legítima 
Defensa y el Debido Proceso, se recomienda que estas actividades se realicen con personal 
calificado de la propia Institución.  
6. Es necesario que el IESS busque mecanismos para que la base datos del domicilio del 
empleador o de la empresa siempre esté actualizado, cruzando constantemente los datos con 
las diferentes instituciones del Estado, adicionalmente se recomienda que al momento de 
otorgar la clave patronal se solicite el email y el número de teléfono móvil, con el objetivo de 
que constantemente se esté recordando al sujeto obligado que debe cancelar las obligaciones 
patronales en el tiempo establecido. 
7. Es necesario que se siente un precedente con el establecimiento de responsabilidades ya sea 
administrativas, civiles y/o penales de acuerdo con el grado de  intervención tanto de 
funcionarios y servidores que participaron en el procedimiento de las peticiones de anulación 
de títulos de crédito de acuerdo con el grado culpabilidad. 
8. Es recomendable que se establezca al interior del IESS un sistema único que tenga relación 
directa entre las unidades administrativas que emiten el título de crédito, con la que legaliza y 
con la que ejecuta el cobro mediante la acción  coactiva, capaz de que de alertas respecto de 
peticiones realizadas por el empleador. 
9. Los servidores de los procesos aludidos, tomando en cuenta el grado de su participación y 
actividades que realice, deben tener obligatoriamente capacitaciones permanentes en Leyes, 
más aun los funcionarios que ostentan cargos como jefaturas y no se diga de Director 
Provincial, caso contrario, sus actividades son realizadas únicamente por la buena voluntad y 




10. El IESS, debe crear mediante Resolución el Recurso de Revisión, para que los aportes 
realizados por el empleador mediante título de crédito o trámite coactivo y que no provengan 
de la relación laboral de un trabajador bajo dependencia, se devuelvan, para evitar inclusive 
que la Institución esté inmersa un juicios administrativos ante el Tribunal Contencioso 





INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL 
CONSEJO DIRECTIVO 
__________________________________________________ 
         
RESOLUCIÓN C.D….  
 
EL CONSEJO DIRECTIVO 
DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL 
 
CONSIDERANDO: 
Que, el artículo 34 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: “El derecho a la 
seguridad social es un derecho irrenunciable de todas las personas, y será deber  y responsabilidad 
primordial del Estado. La seguridad social se regirá por los principios de solidaridad, obligatoriedad, 
universalidad, equidad, eficiencia, subsidiaridad, suficiencia, trasparencia y participación, para la 
atención de las necesidades individuales y colectivas. El Estado garantizará y hará efectivo el 
ejercicio pleno del derecho a la seguridad social, que incluye  a las personas que realizan trabajo no 
remunerado en los hogares, actividades para el auto sustento en el campo, toda forma de trabajo 
autónomo y a quienes se encuentran en situación de desempleo.” 
Que, el primer inciso del artículo 370 de la Constitución de la República señala que: “El Instituto 
Ecuatoriano de Seguridad Social, entidad autónoma regulada por la ley, será responsable de la 
prestación de las contingencias del seguro universal obligatorio a sus afiliados.” 
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Que, en el inciso primero del artículo 371 de la Constitución de la República, establece: “Las 
prestaciones de las seguridad social se financiarán con el aporte de las personas aseguradas en 
relación de dependencia y de sus empleadoras o empleadores; con los aportes de las personas 
independientes aseguradas; con los aportes  voluntarios de las ecuatorianas y ecuatorianos 
domiciliados en el exterior; y con los aportes y contribuciones del Estado.” 
Que, el numeral 5, del artículo 11, de la Constitución de la República del Ecuador,  establece: “En 
materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos 
o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su efectiva vigencia.” 
Que, el artículo 169 de la cosntitucion de la República, establece: “El sistema procesal es un medio 
para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, 
uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías 
del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades.” 
Que, mediante Resolución No. C.D. 301 de 11 de eenro de 2010, el Consejo Directivo de IESS 
expidió la “CODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO DE AFILIACIÓN, RECAUDACIÓN Y 
CONTROL CONTRIBUTIVO.” 
Que, las normas internas del IESS deben guardar armonía con las de la Ley de Seguridad Social y sus 
reformas y con la Constitución . 
En suso de als facultades legales previstas en los leitereales c) y f) del artículo 27 de la Ley de 
Seguridad Social,   
RESUELVE: 
Expedir las siguientes reformas a la CODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO DE AFILIACIÓN, 
RECAUDACIÓN Y CONTROL CONTRIBUTIVO: 
ARTÍCULO 1.- Sustituir todo el texto del Art. 75 del Reglamento por el siguiente: 
De la nulidad de los títulos de crédito.- En el caso de error evidente en la emisión del título de crédito 
por falta del debido proceso, la misma autoridad que legalizó el documento debe de oficio o a petición 
de parte disponer que la Unidad de Provincial de Gestión de Cartera proceda a la verificación de los 
hechos y del informe, investigación que deberá cumplirse en el término de ocho (8) días, en base a lo 
cual se dispondrá la nulidad de la emisión del título de crédito y  que la obligación regrese  su estado 
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anterior de glosa, a fin de que se notifique al presunto deudor para que ejerza su derecho 
constitucional a la defensa. 
En el caso de que un título de crédito contenga obligaciones que no provengan de la relación laboral, 
el empleador deberá solicitar a la máxima autoridad administrativa, que disponga mediante el recurso 
extraordinario de revisión, para que un servidor de la Unidad de Afiliación y Control Contributivo, 
proceda a la verificación de los hechos in situ y del informe, investigación que deberá cumplirse en el 
término de ocho (8) días, en base a lo cual se dispondrá la nulidad de la emisión del título de crédito y  
que la obligación regrese  su estado anterior de glosa, a fin de que se notifique al presunto deudor para 
que ejerza su derecho constitucional a la defensa. 
DISPOSICIONES FINALES.- 
PRIMERA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de 
su publicación en el Registro Oficial. 
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